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EDITORIAL 

Según el artJculo 2° de la Constituóón Polftica de 1991 uno de los fines esenáales del Estado es f aálitar 
la participación de los ciudadanos en las decisiones que los afectan a través de diferentes mecanismos. 
Teniendo en cuenta la adopción tan reciente en nuestro ordenamiento jurídico de prinópios y reglas 
daras de participación ciudadana, en particular, en el tema de los servicios públicos domiciliarios, 
constituye un reto singular para et Estado poner en marcha tales mecanismos. 

Con la idea de que la participación de los usuarios de los servidos públicos debe ser efectiva, en la Ley 
del Plan se establece la posibilidad de que los usuarios realicen aportes en los Fondos de Capitalización 
Social, los cuales pueden ser constituidos para la recuperación, estabilización y capitalización de las 
empresas de servicios públicos domiciliarios existentes o que se constituyan, con el fin de garantizar la 
viabilidad financiera de las empresas y por ende la prestación continua de los servidos públicos domi­
ciliarios 

Por otra parte, la Superintendencia de Servidos Públicos viene impulsando estrategias de partidpa­
dón tendientes a fortalecer las relaóones usuario empresa. derivadas del contrato de servicios públi­
cos. Para este efecto, esta Entidad viene ejecutando acciones pedagógicas orientadas a mejorar las 
relaciones entre prestadores y consumidores, sobre el supuesto que éstas mejorarán en la medida en 
que ambos asuman su parte de responsabilidad en el intercambio de ofertas y demandas del sistema 
de servidos públicos. 

Se ha identificado que uno de los presupuestos esenciales para garantizar la efectividad de la partió• 
padón ciudadana tiene que ver con la adecuada información que los usuarios reciban acerca de los 
derechos y deberes que les asisten, a fin de que éstos puedan defender sus derechos en sede de la 
empresa y obtener de ellas una adecuada prestación de los servicios públicos a su cargo. 

En este contexto, el Boletin Jurídico, cuya primera edición se presenta, contiene normas, conceptos, 
ensayos y jurisprudencia relacionada con los servicios públicos, constituyéndose esta publicación tri­
mestral en un instrumento valioso para que los usuarios ejerzan un rol activo en materia de los servióos 
públicos de que son beneficiarios. Asl mismo, este Boletín Jurfdico, cuya dirección está a cargo de la 
Oficina Jurídica de esta Superintendenáa, pretende difundir la posición oficial de la Entidad en relación 
con diferentes temas relativos a los servicios públicos. 

Evamarfa Uribe Tob6n 
Superintendente 
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--------------------- SuperintendenciadeSeMcosPublicosDomláliarios 

PRESENTACIÓN 

Desde el año de 1996 la Superintendencia de Servicios Públicos ha venido contribuyendo a brindar 
información, sobre los temas de interés de la prestación de todos los servicios públicos, tanto para 
gremios, empresas, usuarios, investigadores, académicos y ciudadanos en general, a través de diferen­
tes medios. Uno de estos canales de información ha sido: "Actualidad Jurídica en Servicios Públicosn, 
cuya última edición se publicó en el año 2001 con el nombre ''Servicios Públicos Domiciliarios, Actuali­
dad Jurfdica-Tomo IVn. 

El objetivo de estas obras ha sido el de ofrecer información anual sobre doctrina de la Superintendencia 
de Servicios Públicos, normatividad, y la jurisprudencia más relevante de las Cortes y el Consejo de 
Estado en materia de servicios públicos. 

Siguiendo este enfoque, pero sin que se vayan a dejar de lado las publicaciones citadas, la 
Superintendencia de Servicios Públicos, a través de Oficina Asesora Jurídica, publicará trimestralmen­
te un "Boletín Jurídico" con el cual se pretende informar a los usuarios acerca de los derechos que les 
asisten de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente, los mecanismos para hacerlos efectivos 
y las responsabilidades a su cargo. 

De otra parte, esta publicación busca brindar herramientas a los vocales de control para el adecuado 
cumplimiento de su labor; como también que las prestadoras de servicios públicos conozcan las posi­
ciones jurídicas de la Entidad en tomo a la aplicación de la Ley de servicios públicos y de sus normas 
concordantes y, por último, que sirva de medio informativo al interior de la Superintendencia con el fin 
de que exista unidad de criterio en las decisiones de las distintas dependencias. 

MÓNICA HILARIÓN MADARIAGA 
Jefe Oficina Asesora Jurídica • 
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PALABRAS DE LA DOCTORA EVAMARfA URIBE TOBON, SUPERINTENDENTE DE SERVICIOS 
PÚBLICOS DOMICILIARIOS. 

Instalación del V congreso de Servicios Públicos Domiliarios y Muestra Comercial y Tecnológica. 

Para la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios resulta de gran interés la realiza­
ción de este importante seminario, dado el mo­
mento histórico de crisis y búsqueda de soluciones 
en que se debate hoy el sector de servicios públi­
cos en Colombia. 

Las reformas de los años 90 sin duda aportaron 
considerablemente al desarrollo de marcos 
regulatorios que propendían por la apertura al 
libre mercado, la búsqueda afanosa de mecanis­
mos que propiciaran la competencia, exigiendo a 
las empresas la implantación de modelos de efi­
ciencia que permitieran entregar a los usuarios 
servicios de alta calidad y confiabilidad a menor 
costo. 

Hoy, buena parte de los objetivos de la Ley 142 no 
se han cumplido y el país y los subsectores de los 
servicios públicos han marchado en direcciones 
inicialmente no previstas. La crisis de la seguridad 
que afecta no solo a los ciudadanos, sino también 
a las empresas y sus inversionistas, se ha unido a 
la crisis financiera internacional y nacional que ha 
alejado a los potenciales inversionistas y ha deja­
do truncas las intenciones de vinculación de capi­
tal y gestión privada a las empresas de servicios 
públicos. 

Los bajos crecimientos de las demandas, han con­
tribuido a que importantes inversiones que se rea­
lizaron a comienzos de la década pasada, se en­
cuentren hoy subutilízadas o hayan desplazado a 
otros proyectos de infraestructura que no han 
podido cubrir sus expectativas de remuneración. 

La pérdida de capacidad adquisitiva de la pobla­
ción por efectos de la devaluación, la inflación y 
las altas tasas de desempleo ha impedido que en 
algunos servicios haya sido posible el desmonte 

Cartagena julio 2 al 4 de 2003 

de subsidios extralegales y mucho menos ajustar 
las tarifas a los costos de producción. 

La inestabilidad legal y regulatoria y el cambio 
permanente en reglas del juego son elementos 
adicionales que han contribuido a la incertidum­
bre y al desánimo en aquellos que llegaron a in­
vertir cuando el sector de los servicios públicos se 
abrió a la competencia y dejó de ser monopolio 
del estado. 

Las empresas, grandes, medianas y pequeñas, que 
requerían procesos de reestructuración e inyec­
ción de capital y sobre las cuales no se logró ade­
lantar tales procesos, se encuentran al borde de 
la intervención por parte de la SSPD ante el dete­
rioro de sus condiciones financieras y técnicas, al 
punto que se pone en peligro la prestación de los 

•• 
seJVICIOS. 

Sin duda y afortunadamente, no es ésta la situa­
ción de todas las empresas. El Gobierno logró pro­
mover y adelantar la reestructuraáón de algunas 
empresas a las cuales llego capital fresco y una 
gestión nueva, por parte de operadores intem~ 
áonales, que ha permitido la consolidación de es­
tas pocas empresas, que hoy compiten con algu­
nas empresas públicas que han logrado mante­
ner una importante gestión y posicionamiento 
dentro del sector de los servicios públicos. 

Antes de las reformas de los 90, los servicios públi­
cos se prestaban a cargo de las finanzas del Esta­
do, sin que se dieran reales exigencias en materia 
de calidad, confiabilidad, precios y cobertura. las 
empresas atendían a quien podía en las condicio­
nes que cada una disponía. 

Después de las reformas, para el ciudadano co­
lombiano es claro que tiene derecho a recibir los 
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serviáos públicos esenciales dentro de unos nive­
les de calidad y cobertura, que se considera ha• 
cen parte de las tarifas y cuyo incumplimiento 
debe ser objeto de sanción de las empresas y com­
pensación a los usuarios. Este conocimiento ha sido 
un gran impulsor de la protesta ciudadana y la 
reacción frente a empresas que no cumplen los 
citados preceptos. 

Esta situación de crisis institucional y empresarial 
nos afecta a todos. Casos como el de Emcali, EDT, 
EIS Tolima y los problemas de disposición de resi­
duos sólidos golpean a todos los estratos de la po­
blación. 

Si todos nos vemos afectados por la crisis de los 
serviáos públicos, entonces no solo es pertinente, 
sino necesario que todos participemos en la bús· 
queda de soluciones a estos problemas. 

Este Seminario es el escenario justo para debatir 
entonces la política del Gobierno respecto a los 
servicios públicos, la prestación de estos servicios 
bajo situaciones de conflicto y pobreza, que exi• 
gen el fortalecimiento de las relaciones usuario -
empresa en busca de soluciones satisfactorias para 
todas las partes. 

Dentro de este contexto y entorno del sector de 
los servicios públicos, la Superintendenáa de Ser­
vicios Públicos Domiciliarios debía ser el garante 
de la adecuada prestación de estos servicios con• 
virtiéndose en el fiel de la balanza en la relación 
usuario- prestador. 

Sin embargo más all~ de jugar el rol esperado, la 
entidad en los últimos años se ahogó en el trámi­
te, por demás ineficiente, de miles de recursos de 
apelación, silencios administrativos, pqr' s e inves­
tigaciones sobre aspectos muy superfluos o for• 
males, cuya respuesta o pronunciamiento en muy 
poco o por decirf o mejor en nada aportaron a r~ 
solver las situaciones conflictivas entre el usuario 
y el prestador del servicio público. 
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Este desgaste administrativo desplazó los esfuer­
zos de la entidad hacia una actividad estéril de 
poco valor agregado y minimizó su gestión en la 
identificación y proposición de mejoras 
regulatorias ante las comisiones de regulación, 
proposición de mejores esquemas comerciales a 
las empresas que redundara en la disminución de 
la queja ciudadana, la investigación de hechos o 
situaciones relevantes violatorias del régimen de 
servicios públicos, son problemas de la prestación 
de servicios públicos. 

A pesar de los grandes esfuerzos operativos, el 
resultado de esta gestión fue la perdida de credi-­
bil idad de la entidad ante el ciudadano, los 
prestadores y el mismo Gobierno. 

Este aspecto se vio agravado por la mala imagen 
generada de la lenta e inefectiva gestión de la 
Superintendencia en las tomas de posesión con 
fines de administración o con fines de liquidación. 

Ante este panorama sombrío, la Superintendenóa 
tiene el reto de corregir estas situaciones y con• 
vertirse en el mediano plazo en un efectivo fiel de 
la balanza entre usuario y prestador, a la vez que 
un generador de soluciones efectivas para las 
empresas, la garantía de una buena prestación 
de los servicios públicos domiciliarios y el suminis· 
trador de informaáón de valor agregado y esp~ 
cializada en materia de servicios públicos en el 
pafs. 

Para el logro de este objetivo se ha diseñado una 
estrategia con componentes dirigidos al sector de 
los servicios públicos mediante el fortalecimiento 
y adecuada orientación de la gestión de inspec• 
ción, control y vigilancia y el mejoramiento institu• 
cional. 

El primero de estos objetivos, el fortalecimiento y 
adecuado direccionamiento de la función de ins­
pección, control y vigilancia se concretará en las 
siguientes lineas de acción: 

a la función de inspección, vigilancia y con­
trol se debedesarrollar de manera estratégi­
ca, buscando disminuir y prevenir los riesgos 
derivados de una mala prestación de un serví• 
cio público, concentrados los esfuerzos en las 
empresas que presenten altos riesgos que pon­
gan en peligro la adecuada prestación del ser­
vicio público. 

e La función de investigación estará orienta­
da a resolver situaciones afticas, de acuerdo 
con el riesgo involucrado. Estas investigacio­
nes deben hacerse con total respeto del debi­
do proceso y derecho de defensa, buscando la 
verdad y con base en los análisis tknicos, ad­
ministrativos, normativos, financieros y/o eco­
nómicos que se requieran. 

• 

ci La intervención mediante la toma de pose­
sión para administración o para liquidación 
debe ser oportuna, efiáente, rápida y orienta• 
da implementar soluciones efectivas en el cor• 
to plazo. La entidad efectuará la intervenóón 
en casos muy espedficos y la administración 
se realizará a través de agentes externos o 
fiducias. 

En este sentido ya se induyó dentro del Plan 
Nacional de Desarrollo instrumentos juridicos 
y financieros que dan instrumentos a la exitosa 
gestión de la Superintendencia. 

a La Superintendencia además de la protec­
ción de los derechos de los usuarios de servi­
cios públicos domiciliarios, buscará el equili-­
brio en la relación usuario•empresa a través 
de esquemas empresariales participativos. 

e Se promoverá en las empresas de servi­
cios públicos una cultura de atención al diente 
y se vigilar:. la efectividad de la primera ins­
tancia en las quejas y reclamos, lo que debe 
redundar en el mejoramiento de la relación 
empresa - usuario y en la disminución del nu• 
mero de recursos de apelación que atiende la 
Superintendencia. 

e la actuaciones de la Superintendencia 
relacionadas con los usuarios y empresas siem­
pre estaran orientadas a resolver las situacio­
nes de fondo, de manera efectiva y sin ambi-­
güedades. 

e Se deberá buscar e implementar un me­
canismo efectivo para modificar el esquema 
de "control de escritorio" que ha tenido que 
desarrollar debido a las pollticas de austen. 
dad del gasto y lograr con ello un mayor cono­
dmiento directo de la situación de las empre­
sas, fortaleciendo el proceso de vigilancia y el 
carácter técnico de la entidad. 

e Las Direcciones Territoriales serán el ins­
trum en to fundamental para la 
implementación de políticas de protección de 
los derechos de los usuarios y de promoción 
de la partiópadón ciudadana. Su gestión de­
berá estar orientada a promover la nueva vi­
sión de la entidad y a apoyar la ímplementaóón 
de esquemas efióentes y efectivos de inspec· 
ción. vigilanóa y control. 

e Soluóón a los problemas de prestaáón de 
sef\/Íóo en zonas deprimidas explorando el de­
sarrollo de micro pequeñas y medianas em• 
presas de gestión y de fortalecimiento comu­
nitaño. 

e Los Fondos de Capitalización Social, como 
instrumentos de participación del usuario y 
mecanismos que garantizan la gobemabilidad 
en la prestación de los servidos a escala muni• 
ópal y departamental. 

a El Sistema Unico de Información será el 
principal instrumento de recolección, análisis 
y publicación de información de los servicios 
públicos y soportará las funciones de la 
Superintendencia, demás entidades del gobier• 
no nacional y deberá proporcionar al sector 
información de valor agregado. 
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e la Superintendencia desarrollará un cen­
tro de pensamiento de los servicios públicos 
que genere los estudios especializados del sec­
tor de los servicios públicos, de forma que a 
través de su adecuado diagnóstico se propon· 
gan al Gobierno, a las Comisiones de Regula­
óón y los entes de planeación modificaciones 
y ajustes a los esquemas vigentes. 

e Puesta en marcha de un sistema de 
Monitoreo y seguimiento al mercado mayoris­
ta de energfa, con vinculación de expertos de 
alto nivel y asesoria internacional, orientado a 
informar de manera anticipada, posibles 
distorsiones de preáos y de competencia en 
este sector fundamental para el desarrollo de 
mercados competitivos de suministro de ener­
gla 

0 la Superintendencia efectuará un estudio 
detallado de la actual normatividad y la regu­
lación relacionada con los servicios públicos 
de manera a presentar propuestas concretas 
de mejoramiento ene.aminadas a fortalecer el 
sector de los servidos públicos. 

Esta gestión estará acompañada de un mejora­
miento institucional, cuyas principales lf neas de 
acción son: 
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e El proceso de planeación rulminó en la 
formulación de un plan 1:sb'atégico que reco­
ge estas lf neas de acáón en cinco objetivos 
estratégicos y permitirá desarrollar los princi­
pales objetivos de la entidad, buscará resolver 
las situaciones criticas y será armónico con el 
presupuesto asignado. Este plan estratégico 
será monitoreado con una metodologf a de 
identific.aáón de riesgos mediante el concep­
to de mapa de riesgos. 

ª _Los procesos de inspecóón, control y vigi­
lancia estarán soportados en procedimientos 
eficient~s y debidamente documentados y 
estandanzados, que f aáliten su logro, control 
V seguimiento interno. 

e La Planeación Administrativa buscará 
implementar esquemas modernos de adminis­
tración que f acilíten el logro de los objetivos 
trazados en el plano misional. 

e El Sistema de Control Interno de la 
Superintendencia debe funcionar como un 
moderno y eficiente Sistema de Administra­
ción de Riesgos, para lo cual ya se expidió la 
reglamentación respectiva creando los 
subsistemas y subcomités de control interno, 
los cuales ya están funcionando. De esta ma­
nera, se generarán alertas sobre el comporta· 
miento de los riesgos críticos y se apoyará al 
ruerpo directivo en la toma de decisiones pre­
ventivas. El Sistema debe igualmente aportar 
a los gestores herramientas para la 
implementación de una efectiva cultura del 
autocontrol. 

0 Se implementar! un sistema central de 
seguimiento de los ámbitos de gestión de la 
entidad que induye todos los trámites ante la 
ciudadanía y los prestadores, asl como la ges· 
tión de inspección, control y vigilancia. Este sis· 
tema de seguimiento permitirá dar cuenta del 
estado de los asuntos de la entidad. Desarro­
llaremos un call center a través del cual se su· 
ministre información a la ciudadanr a en gene­
ral de manera eficiente y confiable. 

0 la Superintendencia implementará el sis­
tema de gestión documental como instrumen­
to fundamental para garantizar el trámite, se­
guimiento y consulta de los procedimientos Y 
trámites de la entidad. Este sistema deberá 
incluir la administración y custodia de expe­
dientes, el óptimo manejo de archivos a través 
de tablas de retención documental y tablas de 
valoración, asf como un adecuado manejo de 
la correspondencia de la entidad. 

0 la entidad debe contar con personal idó­
neo, altamente calificado y comprometido. Por 
ello ya se implementó un procedimiento de 
selección de personal en la Superintendencia 

_ ___________________ ••útidsioldPseMrosl'llllírosDolndlnm 

bajo los principios de la meritoaacia, esto es, 
mediante concurso que garantice la objetivi· 
dad y calidad en la selección. Parte del proce­
so se hace a través de una empresa especiali­
zada en la identificación y enganche de profe­
sionales de alto perfil en el sector, de los cua­
les ya se tienen exitosas experiencias a nivel 
directivo. 

a La calificación de desempei\o de los fun• 
cionarios de la entidad debe hacerse a todos 
los níveles y estar soportada en una adecuada 
y rigurosa concertación de objetivos, por lo cual 
se definió y aplicó una estrategia para ligar la 
concertaáón de objetivos individuales de nues­
tro personal a los objetivos y lineas de acóón 
del Plan Estratégico de la entidad. 

• 

ª Se viene gestando una reforma estructu­
ral a través de la cual se fortalezca la Direc-

cíón de Entidades Intervenidas y en liquida· 
dón, se cree la Dirección del Sistema Unico de 
lnf ormación 

Finalmente, temas como el mercado de capitales, 
la democratización de la propiedad, la informa­
ción, vigilancia y control como instrumentos para 
el desarrollo de los mercados de servióos públi­
cos con participación comunitaria, también hacen 
parte de esta agenda que confiamos sea cubierta 
a plenitud y dentro de cuyos resultados espera• 
mos obtener un firme compromiso todos los a~ 
res en la búsqueda y puesta en operación de las 
soluciones que el país requiere en materia de ser­
vidos públicos. 

Muchas gracias. 
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lRESPONSABIUDAD CUDADANA EN SERVIDOS PÚBUCOS1' 

La participación ciudadana es una figura atracti­
va. Sin embargo, trae consigo responsabilidades 
inéditas en una sociedad como la colombiana, 
habituada a preceptos políticos diferentes. El pri­
me ro está basado en una tradición 
intervenóonista estatal, que directa o indirecta­
mente creó una cultura de indiferencia e 
impenneabilidad ciudadana particularmente en 
el caso de los selVicios públicos5• El segundo, pro­
viene de una red de valores culturales que nos 
hace prodives a la vigilanóa y al castigo y no a la 
libertad v la construcción de ciudadanía. Ambos 
habrían contribuido a inundar al aparato de go­
bierno de numerosas instituciones especializadas 
en intervenir, vigilar y castigar, pero cuyo balance 
factual en términos de baja corrupción pública, 
alto compromiso ciudadano o excelencia en la 
gestión pública, aparece magro. 

De acuerdo ron lo anterior, el precepto mnstitu­
cional de participación, fortalecido con la Carta 
del 91 particularmente en el terreno de los servi­
óos públicos, ha creado nuevos retos en el sector. 
Ello implica diagnosticar la existencia de posibles 
colisiones entre los propósitos libertarios y 
participativos plasmados en la Carta y aquellas 
tradiciones intervencionistas vigilantes y 
castigadoras, que habrfan sobrevivido hasta 1991 
desde cuando el constituyente las consolidó un si­
glo atrás, en 1886. Por esta razón, la ley marco de 
servicios públicos adolecerla de la misma confu­
sión. En efecto, la 142/94 habrla privilegiado obje­
tivos altamente constructivos como los estimulan­
tes de la competencia intrasectoríal, la eficiencia 
y la eficacia en la prestación de servicios, pero al 
tiempo, le habría dado vida a una institución dota­
da de operatividades propias para funcionar den-

Bernardo Congote Ochoa1 

tro del marco de los antiguos preceptos interven­
tores vigilante-castigadores. 

De esta forma y a manera de autocrltica, bien 
podriamos estar asistiendo a un proceso institu­
cional doloroso, aunque no por ello destructivo. 
Después de corrida menos de una década desde 
1994, el balance que arrojarla la gestíón de la 
Superintendencia aparecería marcado por las 
mismas contradicciones vigentes en su marco cons­
titutivo. De una parte, afrontana una correlación 
inversa entre el cúmulo de responsabilidades con­
feridas a ella por la ley marco y recientemente 
por el decreto 990/02, y una concepción apenas 
simbólica de las responsabilidades primarias que 
les compete ejercer tanto a prestadores como a 
consumidores en el sector'; de la otra, una corre­
lación también inversa entre varias decenas de 
funciones multivigilantes y castigadoras centrali­
zadas, que la suponen capaz de actuar efectiva­
mente sobre un sector que, al contrario, ofrece 
complejidad múltiple. En efecto, el marco legal 
parece acusar cierta obsolescencia entre otorgar­
le a una institución decenas de funciones vigilan­
tes y contraloras que mal puede ejercer eficaz­
mente sobre un sector socioeconómico selVido no 
sólo por oferentes diversos (prestatarios privados, 
mixtos, estatales) sino exigido por demandantes 
también diversos (clientes de privados, usuarios 
de públicos); igualmente, habría colisiones entre 
preceptos legales que soñarían con una super-ins­
titución multivigilante y castigadora que ejercería 
numerosas funciones sobre un sector que se pre­
senta al tiempo multivariado geográfica, cultural 
y productivamente; de esta forma, reglas de perfil 
unívoco y vertical pretenderlan vigilar y controlar 
una demografía al tiempo rural y urbana, afecta-

1 e· ,mu,rt•" c,•n'l~n,J.,, en la ta;e .1ut,-.:1ill,a del lnfonnr r in.11 de 1>1agnó.1ico dáht•tud,1 p.,r el .:.>nsulro, p:11'3 I• SSPD }' pinc:n!Jldus en lli417.0 200.), 

Lo\ nesr .. 11,.11',hd..d mlel..:twil d• ~los corn:eptm le 1.:vm~ponde exclusi•amente a su autor. 

J l°"l!<'k. lkmdriJ,,, ~003, .. Kq,m,n rcullllMI) alllont.ano (a),1n,pe~ab1lnhd pollllea y cuhut:i de la v1olenc1a~. El caso de Colombia~. anlculo en 

Jit1hh,a,:1ón keHSLl 1':v,a <'I \é:tt:n. Facultad Junspl\ldcnc,a tJni\enul:.d del R0>ar1<>. llogolil 

4 1::•JlC'.•ll~~ntc- lil.• d.-p.><1c1ones so~··,.,nuul wc1al" Je ll•j scn-,c,0$ ¡,ut>hcos 1Ti1. V L 142,-1)4) y Ai1. S del citado Dcaeto. 
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da por la violencia polftica insurgente o paramiíitar 
v como si ello no bastara, movilizada a la fuerza 
desde el campo hacia los pueblos y desde estos 
hacia las ciudades; pero además, actuarlan con­
trolando y vigilando una poblacíón cuyas activida­
des económicas resultan al tiempo formales e in­
f onnales, legales e ilegales, y a la vez, inmersas 
cada una en las diversas ramas de actividad ec<r 
nómica generadoras del producto interno bruto 
interno. 

Esta figura, que acerca a la Superintendencia a 
un David enfrentado a un Goliat. serfa apropiada 
para describir este cuadro de la vigílanda y el con­
trol sobre el sector. Y si a ella le añadimos la exi­
gencia perentoria que toda la sociedad hace s<r 
bre este "David" porque venza al nuevo Goliat 
con las mismas cauchera y piedra de la leyenda 
blblica, el panorama tiende a convertirse en 
tragicómico. La Superintendencia entonces, por 
obra y gracia de las contradicciones que afronta 
su propia concepción jurídico operaáonal, estaría 
forzada a un profundo cambio táctico y por qué 
no, estratégico. 

lEn qué descansarf a dicho cambio? En asumir 
como propósito central darle vigencia al mandato 
constitucional de la partiópación ciudadana.. iEllo 
qué implicarla? Dedicar la mayor parte de sus 
energlas a potenciar el mensaje de que los servi­
cios públicos, antes que deber "del Estado" como 
la misma Carta lo propone cuestionablemente, son 
en verdad y factualmente derechos y deberes óu­
dadanos. Y que en la medida en que resulte técni­
ca y socíoeconómicamente viable, cada ciudada­
no que ejerce sus deberes de pagar, cuidar y ha­
cer sostenible el consumo de servicios püblicos, 
consolida sus derechos a recibirlos. Por esta mis­
ma vfa. la función de los prestadores deberla con­
sistir, antes que en tratar a los cíudadanos - con­
sumidores como porta-habientes de un derecho 
que recibirfan a cambio de nada, en considerarlos 
como la esencia de su misión institucional (los es­
tatales) o económica (los privados o mixtos) y por 

ello mismo deberían atenderlos de la manera mAs 
exígente y pulcra posible. 

Se tratarf a entonces, por vez primera luego de 
más de un siglo de historia sectorial\, de que la 
Superintendencia invitara al pafs a comprender 
que las relaciones entre quien presta el servício 
público y quien lo demanda, son primarias e 
inalienables y por ello las únicas que garantizan la 
adecuada prestación de dicho servicio. De esta 
forma, la Superintendencia estaña ya comprome­
tida en adelantar una pedagogfa en el sentido de 
que la recepción del agua o de la energla, por 
ejemplo, no depende del cúmulo de quejas y re­
damos con que está inundada la Superinten­
dencia, sino al contrario, del empeño mediante el 
cual prestadores y consumidores asuman sus res­
ponsabilidades primarias en el ejercicio de sus 
derechos y deberes fundamentales y reclprocos. 
En palabras llanas, la sociedad debe comprender 
que de las oficinas de la Superintendencia no 
emana agua ni mucho menos energla eléctrica o 
telefonía algunas, puesto que la generación de 
estos servicios no se encuentra en manos del apa­
rato burocrático del Estado sino en manos de unos 
prestadores y unos consumidores que son la esen­
cia del sector. 

Bajo este espectro. una neovisión de la misión y 
visión de la Superintendencia, ahora en ciernes 
bajo la guía de la actual Superintendente, podría 
estar atada paradójicamente a cumplir la Consti­
tución en sus preceptos de participación y res­
ponsabilidad ciudadana ante sus servicios públi­
cos, los mismos que su aparato reglamentario 
posterior no habrla articulado coherentemente. Y 
que cumplir con dichos preceptos, significaría 
amén de ejecutar la pedagogla precitada, revisar 
detallada y cuidadosamente el mecano jurídico y 
op~rativo vigente pues estaría soñado para una 
sociedad responsable, participativa y construct<r 
ra de nación que ciertamente tuvo vida política 
desde 1991, pero implementado para una socie­
dad irresponsable, pasiva y autodestructora que a 
ningún colombiano le conviene seguir sosteniendo. 

S JI\RAMILLO. S411lutl. -c:1cn1n •oe1nt,e :ult-s de IICfYICl<>I pubhc."IS en C:olOOlbta", l:.J. Cl~LP, l!,o¡¡ot&. 1~5. 
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lFAOURA DE SERVICIOS PÚBUCOS, UN AOO ADMINISTRATIVO? 

Sobre la factura de servicios públicos se han ela­
borado diferentes conceptos acerca de su natura­
leza jurídica, entre ellos, el que vfa Jurisprudencia 
ha desarrollado el Consejo de Estado. En efecto, la 
Sección Tercera de esa Corporación en Sentencia 
de fecha 8 de febrero de 2001 l afinnó de manera 
rotunda que la factura de servicios públicos es un 
•acto administrativo". 

Sin embargo, del análisis de las normas de la Ley 
142 de 1994 y de lo que en la práctica ha venido 
sucediendo en el trámite de las demandas de nu­
lidad y restablecimiento, en las que se impugnan 
los actos de facturaáón de las empresas de servi­
cios públicos y las decisiones de segunda instancia 
de la Superintendencia de Servicios Públicos so­
bre dichos actos, acciones en las cuales los jueces 
administrativos no exigen que se demande la f ac­
tura que integraría un acto jurldico complejo, sur­
gen algunas dudas sobre la denominaáón de "acto 
administrativo" de la factura de servidos públicos. 

Por estas razones, vale la pena hacer un breve 
análisis del tema desde la perspectiva de la Ley 
142 de 1994. 

8 numeral 14.9 del articulo 14 de la Ley 142 de 
1994 define la factura de servicios pÍlblicos como 
la cuenta de cobro que una persona prestadora 
de servidos públicos entrega o remite al usuario, 
por causa del consumo y demás servicios inheren­
tes en desarrollo de un contrato de servicios públi­
cos. Por su parte, el articulo 146 ibídem se titula 
.,Naturaleza y requisitos de las facturas" pero no 
preciso su naturaleza. A su vez, el articulo 154 
ibídem dispone que contra los actos de negativa 
del contrato, suspensión, terminación, corte y fac-

1 Aboi?lldo llS60f • Oliu1111 Asesol'll Juridic-, 

Guillermo Obregdn Gonz'1/ez1 

turación que realice la empresa procede el recur­
so de reposición. 

De acuerdo con estas normas, la factura de cobro 
es el medio a través del cual la empresa da a co­
nocer al usuario el precio de los servicios presta­
dos y demás conceptos previstos en el contrato de 
condiciones uniformes. Previo a la expedición de 
la factura, la empresa de servicios públicos reali­
za unos procedimientos internos de medición y 
tasación de esos consumos, es decir, toma una 
decisión y la da a conocer al usuario por medio de 
la factura. 

Por otra parte, una vez conocida la factura y pues­
ta en conocimiento del usuario, éste la revisa y si 
no esta de acuerdo puede presentar reclamación 
ante la empresa, es decir, el usuario no puede 
interponer directamente recurso contra la deci­
sión. Esto significarla, que conforme a la Ley 142 
de 1994, la factura de cobro no es propiamente 
un acto administrativo. Según el inciso 3º del arti­
culo 154 antes citado, los recursos proceden es 
contra la decisión posterior de la empresa me­
diante la cual deáde la reclamación del usuaño. 

Ahora bien, en la sentencia del Consejo de Estado, 
arriba citada, el argumento central para consid~ 
rar que la factura de servicios públicos es un acto 
administrativo, es el siguiente: 

" ... Por lo demás, a partir de la expedición de la 
Carta de 1991 y, especialmente, luego de la 
entrada en vigencia de la Ley 142 de 1994, a 
pesar de la consagración expresa del Estado 
social de derecho y las connotaciones que ello 
tiene respecto de la distinción entre lo público 

~CONSEJO Uf. ESTADO, Sal.a de Jo Contcn.:1osoAdnunislrnt1vo. Sc.:aón T...:aa, Comejrm Ponenle". AUEll EDUARDO HERNÁNDEZ E.'JRIQUE.l, 

ocho (ti) dr fcbm'o dr do1 mil UIIO (2001 ). ~icac100 número: 12383 

14 

y lo privado, se han producido diferentes pro­
nunciamientos, tanto de la Corte Constitucio­
nal como del Consejo de Estado, en los cuales 
se precisa que la prestación de selVÍcios públi­
cos domiciliarios constituye una función admi­
nistrativa, y que ciertos actos expedidos por 
las empresas encargadas de dicha prestación 
tienen el carácter de actos administrativos, 
entre ellos los mencionados en el articulo 154 
de dicha ley, donde se incluyen los actos de 
facturación .. " 

Como se ve, la tesis de la factura como acto admi­
nistrativo está construida por la jurisprudencia, 
sobre la base que la prestación de servicios públi­
cos es función administrativa y, que por tal razón, 
áertos actos, entre ellos los de facturación, son 
administrativos. . 

Contrario a lo expuesto por el Consejo de Estado, 
y con fundamento en las normas de la Ley 142 de 
1994 analizadas, se podrfa conduir entonces que 
la factura de cobro de los servicios públicos no es 
más que el instrumento a trav~ del cual las em­
presas que lo prestan, cobran el precio en desa­
rrollo del contrato de serviáos públicos y que úni-

camente serían actos administrativos aquellos que 
la empresa expide a partir de la redamacíón que 
sobre la factura presenta el usuario. 

Este criterio, serla a su vez más consistente con fo 
antes dicho en el sentido que en las acciones de 
restablecimiento no se exija que se demande la 
factura de servicios públicos, en el entendido que 
aquella, la factura, no conforma un acto jurídico 
complejo con las decisiones posteriores de la em­
presa y de la Superintendencia de Servidos Públi­
cos 

Sin embargo, a menos que se afirmará que las 
facturas son actos administrativos que no ponen 
fin a la actuación administrativa, lo racional seria 
que con apoyo en la tesis del Consejo de Estado, el 
suscriptor o usuario pudiera interponer recurso 
directamente contra la factura, con lo cual se evi­
tarla de paso la demora de los quince (15) dlas 
que tiene la empresa para resolver la reclama­
ción inióal, ténnino que en la práctica casi nunca 
se cumple; solución que requerirla en todo caso, 
una reforma del articulo 154 de la ley 142 de 1994 
que exige la redamación previa ante la empresa 
de servicios públicos. 
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AVANaS DOCTRINALES y JURISPRUDENCIALES 
DE lA FIGURA DEL SILENOO ADMINISTRATIVO posmvo 

Yezid Femando Alvarado Rincón' 

8 regimen de los servicios ptiblicos previsto en la 
ley 142 de 1994 fue concebido como u~ estatuto 
de competencia a efectos de la formación de u~ 
mercado que permitiera la entrada de los partí· 
rulares sin que sea necesario ningún tipo de auto­
rización administrativa, siguiendo los postulados 
de los artículos 333 y 365 de la C.P, y dentro de los 
prinápíos de un Estado Social de Derecho. 

La relación administración - administrado deriva­
da del concepto de servicio público como función 
administrativa, se convierte a partir de la ley 142 
de 1994 en la de empresario - consumidor, por lo 
que al desplazarse el Estado de la función de 
prestador directo del serviáo a garante de la efi.. 
ciencia de los mismos y protector de los derechos 
de los consumidores, debe amparar particular­
mente el derecho fundamental de petición, esta­
blecido en el articulo 23 de la Constitución, y desa­
rrollado legalmente en el Capitulo VII del Título VII 
de la ley en áta dentro del procedimiento espe­
cial de defensa del usuario en sede de la empresa. 

Asl las cosas, el legislador a tales efectos procuró 
en el articulo 153 del Régimen de los Servicios 
Públicos Domiciliarios que las peticiones y recur­
sos fueran tramitados de conformidad con las nor­
mas vigentes sobre el derecho de petición, las cua­
les en la acbJalidad no son otras que las conteni­
das en el Códígo Contencioso Administrativo. 

Si bien, éstas últimas fueron concebidas en un pri­
mer momento para entidades de naturaleza pú­
blica, su aplicación a partir de la Ley 142 de 1994 
se amplía a prestadoras de naturaleza privada o 
mixta, y su interpretación, de conformidad con el 
artículo 152 eiusdem, se efectúa a partir de las 
costumbres de las empresas en el trato con su 
clientela. 

l A"°'.ado '-"''t Oliona -'- d( Jund,ca SSPD 

.Ahora bien, el articulo 158 de la referida ley, tam­
bién incorporó la figura del silencio administrati­
vo para los serviáos públicos domiciliarios como 
mecanismo de equilibrio en la relación contrac­
tual prestador - usuario, y cuyo imbito de aplica­
á6n fue establecido en el articulo 123 del Decreto 
2150 de 1995, procurando un esquema de res­
ponsabilidad de la persona prestadora, a efectos 
de contestar en tiempo las peticiones, quejas, re­
damos y recursos que presenten los usuarios-con­
sumidores, en relación con la prestación del servi­
cio o la ejecución del contrato de condiciones uni­
formes. 

la figura del silencio administrativo en servicios 
públicos domióliaños es sui generis a las normas 
de mercado, razón por la cual algunos han queri­
do denominarlo ªsilencio empresarial". 

Esta figura excepcional incorporada en la ley 142 
de 1994, tiene como fuente el artfculo 41 del Cótft­
go Contencioso Administrativo, su naturaleza es 
idéntica a la que se aplica a las entidades públicas 
y produce los mismos efectos, es decir, sanáona 
la negligencia de las personas prestadoras en la 
contestación de peticiones, quejas, reclamos Y r~ 
cursos presentados con ocasión del servicio ~ ~el 
contrato, y cuyo •silencio" equivale a una deas1ón 
positiva. 

Además, debe resaltarse, que sus consecue~~as 
van más allA de la configuración de la dec1s1ón 
ficta, pues hace irremediablemente responsable 
al prestador del servicio de la verificación de los 
términos previstos en la ley y le impone el recono­
cimiento de los efectos del silencio dentro de las 

ºó J setenta y dos horas siguientes a su produco n • 

2 , rl IISl,l&ll~ qOC'd.l .... 1C\ ..SO el, Ll obl • ón • ~ _.. d 1 · ¡ . 
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Dicha situación fáctica, aparecerfa para algunos 
de dificil ocurrencia, en tanto es el mismo prestador 
quien ante su propia neglígenáa tiene la carga de 
reconocer como empresario que ha incumplido 
la ley, v en consecuencia, el mismo debe admitir, 
sin miramientos, los efectos del sílenáo. 

Sin embargo, tal posibilidad obedece a un enfo­
que legislativo que permite el desarrollo de viejos 
postulados del pensamíento jurfdico en orden a la 
adecuada convivencia social, donde el fin de la 
existencia del derecho esta referida a que: ·cada 
cual haga lo suyo con respecto al bien común", 
ideal que, si bien pareciera del ·deber se,.-, tiene 
concreción en el •ser" a partir de la autoconciencia 
de la responsabilidad de las prestadoras de servi­
cios públicos domióliarios en el mercado. 

• 

Esto es asl, por cuanto el comportamiento empre­
sarial debe responder al fortaleómiento de la cor¡. 
fianza de sus usuarios • consumidores en la ade­
cuada y eficiente prestación del servido, además 
del estricto cumplimiento del contrato, en tanto, 

todo acto contrario al mercado generará condi-­
ciones y comportamientos asimétricos que serán 
contrarios al devenir adecuado de éste. 

En todo caso, si los prestadores no rumpfieren con 
su obligación legal de autoreconocimientoJ de la 
ocurrencia del silencio, la ley ha previsto que el 
usuario y la Superintendencia tengan mecanismos 
idóneos a fin de procurar hacer efectiva la 
ejecutoriedad del acto administrativo presunto. 

Sobre este particular, se han logrado importantes 
avances desde el punto de vista doctrinal y 
jurisprudencia!, entre los que vale la pena ótar, la 
posición asumida de tiempo atrás• por la 
Superintendencia, en el sentido de inhibirse de 
conocer de los recursos de apelación, cuando quie­
ra que previamente se hubiere configurado el si­
lencio administrativo positivo y, en consecuencia. 
se da la orden al prestador de cumplir la obliga­
ción legal de reconoámiento, al igual que se fe 
solicita informar respecto de la forma como el 
prestador reconoció los efectos del silencio. 

.) Cft SUPERINTDIDDICIA DE SERVICIOS PÚBLICOS l>OMICIUAJUOS. CONCEPTO SSPD 200213000000821· 

•es~ la oblipc1&, im¡,osierpl-le ¡.a In pmlld,a clt rteamC'tt • la, _._ y dM loai k,s ñeao. pooi11~os del silmao. y no awín 

íacultadas ¡,,s,a t,1¡,edir e,;to dif-al dtl ,_.....,, padimdo., f.11:Wbd pan moci.-. un acco admiM!nlll.-o dífrmi~. c:n ta"to el -.cto li~ 

pMÍliWI~ se~ lm& \-0.!0ehancbdo Jo6 ffllUISilaSdeley.parloqw.cs&t ■dOe,, •I pnlllCIOffl d l~mpoypt,f lllAlo rl primcmquc ■dqll1ctt •--alidez'". 

Sotn d tema; \'rr, CONSE.10 DE ESTADO Sala <k lo C0llla>C>C>90 AdiJwullnln-c- Scttibn Tcn:cn Scmalcoa de f•~ ci""' (S) de mil 11moc,cnu,,, 

l'IG\'fflll y ocho (l 99~). C'onse¡oo Pnncnte: RICaldo 11~"' Duqur ~ No 93 AC-S4)6. flt este p,opóo11D el alli, Tn'bunal apm,ó: 

--Como ,i1cnc10 pMili,., ~ un vadadcfo IICfo adminieaii•-o n1 d ~ 9C rtellGOCa ~ • 11111 w:z pmd\lcido la lidministn.-:IÓ!l no plCd,: 

dlCW 1111 IIC10 ¡.,o!lm« (Dnlnno 'Y tólo C5d fai:-ull:ldll ~ '11'\uado _, el cun.enllftUCIIIO ~~ 'Y C'.IC!lln del litulu O aw,d,:, sa, l'ila!Ufí~ 1U 

~ici6n a la C'Mslilocllin Polin~ o• la ley. no~ C011fmne o a,aa,: rm1ra el U..ts púl>l.co IOCial. sc camc a¡J■.., iqímblicado 1 - pe-. 

o fllffl: evldmre que el - oc,iml, pcw mafü,, lloplcs (Alt. 69 y 73 e e .A.)-

-1 Cfr Cimllar SSPD OOlde :!002 

~La Supenntffldcncia ~ Sc,,.,a(l1 Puhlio.l& Dcmi.:llww.. al lt'\'laf los - de ¡¡pelaaón. h■ venido o'l>sffl-SO Q11<' • pegr de le- d..-., 

P"I' ~ L~. en ~iculu l<'6 articulm I Sil de la !.Ay l_.2 de l'l'N y 12..l mi ~ 21 SO dr 1~5. algunaa Jlt~ m OC&SIMn ldlJpt■n lu 

dcoci•ioncs n:sprc1i,u de forma c:1~~ o dcocl'<bA pcud,u IU\ nlJISlin SUSlfflk> kpl oon ~I fin ele an,ph11 U\jW11ficadamntc 1 ... 1m1nl'K'l!I ~ 

•P,v 11> o1111tti0f C'1ta En11dad, prn-io ~I ntudio de cada ta.\O l)Ql1Kvlar, de P,Nelltuw ~ circ1111SW1,,..., ,~ se ,nhit,,,i .te -lvcr ~ en 

coru«Urne.a otdawa - } <b.T C\ffl1Plim11:1110 • '°' efectas del !!lcneio admin1sua1i~o pcisí11>0 • 
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lloltttlJ\nloJ -----------------------------
Igualmente, se debe resaltar la posibilidad de de­
sistimiento s por parte del usuario de la solícitud 
de sanción a una prestadora de servicios públicos 
domiciliarios, cuando éste encuentre satisfechas 
sus pretensiones. 

los referidos avances doctrinales y jurispruden­
ciales, nos revelan la importancia que dicha figu­
ra tiene para el usuario-consumidor, y el propósi­
to de procurar un mercado eficiente en el cual el 
respeto de las normas de protección al usuario es 
uno de sus pilares fundamentales. 

S Cfr. Cuait. Eitccma SSPD 002 dt 2002. Tasnbii!n ver. Ctte11lar lntema SSl'D OOS de 2002 

• • • 1 • 1e, éste ~m, salisfeclw sus pretensiones poi' i;wtc de la empn:sa. - .. .u una ,·cz iniciada una inves1,gi,c,on por sohc11Ud de pe11c111nano o n!Cllffffl 

• •. ón .. _ ~- An la Su-ñntcndencia -·-'e ~1iner la a~ión adm1n1~tntiv11 pan el caso p,iruculu Y ConctCIO, y c:t1 ~-on\C.:ucnc1u desislc dr w JlCl•~t "" ~n~,., , .,.... • ..-

JftVla ,·alo1m:1on dc la ¡¡:.ta\'c&d de la falta y conSlawlD la incldstcnc1a ,1(: lcn.'C'l'05 af«l:ldos. Lo :mtcrior en iuón a que de ~~ manen se <Ultlplo: el 

d 1 1 _ el --,-im,ento del dcre,:ho del usiwio. Todo ello sin pcrju1.:io de que la Supcr1n1Cfldenaa en cualquier mo~to propó>1to e a nono~ n n ~•, ••-•- _ _ ~ 

1 de J tennin~ "'"" n:sol,·« las pet1c1ones. q~J:U. Y m:unos • pi.leda tJcrcer la ía.ulllld "411Ci<lna1ori.i contra la empn:sa por el reilcrldu incurnp 1m1en10 os ..--

1 ., i--'•~ • no -ti facultada ..... in~mir de fOffllll alguna en los acucrd,u a que lleguen las prcsudoras roo "No, n!A ~ preco'lllr, (¡Ut a ;,Up:nn L..,..,.,_,. •• ,--- . la 

• ó r, c1on s.e c1rcu11$Cribe a la lldopcu'.m de las medidas necesanas pan lop los ~u.ano~. m mcmtl~:)r la rcahmcoon de los mismo~. m r.u n que tu WI 

CJC'L"UUOO del ack> preuntt>, d( nimcra Q\IC no ~ 1nswicia concilialooa dt los efC'-'105 de los m,imos." 
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lA ACCON DE MElA y lA DEFENSA DB. USUARIO EN smE DE lA EMPRESA 

Alexandro Torres Acosta' 

A partir de 1991 2 la Accíón de Tutela se erige en el 
mecanismo expedito e idóneo para proteger los 
derechos fundamentales individuales. 

Esta acción, en ruanto instrumento de protección, 
entre otros, del derecho fundamental individual 
al debido proceso, se ha venido utilizando por parte 
de los usuarios de los servicios públicos domiólía­
rios, para la revisión de las deásiones relativas a 
los actos de facturación, corte y suspensión del 

• • 
seMCIO. 

Siendo recurrente la formulaóón ele la Acción de 
Tutela con dicho propósíto, asf como reíterados 
los fallos judióales que deniegan la protección así 
solicitada, conviene precisar algunos aspectos re­
lativos al tema, para de este modo establecer cua. 
les son las herramientas judiciales con las que 
cuenta un usuario para controvertir una decisión 
empresarial y obtener un pronunciamíento ade­
ruado y definitivo frente a la misma. 

l. las decisiones de las empresas de servi­
cios públicos domidliarios como ados admi­
nistrativos. 

Frente a las decisiones relativas a la negativa de 
celebrar el contrato para la prestación del selVi­
cio. facturación. corte y suspensión del mismo, el 
régimen de los servicios públicos domiciliarios (Ley 
142 de 1994) ha previsto un mecanismo particu­
lar de defensa del usuario, para lo cual ha revesti­
do tales decisiones del carácter de actos adminis­
trativos dando paso asf a la posibilidad de que sean 
discutidas por la vta gubernativa y por ende sus­
ceptibles de ser demandas ante la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo. 

1 Abopd,i A-. OIÑ:ina Jurid,g¡ SSPO 

l Aniculo 81\ R~tadt., por lol Decretos 21>91 de l~l )' d,: 2001 

Lo anterior significa que la empresa puede rM­
sar su propio acto a petición del usuario cuando 
éste interpone el recurso de reposición y en subsj.. 
dio el de apelación ante la Superintendencia de 
Servicíos Públicos Domiciliarios, cuyo pronunóa­
miento pone fin a la vfa gubernativa. 

Agotada asl la vfa gubernativa, los actos de nega­
tiva a celebrar el contrato, facturación, suspen­
sión y corte del serviáo. sólo pueden ser contrer 
vertidos por el usuario judicialmente, lo cual se 
explica al tener en cuenta que los actos admin~ 
trativos gozan de presunción de legalidad, esto es 
que se entienden expedidos conforme a derecho 
y que por lo tanto son de obligatorio cumplimien­
to hasta tanto no sean revocados o anulados por 
la autoridad administrativa o judicial competente. 

Ahora bien, la impugnación judicial de estos ac­
tos, que como ha quedado establecido compar­
ten las características propias de los actos admi­
nistrativos propiamente dichos, se rige por las nor~ 
mas previstas para el efecto en el Código Conten­
cioso Administrativo; por lo tanto, la jurisdicción 
competente para conocer de las mismas es la 
Contencioso Administrativa, y la acción que debe 
impetrarse es la de Nulidad y Restablecimiento 
del Derecho, cuyo término para proponerla es de 
4 meses contados a partir de la fecha de notifica­
ción del acto que se demanda. 

Dado que en materia de servicios públicos domi­
ciliarios las decisiones empresariales catalogadas 
como actos administrativos, debe observarse con 
todo ñgor el debido proceso administrativo; en el 
proceso de Nulidad y Restablecimiento del Dere­
cho deberá deaetarse la nulidad de las decisio-
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nes administrativas cuando se demuestre que su 
trámite no se efectuó de confonnídad con el trá­
mite previsto en el contrato de condiciones uni­
fonnes y en la nonnalividad pertinente, es deár, 
que el desconocimiento del derecho al debido pro­
ceso afecta la legalidad del acto. 

Declarada la nulidad del acto administrativo, y 
teniendo en cuenta la finalidad resarcitoria de la 
Acción de Nulidad y Restablecimiento del Dere­
cho, dentro del mismo proceso y si fue solicitado 
en la demanda, el afectado puede obtener el res­
tablecimiento de su derecho, así como la indem­
nización de los perjuicios sufridos como conse­
cuencia de la expediáón del mismo. 

2.· Procedibilidad de la Acdón de Tutela frente 
a los ados administrativos de las empresas 
prestadoras de servicios públicos domicilia-
• raos. 

Habiendo quedado establecido que para la im­
pugnación judicial de las decisiones empresaria­
les catalogadas como actos administrativos la ley 
ha previsto una acción procesal especifica, es ra­
zonable preguntarse entonces cuál es la compe­
tencia del juez de tutela para conocer de las con­
troversias que se susáten con la expedidón de las 

• mismas. 

El constituyente instituyó la Acción de Tutela como 
mecanismo subsidiario, lo cual significa que ésta 
sólo resulta procedente en aquellos casos en los 
que no exista en el ordenamiento jurf dico otra vía 
procesal idónea para proteger el derecho funda­
mental presuntamente vulnerado. 

Lo anterior significa que, cuando con la expedi­
ción de un acto administrativo empresarial se vul­
nere el derecho al debido proceso, la acción pro­
cedente es la de Nulidad y Restablecimiento del 
Derecho, pues como se ha explicado, su finalidad 

consiste precisamente en preservar el orden jurf­
dico como garantfa de los derechos de los admi­
nistrados. 

Asf las cosas, el iuez de tutela carece de compe­
tencia para pronunciarse de manera definitiva 
sobre la legalidad de los referidos actos adminis­
trativos, aún cuando presuntamente se encuen• 
tre comprometido el derecho fundamental al de­
bido proceso. lo anterior sin perjuicio que a tra· 
vés de dicha acción constitucional se pueda prote­
ger de manera transitoria el derecho, cuando el 
demandante demuestre en el caso concreto la 
inminencia de un perjuicio irremediable, caso en 
el cual el juez de tutela podrá ordenar que tempo· 
ralmente se tomen las medidas necesarias para 
su restablecimiento, en espera de una decisión 
definitiva por parte del juez competentes . 

De otro lado, cabe resaltar que la Acción de Tute­
la no puede ser interpuesta para revivir términos, 
ni oportunidades procesales que se hayan dejado 
vencer. De tal manera que una vez expirado el 
t~rmino para interponer la Acción de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho, no procede dicho 
amparo constitucional. 

Asf las cosas, es conveniente y necesario que los 
usuarios de los servióos públicos domiciliarios ten• 
gan claridad sobre cuáles son los mecanismos que 
la ley ha puesto a su alcance para controvertir las 
decisiones empresariales relativas a los actos de 
negativa a celebrar el contrato de servicios públi­
cos, facturación, corte y suspensión el servicio, 
pues es innegable la complejidad que este tema 
conlleva siendo apenas razonable que surjan difi­
cultades al momento de presentar las correspon­
dientes reclamaáones, todo lo cual puede condu­
cir a que se utilicen los recursos y acciones equivo­
cadas con el riesgo de perder la oportunidad de 
obtener la revisión de una decisión. 

J l::su rrv1c-c,11)n 1nn,.,k.,,11 ~ :iiu,ula c:11 su pro.:cdcn~la )' efcct.os .a la mcd1ds ~ut.el~ & Stipcn,1ón prov1s1onal propia dtl proceso de Nuhdad y 

Rc-s1.aMe..1mien1u del l>c1~hu p.,, ~t.1 ruon el aígun.i, op01'1llll1dades l.a JllnSllf"dcllc!ll lla M>S1cn1do ,u existencia en dicho proceso impide al juo. 

d3I 1Bm11t a ~ A~,,,,,, de: Tutcla aún vomo mecan~mo 1n1U11ufJo. 
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CONQPTO SSPD OJ 2003-0m 

TEMA: EMPRESAS DE SERVICIOS PÚBUCOS - Objeto FACTlJRACIÓN -
Cobros permitidos en la facturación de los servicios públicos 

Se basa la consulta en definir si las empresas de 
servicios públicos pueden prestar servicios dif e-­
rentes a los que trata la Ley 142 de 1994 y a su vez 
cobrarlos dentro de la factura de los mismos. De 
igual manera, requiere concepto respecto de qu~ 
trtimites internos debe realizar la empresa para 
el efecto. Esta Oficina fonnula las síguíentes con­
sideraciones atendiendo el contenido del articulo 
25 del Código Contenóoso Administrativo. 

Las Empresas de Servicios Públicos Domiciliarios 
de confonnidad con lo dispuesto en el articulo 17 
de la Ley 142 de 1994, son sociedades por acóo­
nes, cuyo régimen jurídico es el consagrado en el 
artfculo 19 ibídem y en lo allf no previsto, se apli­
can las normas del Código de Comercio sobre so­
ciedades anónimas (numeral 19.15). 

Segün el articulo 18 de la Ley 142 de 1994, el obje­
to de las citadas empresas es la prestaáón de uno 
o más de los serviáos públicos a los que se aplica 
dicha la referida ley o pueden dedicarse a a~ 
dades complementarias de los mismos. 

Al efectuar una interpretación sistemática de las 
nonnas constitucionales, legales y regulatorias se 
encuentra que el régimen de prestación de los 
servicios públicos domiciliarios se basa en la libre 
iniciativa privada y la libre competenáa, sin que 
exista restricción al objeto social de las empresas 
de servicíos públicos y a las actividades que pue­
den desarrollar. 

El articulo 99 del Código de Comercio, aplicable a 
las empresas de servicios públicos establece que 
la capacidad jurf dica de las sociedades se 
circunscribe al desarrollo de las actividades pre­
vistas en su objeto. 

En consecuencia las empresas de servicios públi­
cos pueden realizar o prestar otros servidos áife­
rentes de los que trata la Ley 142 de 1994, siem­
pre y cuando estén previstos en su objeto social y 
ello no ponga en riesgo la efiáente y continua 
prestaóón del servicio público a su cargo. 

Ahora bien, para efectos del cumplimiento de las 
funciones de inspección, vigilancia y control que 
corresponde adelantar a la Superintendencia de 
Servicios Públicos, fas personas que presten servi­
óos y/o actividades distintos de los previstos en las 
leyes las Leyes 142 y 143 de 1994 y demás normas 
concordantes, deberán llevar contabilidades, cuen­
tas y presupuestos separados. 

Por otra parte, en cuanto al contenido de las fac­
turas, esta Oficina reitera el criterio expuesto en 
la Circular Externa 000003 de febrero 28 de 2003 
de la Superintendencia de Servicios Públicos Do­
miálíarios. en el sentido que no es jurf di ca mente 
viable incluir dentro de la factura del servicio pú­
blico que preste la empresa, cobros diferentes al 
del consumo y demás servicios inherentes, como 
seria el caso del impuesto de alumbrado público, 
el cual de conformidad con la Sentencia de la H. 
Corte Constitucional C - 035 de 30 de enero de 
2003 fue catalogado como inherente al servicio 
público de energía . 

En efecto, los textos de los artf culos 14 numeral 9 
y 147 de la Ley 142 son claros e inequívocos en el 
sentido de restringir el cobro en la factura de 
conceptos diferentes a los del consumo y demás 
servicios inherentes, por lo tanto, en aplicación de 
las normas de hermenéutica jurídica, se deberá 
atender en estos casos a su tenor literal (articulo 
27 del Código CiviQ. 
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Aunado a lo anterior, es claro que la prestación de 
servicios diversos a los que trata la _Ley 1~2 d~ 
1994 se derivan de contratos y relaaones 1uridt­
cas d~erentes de las estableódas en el contrato 
de condiciones unifonnes, el cual tiene un~ regu­
lación especffica en los artfculos 128 al 133 1bldem. 

No esti demás advertir que la factura de servicios 
públicos es un acto admi~istrativo, tal_ como lo ha 
precisado la jurisprudenoa del ConseJo de Estado 
. y que tal carácter hace que la misma sólo sirva 
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para los propósitos que ha señalado la ley , esto 
es, servir de instrumento de cobro de los seNicios 
que se originen en la relación derivada del con­
trato de condiciones uniformes y no de relaciones 
comerciales ajenas al servicio público. 

No obstante lo anterior, la empresa puede f actu­
rar los servicios diferentes a los que trata la Ley 
142 de 1994 separadamente, por ejemplo con un 
desprendible o en recibo diferente. 

--------------------- ~óe~O!.~~IOI 

CONaPJo SSPD•OJ.2003-282 

TEMA: FACTURA - Cobro de intereses 
INIIRESES DE MORA EN LA FACTURA-Servicios que los causan 
INTERESES DE PLAZO EN LA FACTURA • Servicios que los causan 
CAPITALIZACIÓN DE INTERESES EN LA FACTURA - lnexequibílidad paróal del 
artJculo 96 de la ley 142 
Ratificación línea conceptual: 20021300000170, 200213000849. 

Se basa la consulta objeto de estudio en detenní­
nar los rubros de una factura de serviáos pubficos 
que pueden generar intereses de mora; y cuál es 
la tasa de interés moratoria que se aplica a las 
deudas de servicios según la sentencia C-389 del 
22 de mayo de 2002. 

1 RUBROS SOBRE WS CUALES SE APUCA IN-
TERESES MORATORIOS • 

Por disposición de la Ley 142 de 1994, la factura 
presta mérito ejecutivo toda vez que de acuerdo 
con el inciso Jo. del articulo 130 modificado por el 
artf culo 18 de la Ley 689 de 2001: 

las deudas derivadas de la prestación de ser­
vicios públicos podrán ser cobradas 
ejecutivamente ante los jueces competentes o 
bien ejeróendo la jurisdicción coactiva por las 
empresas oficiales de servicios públicos. La 
f adura expedida por la empresa y debí• 
damente firmada por el representante le­
gal de la entidad, prestará mérito ejecuti­
vo de acuerdo a las normas del derecho 
óvil y comerdal. (negrillas fuera de texto). 

1 C&. Art. 488 l1'C' y l~ 4-16 dc l lil'l3 An. 1 :_ 

En tales condiciones, la factura constituye un do­
cumento que contiene una obligación clara, ex­
presa y exigible en los términos del Código de Pro­
cedimiento Cívil1 y mediante un proceso ejecuti­
vo, ante la jurisdicción ordinaria o por la vfa de 
jurisdicóón coactiva, puede obtenerse su pago.z 

Respecto del cobro de intereses por el no pago 
oportuno de las facturas de servicios püblicos, el 
artfculo 96 de la ley 142 de 1994 dispone: 

"( --) en caso de mora de los usuarios en el 
pago de los serviáos, podrán aplicarse intere­
ses de mora sobre los saldos insolutos, capita­
lizados los intereses, conforme a Jo dispuesto 
en lo Ley 40 de 1990 (._)".( Debe leerse ley 45 
de 19901 

Al revisar la constitucionalidad de la norma 
transaita, la Corte Constitucional encontró ajus­
tado a la Carta el cobro de intereses de mora y 
declaró inexequible el segmento normativo refe­
rente a la capitalización de los intereses, asl: 

" ... siendo la relaá6n jurldica resuhante de la 
prestación de un servicio público domiciliario 

2Raoluc'6n CRT 037 DE 1997 ANE.XO J C'Ol'<lllATO OE l'RliTACION DlL SE.ll.\1CIO PUBLICO OEl'PU("l. TPOCU. TMR O TPCU>: 

(_) 

-CLAUSULA. r.,.,ues IIIORATORIO; 

La emprna cobnri 111-de m<n. pot el no~ opan1IIIO de l&I ,OCIIIIU. que no a,¡,e1c111 IO\\ nw.,moo permitidos~ la ley. liR pcr¡w.:io de quo 

se puedo oÑ<IIU b, ~IM cid ICl\l<IO )' el <Obo de tu multo. que lnabiere lup-. 

-CLAlJSULJ\ ~IF.kITO fJkCUTIVO DE V.S r ACT\JRAS. 

~ r..i:- ll~ p,;,I' el 1cp,ncn&Antc lepl de i. cmprc,a fft<Wl mmto c,m11,m de """'rdo CC11 w ~ del dcn:.:bo º'"' y «>mCl<..111. y m 

tal ICN>do podr/111 ,a colndn qa."llllnmcnlc COlllra 1..to. o OOllln ~delos~ sol,dance. 11111b11rK> do la cm¡n>a-. 

3 crr.1.cy5101111.:wo 111 
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de naturaleza contractual, el incumpli~iento 
di , bligadón de pagar por la prestación del 
e ~ ; 0 puede acarrear la imposición de la 

SeM . , ¡ 
sanción prevista en la ley, consíst~n,e en e 

go, 0 cargo del usuario, de un interés de 
:,;. Entonces. si dicha relaáón jurfdica t~m­
bién se rige por las nonnas del derecho pnva­
do y adem6s es de car6der o~roso po~ cu_ort­
to es obligación de los usuanos contribuir al 
sostenimiento de los gastos e inversiones del 
estado dentro de conceptos de justicio y equi­
dad, no hay raz6n alguna que haga inconstitu­
cional lo aplicación de dicha sanción pues se 
trota de una consecuencia que deviene del in­
cumplimiento de la obligación de pagar una 
suma de dinero. 

Sm embargo, como es en los inmuebles de ca­
ráder residendal donde la prestación de los 
servidos públicos domiálíarios debe cumplir 
plenamente su fundón social la sanción que 
en este caso se imponga a los usuarios onte el 
incvmplimiento de su obligación de pagar por 
el servido recibido debe ser lo menos gravosa 
posible, por lo que a ellos no se le debe aplicar 
para estos efectos la tasa de interés moratoria 
del Código de Comerdo sino la del Código Ci­
vr? cuyas disposióones al fin y al cabo también 
rigen el contrato de servidos públicos (Ley 142 
de 1994 art 132). De esta formo, no sólo se 
favorece a los usuarios al permitir/es que solu­
cionen más prontamente dicha obligaá6n, sino 
también o las empresas prestadoras que se 
benefidarfan con lo eventual reducáón de su 
cartera morosa. 

Por lo anterior, la Corte declarará la 
exequibilidad del ináso segundo del artículo 
96 de la Ley 142 de 1994 bajo el entendido que 
~ratándose de usuarios o suscriptores de 
,nmuebf es residenciales la tasa de interés 
';;,~torio aplicable es la prevista en el Código 

No sobra advertir que la nonna bajo revisi6n 
utiliza la expresión "podrá", con lo cual deja a 
la empresa prestataria de servido público do­
miciliario en libertad para cobrar, rebajar 

0 
exonerar a los usuarios del pago de intereses 
moratorias o hacer convenios con los deudo­
res en esta materia. 

En cuanto a lo copitalizadón de los intereses 
moratorias prevista en el inciso segundo del 
articulo 96 en estudio, debe precisarse que adn 
cuando esta Corte ha considerado que si bien, 
como regla general, dicha medida per se no 
resulta violatorio de la Constituáón', si puede 
resultar/o cuando se afecte el derecho funda­
mental a la vivienda digna consagrado en el 
artfrulo 51 Superior. As( lo señaló al analizar 
las normas del estatuto org6nico del sistema 
finondero referentes o los sistemas de pago e 
intereses y a los operadones de las Corpor<r 
dones de Ahorro y V,wenda. ogo la Corte: 

•se encuentra por esta Corporad6n que la 
"capitalización de intereses" en créditos 
concedidos a mediano o largo plazo, per 
se, no resulto violatorio de la Constituá6n, 
por lo que no puede declararse su 
inexequibilidad de manero genero/ y defi­
nitivo para cualquier dose de crédito de 
esa especie. Sin embargo, ruando se trate 
de créditos para lo odquísidón de vivienda, 
es evidente que lo 11capitalízadón de inttL 
reses~ sf resulto vio/atoria del articulo 51 
de la Constitudón, pues, como ya se difo en 
Sentenda C-383 de 27 de moyo de 1999 Y 
hoy se reitero como fundamento expreso 
de la decloroáón de inexequibilidad de los 
apartes acusados del articulo 121 del De­
creto Ley 0663 de 1993, "la Constit~dó~ 
establece el "derecho o vivienda digno 
como uno de los derechos soáoles Y eco-­
nómicos de los colombianos, el cual, desde 
luego, no puede por su propio lndol~ se: de 
realización inmediata sino progre5rva • 

--------------------~ ... ~~~~ 

Por lo anterior, la Corte considero que son 
inconstítuáonales las expresiones "copfta• 
/izados los intereses, conforme a lo dispues­
to en lo ley 40 de 1990~ dado que entiende 
odem6s que en la remisión que la norma 
hizo a esta ley quiso referirse o lo Ley 45 de 
1990 que es la que regula lo concerniente 
al cobro y limites de intereses, pues me­
diante la ley mendonado en el articulo se 
dictaron normas para lo Protecd6n y De­
sarrollo de la Producción de la Panela y se 
establece la Cuota de Fomento Pone/ero., 

También causan intereses de mora la oblígaáo­
nes tributarias que se cobren en las facturas de 
servicios públicos. (Estatuto Tributario, articulo 
634). 

• 

Lo anterior significa que en materia de servidos 
públicos la regla general es que sólo procede el 
cobro de intereses de mora respecto del valor del 
servicio (consumo y cargo fijo) y obligaciones 
bibutarias incluida la contribución de solidaridad 
de que trata el artf culo 89 de la Ley t42 de t994. 

Respecto de intereses de plazo, su cobro sólo pro­
cede de manera excepcional en relaáón con al­
gunos bienes o servicios como es el caso de los 

S CORll' CONST11\!CIO~AL. Sffi1irnc .. C -JS'I dr !OCT.? 

6 ley 142 ok 1944, anirulo 'IS 

7 ley 14~ de 1904, ao,lailo '17 

derechos de conexión induidos la acometida v el 
medidor cuando no hagan parte de la tarifa,• y la 
empresa y el usuario hayan acordado plazos de 
amortización para su pago1

; o cuando se hayan 
suscrito acuerdos de pago por deudas de servicios 
pllblicos. 

2 TASA DE INTERts MORATORIO 

El condicionamiento de exequibilidad impuesto 
por la Corte Constitucional a la previsión conten~ 
da en el artfculo 96 de la ley 142 de 1994, estj 

relacionado con la tasa de interés moratorio que 
debe aplicarse a los usuarios residenóales, es de­
cir, aquella prevista en el Código Civil. 

El citado fallo tiene efectos vinculantes ergo 
omnes. Lo anterior significa que a partir de la fe­
cha de la expedición del fallo los intereses de mora 
que se cobren a los usuarios residenciales deben 
liquidarse conforme a la tasa de interés prevista 
en el Código Civil. 

De otra parte, el interés moratoria en el régimen 
civil se determina convenáonalmente y en su de­
fecto se aplica el que ha sido fijado por la ley, esto 
es, del 6% anual (Código Civil, articulo 1617 nume­
ral t). 
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COkaPTO SSPD 2003 OJ - 069 

TEMA: 
FACTURACIÓN DE MAYORES VALORES COBRADOS POR ASIGNACIÓN EQUt~ 

RE CADA DE ESTRATO- Segun la ley sos las empresas esttin obligadas a devolver en 
~~iguíente factura los mayores valores cobra~os durante el tiempo en el cual se 
haya aplicado un mayor estrato en la facturaaón. 

Se basa la consulta objeto de estudio en determi­
nar si cuando se factura a un usuario aplicando 
estrato superior al adoptado por la alcaldf a, la 
empresa está obligada a reco?ocer el mayor va­
lor cobrado durante todo el tiempo en que per­
manezca el estrato más alto o por el contrario 
sólo debe reconocerle el mayor valor cobrado 
durante los ánco meses a partir de cuando el usua­
rio haya presentado la redamaóón. 

En virtud de lo dispuesto en el artf rulo 146 de la 
Ley 142 de 1994 el usuario tiene derecho a que el 
consumo sea el elemento principal del precio y a 
que el servicio no le sea cobrado si la empresa por 
acción u omisión íncumple el deber que tiene de 
medir debidamente el consumo. 

De modo que si la empresa factura el servido y el 
usuario no está de acuerdo con la misma por con­
siderar que la empresa le está cobrando consu­
mos que no fueron medidos en la forma y plazos 
establecidos por las Comisiones de Regulación. 
necesariamente debe presentar la reclamación 
respectiva, redamación que necesariamente se 
encuentra sujeta al requisito de oportunidad pre­
visto en el articulo 154 de la ley 142 de 1994, toda 
vez que la pérdida del derecho a cobrar el servi­
do a que se refiere el articulo 146 comporta de 
manera concurrente el derecho del usuario a que 
no se le cobre el serviáo Y por ende es del usuario 
de quien depende hacer efectiva tal prerrogativa, 
pues dicha consecuencia jurldíca no opera por su 
sola menóón legal. 

Por ~I contrario, el usuario no está sujeto a los 
términos de redamación previstos en el articulo 
154 de la ley 142 de 1994 para el caso en el cual 
las empresas no apliquen o apliquen incorrecta­
mente los decretos de estratifica .6 26 a n. 

En efecto, tal y como lo precisó esta Oficina en 
Concepto SSP020021300000259: 

De conformidad con el inciso primero del parA­
grafo 1 ° del artf culo 10 de la Ley sos de 1999 en 
los eventos en que las empresas prestadoras de 
servicios püblicos domiciliarios apliquen de ma­
nera incorrecta los decretos de adopción de la 
estratificación y le facturen a un usuario en e ma­
to superior al que le corresponde, están obligadas 
a devolver en la siguiente facturación los mayores 
valores cobrados. Los términos nen la siguiente 
facturación" deben entenderse referidos a la fac­
turación subsiguiente a la fecha en que la empre­
sa aplicó de manera irregular el Deaeto de estra­
tificación. es decir, que la disposición citada rele­
va al usuario de la obligación de presentar el re­
damo ante la empresa, por lo que no es proce­
dente en tales casos la aplicación del término de 
cinco (5) meses que señala el articulo 154 de la 
ley 142 de 1994. En otros términos, lo que en el 
articulo 152 ibídem es derecho del usuario pre­
sentar redamos, en la ley SOS de 1999 es un de­
ber para la empresa hacer la corrección de ma­
nera inmediata. 

En suma, en los casos de incorrecta aplicación de 
los Decretos de adopción de la estratificación es 
la propia ley la que le impone a la empre~a la 
obligación de modificar el estrato por haber incu­
rrido en un error de derecho". 

Efectuadas estas precisiones se tiene que como 
las reclamaciones por aplicación incorrecta d~I 
estrato en la facturación no están sujetas al térmi­
no de oportunidad previsto en el artf culo 154 de la 
ley 142 de 1994 la empresa debe reconocer al 

' • o 
usuario el mayor valor cobrado durante el tiemp 
en que permanezca en el estrato más alto. 

CONCEPTO SSPD OJ.-2003 • 031 

TEMA: INMUEBLES ADQUIRIDOS EN PÚBLICA SUBASTA • No hay solidaridad si al m~ 
mento de la adjudicación por subasta se ha terminado al contrato. 
Ratificación Unea conceptual Ofilex.20031300000018. 

Se basa la consulta objeto de estudio en determi­
nar el tratamiento jurf díco de las deudas ocasio­
nadas por concepto de servicios públicos domíe> 
liarios cuya garantfa recae sobre un inmueble a~ 
quirido mediante subasta pública. 

1 DEL CONTRATO DE SERVICOS PÚBUCOS 

El contrato de servicios públicos es de naturaleza 
bilateral, 1 uniforme y consensuar· lo que implica 
que se perfecciona con el acuerdo de voluntades 
sobre los elementos del contrato, esto es, la pres­
taóón del servicio y el precio, derivándose de lo 
anterior que se generen obligaciones para ambas 
partes. En efecto, el artfculo 129 de la Ley 142 de 
1994 dispone en su ináso primero: 

Existe contrato de servidos públicos desde que la 
empresa define las condiáones uniformes en las 
que estó dispuesta a prestar el servido y ti pm­
píetario, o quien utiliza un inmueble deter­
minado soliáta tMbir ali/ el servido, si el s~ 
licitante y el inmueble se encuentran en los situo­
áones pre-vistas por la empresa.(negñlla fuera de 
texto). 

Ahora bien, según lo dispuesto en el articulo 141 
ibldem, verificadas las causales de incumplimie~ 
to previstas en el contrato, la empresa darta por 
resuelto1 el mismo y procederta al corte del servi-

cío. De esta norma se desprende que el principal 
efecto de la terminación del contrato de servicios 
públicos es el corte del servicio cuando el incum• 
plimiento proviene del usuario. 

Por otra parte, en lo que tiene que ver con las 
declaraciones que corresponde hacer a la empre­
sa para entender que se ha resuelto el contrato, 
de conformidad con el referido articulo 141, la 
empresa prestadora deberá manifestar que ha 
dado por terminado el contrato y que procederá 
al corte definitivo del serviáo, a efectos de que el 
usuario pueda hacer uso de los recursos que le 
concede el artfculo 154 de la ley 142 de 1994 y 
poder enervar y discutir con certeza las causales 
de incumplimiento del contrato que le imputa la 
empresa. 

2 SOLIDARIDAD 

El articulo 130 de la Ley 142 de 1994 previó como 
partes del contrato de servicios públicos las Em­
presas de Servicios Públicos y los usuarios y, dispu­
so que el propietario del inmueble, el suscriptor y 
los usuarios del servicio son solidarios en sus obl~ 
gaciones y derechos en el contrato. 

De conformidad con el artículo 129 de la Ley 142 
de 1994, la enajenación de inmuebles conlleva la 
cesión de todos los contratos de servicios públicos 
en ejecución, la cual opera de pleno derecho. Cabe 

1 Cf. Ankuln 1 ~'16 d<I (' C El CMtrltl\ e,i l>ila!eft! cuando b.• pan« conUGl&nla se oohgan m:tpnume,ltc. 

l C'f U11culn l~R de la lSPD. 

3 Se de~ pm:iw ~ In que IC pruenu m es1, 11¡,o dr contntm no es pro¡,wnmte la rnoluc,on. la cual opera de llWlml rc-l•~a. en el a.ntnlo 

ck 111m1m,1ru C(>lll(I lo~~, de stt11c,.,. J>Ílbl,c~ lo qui, o¡,tta" la-'"" o di..-lu,1(,n del CUl!nlk>, lt>da ,u que en e,i ni,-..•=-~ eJecucsffl 

-~"ª "° 1C pt>tJ,n ~tncr Lu pre,1ac1.-nn a la lpoa de ,eltbracj(,ci el cnt\trak> 
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precisar que, sí al momento de la enajenación de1 
inmueble la empresa ha resuelto el ~o.ntrato Y_ ha 
procedido al corte definítivo del seMao no. exíSte 
sofidaridad. Para que ésta opere es necesano qu~ 
el contrato est~ en ejecución y se encuentre VI· 

gente al momento de la enajenación del inmueble. 

La razón del articulo 130 de la Ley 142 de 1994 
radica en la necesidad de preásar los alcances de 
la solidaridad, buscando la equidad entre los b~ 
neficios que reábe el propietario o poseedor del 
inmueble y las cargas que le devienen del contra· 
to, asl como la garantfa que la solidaridad reporta 

28 

a la empresa y el requerimiento de su diligencia 
en el cumplimiento de sus obligaciones. De esta 
f onna la disposición está enderezada a evitar que 
los prestadores trasladen su ineficiencia a los pro­
pietarios y poseedores de los inmuebles. 

En consecuencia, no puede predicarse la existen­
áa de la solidaridad porque al momento de efec­
tuarse la venta del inmueble en subasta pública, 
tal como lo afirma la peticionaria, no existfa con­
trato de servicios públicos al haberse retirado la 
llnea telefónica el 10 de febrero de 1998. 

mNaPJO SSPD 20021300000305 

TEMA: REVOCATORIA DIREtTA EN SAPS - Procede en la vta espeóal de defensa del 
usuario en sede de la empresa 

Se basa la consulta objeto de estudio en determi­
nar si el acto administrativo mediante el cual un 
Director Territorial decide que no se configuró el 
silencio administrativo positivo puede ser objeto 
de revocatoria. 

De conformidad con lo dispuesto por el artfaJlos 
158 de la ley 142 de 1994, subrogado por el artf cu­
lo 123 del decreto -ley 2150 en los eventos en los 
cuales una prestadora guarda silencio en relaáón 
con una petición, queja o recurso, la 
Superintendenáa puede imponer las sanáones a 
que haya lugar conforme a la ley .. Para tal efecto, 
la Superintendencia debe adelantar el procedí· 
miento especial para actos unilaterales regulado 
por el articulo 106 y ss. de la ley 142 de 1994. 

por los mismos funóonaríos que tos hayan expedi­
do o por sus inmediatos superiores, de ofiáo o a 
solicitud de parte. 

En este sentido, le corresponde a la autoridad que 
expidió el acto examinar en cada caso en concre­
to si se da alguna de las causales previstas en el 
artfculo 69 del Código Contencioso Administrati­
vo, al igual que determinar su procedencia y opor· 
tunidad de conformidad con los artfculos 70 a 74 
del Código Contencioso Administrativo. Sin em­
bargo, se estima igualmente que en los casos como 
el examinado no hay lugar a la aplicaáón de los 
artfculos 73 y 74 por cuanto no se esta aeando, o 
modificando un situación particular o conaeta ni 
reconociendo derecho alguno. 

En este sentido, los actos que se expiden dentro Para tal efecto, además, en el evento de ser pro. 
del referido procedimiento administrativo son to- cedente una revocatoria directa, en el acto que la 
dos por su naturaleza administrativos y, en cor&L efectúe se deberá evidenciar que el acto ilícito ha 
cuencia, el acto mediante el cual se deáde que no ocurrido por medios ostensiblemente fraudulen­
se configuró el silenáo administrativo positivo pone tos, dejando en todo caso constanáa expresa acer­
fin a la actuaáón administrativa conf onne al artl- ca de los elementos de juicio que llevaron a tal 
culo 111 de la ley 142, por lo que resulta susceptj. condusión1

; así mismo se deberán corregir todos 
ble del reC\lrso de reposición, asf mismo confor- aquellos aspectos que le hayan dado origen. 
me al articulo 69 ibf dem pueden ser revocados 

l CONSFJO DE ESTADO, SA~ PUNA DE LO CONTDICIOSO AD~INISlllATIVO. Sen1cDcia de 16 de Julio de 2002.!ld p Am Marpnia Olaya 

Forero.: 

"'Lela crilerio!I j~es 1111erinm -~ llplical,la ¡ms imerpci. el incao qundo del &l1lculo 7J. y. que 111: requiere que ,e 

den W1U coodicimn ~lsinm pn qge la ldmiaiJnción cru11imltc la ~iua,:,on abcmnlc y anbjurtdica que R praenu en su ac10 íllciro. y en 

cm íntclcmón de 11-cs--~ tnfasis m el h«hook qw: la __ de medios ilcplos ~ serdebtdamcnte ~ b dccit, w 

teqtúcre qc la -ó611 ftal.ldulCllllt ~ os11aWlilemm1c. ~ la m._-.ón por ac """"º 1lO puede ,cr &uto de 111111 =i,teha d,: la ;idnun,s. 

11'&1:lón. Debe danai: UN~ idmci& de que el a.ero 1llci1t> ha~ por mcd1°' ostcns1blcmentr liaudulcnt(.e y debidamcftte dcmoolnl<b tal .,nación. 

Es p,>I' ello, ljut dcb<- .c¡¡uinc d pn>ecd11D>fflll> del &flJCuló 7411<I Cód,¡o ( DnlfflCICSO Adm1nlSlnt1,;o, el que a su ,e, mnitt a Jo DCNDCIM del uti.:ulo 

28 (com\111i.:aaón a lt'4 1111ttcUd.>1 dé la actu•,aón fldm,.,,.1r.1t1,-a y ciia.:itln) CIJll el fin de que el adm,nislndo haga u.to del der«ho de d,:fm$ll y 

COll~ltcll>n. Y ffl ~te pun10. debe~ cníili.:.a l:a ~ ca ldlalar, que~ claro que no 1C 1n11a tlc IIIIG,;;looes en 1 .. cualt< la llll(lfldad publica pueda 

intuir la ll~ahtbd de 1°' med,~ usad,~ para ONMQ o f'""tlQf el a:1<1 adm1n1.ira1í,o <ji!( k' rnu,i, como qwffil quc dck dan.e una ~ ,Jcac,11. de 

ello En C'S4 ll!Cdida, ffl la nu~ll•••on dd a,rn, ~o..~lono la :i.dm1n1S1ne100 csu. ot>l1g.ada :a dcJar constanc1.> c.•~ 3CaC3 de los clemcnios de Juicio 

qut la llc-.aron a w ronclusim. pin,o. !oC rep•te. la comun,ca.:i6n y cuac,ón del pan1.:ulu af~. con el fin de q...: p,cda drtmd,:,w de ~I dec1si6'1. 

como lo l)R'C d an~ulo 74 del C'(l(bgo C'on1cnc1000 Adm1n1Ul'lll\'O.-
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Debe en todo caso anotarse, que la revocatoria 
directa no es un recurso extraordinario, si no 
un mecanismo mediante el cual la administración 
de oficio o a petiáón de parte puede enmendar 
sus errores, cuando encuentre que uno de sus ac­
tos es manifiestamente violatorio de la Constítu­
óón Política o a la ley, o que no esté conforme con 
el interés público o soáal, o atenten contra él, o 

30 

cuando se cause agravio injustificado a una per• 
sona. En este sentido, la solicitud de revocatoria 
no agota vla gubernativa, ni revive los términos 
para iniciar una acción contenáosa por parte del 
usuario, ni da lugar a que se configure silencio 
administrativo por parte de la administración, tal 
y como lo señala el artículo 72 del Código Conten­
cioso Administrativo. 

CONaPTo SSPD 20021300000930 

TEMA: REVOCATORIA DIREOA DE LAS DECISIONES DE W "E.S.P" POR PARTE DE 
LA SSPO. • Procede con la condíáón de que se cumplan los requísítos del C.c.A 

Se basa la consulta objeto de estudio en detenni­
nar si es procedente que la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios revoque directa­
mente los actos expedidos por las "E.S.P." en eje­
cución del contrato de servíóos públicos. 

Dentro del nuevo régimen de prestación de los 
servicios públicos elaborado a partir de la Consti­
tuáón Polftica de 1991 y desarrollado a través de 
la ley 142 de 1994, el cual redefinió el papel que 
hasta ese momento el Estado habla venido des­
empeñando como gestor directo de esos servj. 
áos, se abrió paso la prestación dir.ecta de los mis­
mos por parte de las comunidades organizadas y 
de los particulares. 

La entrada de agentes económicos privados en el 
mercado de los servicios públicos en libertad de 
competencia, es decir, sin que se requiera habili-

t.ación constitucional o legal, hizo que la ley 142 de 
1994 diseñará reglas conforme a las cuales los 
prestadores de esos serviáos ( públicos y priva­
dos ) pudieran actuar como lo hacen los partícula­
res en un mercado en competencia, un ejemplo 
de esto es el régimen de contratación ( Arts. 31 y s.s). 

Pero asf como la ley 142 en algunas materias for­
muló pautas de comportamiento para las empre­
sas de servicios públicos propias de los relaciones 
entre particulares, respecto de otros asuntos, las 
dotó de ciertas facultades o privilegios de que go­
zan las autoridades públicas' . Tal es el caso de las 
potestades que les confiere la ley con relación al 
contrato de servicios públicos, particularmente en 
relación con lo actos de f acturaáón, suspensión y 
corte del servicio, los cuales, además, se conside­
ran actos administrativos2, o el procedimiento 
para la aplicación de imposición de sanciones en 

1 CORTE CONSTl'nJCIONAI,.~ C- 2f>) de 1996 •o;fen:ne cb~ de la ley 142 de 1994. con m1TIL1 a -..q¡in, la o,pninción. ~I 

l\lno:lonamlcnto. la ccn11n111dad. la clkicnc;ia) b cfícac,. .S.I ,cnic10, Ob'pD • ~ empr,:ta1 de MO·ictOá pi,l>lltos do1111tdiat100 1111a smc de~ 

¡,n,iltgi~ }' pttll'Ojllli\'U qur son Jll'OlpW clcl poder palilico, vgr. la C>ll1frcecióe cumo nmwlcs ele 1c15 llffl'l(Hlt pub\o<QS donncllaano& y. par 

comi¡uifflle. la prolubicióo de la lruclp m clloe,, la JIO'lbil..t.d dt alkl-c.~ de 1nmia:t,~ o la facultad de 1rnpontt wn,<dw!bfa. 

hacff ocu~oocs klnponlcs de lninud)lcs o _.er cultl- 11 ~ c¡u,: se altuen1l'ffl en loo mi""'°"' para asc¡urar la ófl~ti.i.1 y ~I 

l'unc10NII\Ítt11D &:I servicio. rn los lfflDlnM de la ley 56 de 19&1, asi CCffl() la pt,lala4 de tjen::cr la IIUUllWla. pq,11 de las IIUIUlld:ldés admllttstra­

twa. CUllldo pllfden a n~ de cica$,_ unilatenle, o xio. adnut111ns,,..,. defuur una C<>fllrovc:nlll fn:nte al 11swrio y, por COM,~u,a11c. <!Ki­

lo qur es dcm:ho 111181 C&!a eottftlu. C inclu!odcadit d-cle ~-cbdm •-1- 4. ~- ~7. 106 a 114. 117, 119, 1~2 1 ISII). 

C~ CiOII lo ~ho, ti la ley ~ 1111 Olorpm I Lit anpmM el ltJ>dll.,,IO de dcrec:llos, pRf!Opln•• )' prl\ •~ que "" han -•-lo. q111: 

l(lft propQ de 1» autoridades pill,lim.1111\b.ift pueden IICf!e apl.;.a!,Je lo, !DeCall...,,_ dcl cm,tro( de lcplubd que ,e han emltlcc,do Jlma las .:10t 

lldm1ntslnli\-ol que J'fl)llcrm lar. &ulllndadcs lidawwlnll\U. pues II lado dt la p,aropliva pUbli.:3 d dem:ho ,pal- rqub .,. rnecanianM 

pan la proi=,°" de k,s .S.-l>os de ""' adm,olS!ndo,· 

2 CONSEJO Dl ES T ,\l)O, ~ Plcn1 ele lo ConlfflClallo Adin1ni11n!i~ C.P ('.arios 8cw,o;ur Janm1llo, li.•p,dlCO!f S• 701, Scp1cmbn: 2J de 1""'· 

• .•. e) El an. 12 c•~imefl de ckrcdlo iwi•ado .,.,_ los .._"1011 Je Lit Cfllll"'Cf&S") CUIYp dl!KWnl:rlté, 11n lu smUM~ del 1111 l l. el~ pn .. do 

oomo el ~ ndlál•.,.,_te pan la ccnsllll!CMJCI )' lol IICIOS de Lu ttn¡,resa, de ~- p'.lbht<JS d<o1eilwiol .,,, """'° lo ~ ¡,ara 

111 lldm,n,suxibn y el CJffCIC10 de los dffld-m de IN&t la rcn,,,m qut !lt::lll ~;. de ell.,, JlCfO <>l•t<b q~ cM \'M a.hMffll:ui en1", e,, cooir. 

dioaM con OVO. llflllCÍP,M dt la m1Jm1 le) l{IJC ffllle'lm! UI\ ttglfflffi d1í~~ cm pn,dom,n,o del ~llo púl-h,,:, 1p\u.,,ble • •-dcc;"""'" qw 

al'c..-i.n b prntacw\o dd lff\•ICI<) o 13 C)«UC1Ón del CMIRID, como «111 IM ac101 de adm1n1&hli,·111 dc rcgativa ,kl ro!IIRIU. !IUlp<n,N<)G, ~rm•-•ón.. 

- y t...:run,a.ln ci,,;u,,lon ~ dlchu CllllffSU•, 
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laldll.wa, ____________________ _ 

el cual se debe observar el debido proceso que 
rige para las actuaóones administrativas. 

Dado que las deósiones que emiten las empresas 
de servicios públicos son actos administrativos en 
ruya expedición se deben observar los prinópio_s 
y procedimientos señalados en el C.CA y suscepti­
bles de los recursos de vla gubernativa previstos 
en el artículo 49 ibldem y s.s., no hay razón alguna 
para afirmar que la Superintendencia de Servi­
cios Públicos Domiciliarios carezca de competen-­
áa para revocarlos directamente conforme al ar-

tfculo 69 ibf dem y s.s. Dicho de otro modo, no hay 
razón válida para sostener que los actos que expi­
den las "ES.P" a pesar de tener el carácter de 
actos administrativos, se les apliquen todas las dis­
posiciones del C.C.A - procedimiento administra­
tivo, vfa gubernativa y control iudiáal- menos las 
disposiciones del Titulo V sobre revocatoria direc­
ta, con el argumento que la SSPD no es superior 
inmediato de las empresas de servidos públicos. 

La Corte Constitucional, al examinar la 
constitucionalidad del aparte del artf culo 154 de 
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la ley 142 de 1994 que le atribuyó a fa 
Superintendencia de Servicios Públicos el conoci­
miento en instancia de apelación de las decisio­
nes de las empresas de servicios públicos. advirtió 
que si bien es cierto que la Superintendencia no 
es superior jerárquico desde el punlo de vista or­
gánico de las empresas de servicios públicos y sólo 
es desde el punto de vista funcional, con la com­
petencia suficiente que tienen quienes son supe­
riores jerárquicos en un mismo órgano de la ad­
minístraóón para revisar la legalidad de las deci­
siones de las empresas con miras a la protección 
de los derechos de los usuarios en desarrollo del 
contrato de servióos públicos. Eso significa que la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domicilia­
rios, en su condición de superior jerárquico fun­
cional de las empresas de servicios públicos actúa 
como superior inmediato del funáonario que ex­
pide el acto en la "ES.P" 

Si las empresas de serviáos públicos en ejecución 
del contrato de servicios públicos actúan con pri­
vilegios propios de las autoridades administrati­
vas y como éstas expiden actos administrativos 
sometidos al principio de legalidad, es decir, al 
orden jurf dico; esos actos deben ser revocados por 
el funcionario que tomó la deásión en la propia 
empresa•, por la Superintendencia de oficio como 

superior jerárquico funcional o, a solicitud del usu~ 
rio que no hizo uso de los recursos de vfa guberna­
tiva, cuando quiera que no se ajusten a la legali­
dads. 

Sin embargo, cuando la revocatoria se haga por 
parte de la Superintendencia bien porque el peti­
cionario la solicite por no haber interpuesto los 
recursos. o porque de oficio esa entidad estime 
que procede revocar la decisión de apelación por 
configurarse una de las causales previstas en el 
artículo 69 del C.CA, deberJJ confonne al articulo 
73 ibídem, obtener consentimiento expreso y es­
aito de la empresa que pueda resultar afectada 
con la decisión, salvo lo previsto en el inciso 2 del 
artículo 73 citado6

• 

Finalmente, no está demás agregar que negar que 
la Superintendencia pueda revocar los actos ex­
pedidos por las empresas, es afirmar en el fondo 
que la Superintendencia no pueda revocar de ofi­
áo directamente sus propias deásiones cuando 
actúa como superior jerárquico funcional en la 
instancia de apelación, lo cual no es ajustado a 
derecho dado que los actos que expide la 
Superintendencia en tal instancia, están regidos 
en todo por las normas del C.CA 

4 Debe deol\acanc que el lllncillllurio q11e lOIM la deeí•ióft e11 la. anpreu ,.., rime m tlb superior ínmcdiato s-D tfeáal de t<lallnl 111! 1.-pl>d,,d de k"I 

,ctl).o que npidc; todo d ..ouaol ID 1-la SSPO 

SCfr. e.CA. An. 10 

6 e& CO:"iSEJO DE [STADO, Sala Plcm de lo Cantc,nc,ow, Administta1i•<>. MP A .. MJraa,,i. Oby9 Fnrcro, lbdic.<MID :3001 2J.JI~ 

1997-1732-0:? ( U 029), diecdéis 1 16 ) ele julio de cb mil dca t 2002 1 
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CONCEPTO SSPD OJ 2003·296 

TEMA! SILENCIO ADMINISTRATIVO POSITIVO - Rectificación línea conceptual 
SILENCIO ADMINISTRATIVO posmvo - Las diligencias de notificación deben 
efectarse dentro de los cinco días siguientes a la deósión. 

Se basa el asunto objeto de la consulta en deter• 
minar cuAI es el plazo en el cual debe efectuarse 
la notificación de las respuestas emitidas por las 
empresas frente a las peticiones y redamaciones 
de los usuarios a efectos de la configuración del 
Silencio Administrativo Positivo previsto en el artf• 
wlo 158 de la Ley 142 de 1994. 

De confonnidad con el articulo 158 de la Ley 142 
de 1994 y del artículo 123 del decreto 2150 de 
1995 el término para resolver las peticiones, que-­
jas y recursos deberá efectuarse dentro de los 
quince días hábiles contados a partir de la fecha 
de su presentaóón, esto es, contando indusive el 
dla de su radicación. Es decir que las empresas 
deberán díctar el acto de respuesta dentro de ese 
lapso. 

Ahora bien, toda vez que la deásión de la em­
presa solo le es oponible al usuario cuando 
éste efectivamente conoce fa respuesta dada 
a su petición, queja o recurso, la misma debe 
ser notificada de la forma en que señala el artícu­
lo 159 de la Ley 142 de 1994, modificado por el 
artlrulo 20 de la Ley 689 de 2001, disposición que 
para tal efecto remite a lo dispuesto en el Código 
Contenáoso Administrativo. 

Revisado dicho estabJto encontramos que el arti­
culo ~4 del Código Contencioso Administrativo 
presmbe lo siguiente: 

Att 44. -Las d~más deásiones que pongan fin 
a. una actuaaón administrativa', se notmco­
ran personalmente al interesado, o o su repre­
sentante o apoderado. 

1 La n..lQN se relicn: 1 aquel!.$ lk.~ . 
OflC1 1n1c,adu m lllte,cs ,,.,. 1 ,...,cu /U, 
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Si la actuación se inició por petición verbal, la 
notificación podrá hacerse de la misma manera. 

Si no hay otro medio más eficaz de informar al 
interesado, para hacer la notificación perso­
nal se le enviará por correo certificado una 
citación a la dirección que aquél haya anotado 
al intervenir por primera vez en la actuación, 
o en la nueva que figure en comunicación he­
cha especialmente para tal propósito. La cons• 
tancia del envio se anexará al expediente. El 
envío se hará dentro de los cinco (S) dfas 
siguientes a la expedición del ado. (se 
resalta) 

( ... )" 

Con fundamento en el contenido de las normas 
transcritas se concluye que el término para que la 
empresa expida la respuesta es distinto al del trá· 
mite para su notificación al peticionario. 

Por lo tanto, en manera alguna puede afinnarse 
que el silenáo administrativo positivo consagrado 
en el articulo 158 de la Ley 142 de 1994 se produ· 
ce si dentro del plazo de los 15 dfas allí señalado el 
usuario no tiene conocimiento de la respuesta 0, 

si dentro del mismo no se inician los trámites .de 
notificación como lo habfa sostenido esta Ofiana 

' ten· en conceptos anteriores, lo cuales deben e~ d 
derse sustituidos por el que en esta oportunida 
se emite. 

. . paldo en el Esta conclusión también encuentra res . 
• • • • d • 1 • • bre la materia, cnteno Junspru enc1a vigenLe so . n Pri· 

según el cual, como lo expresara la Secció 

---

mera del Tribunal Administrativo de 
Cundínamarca1, 

" ... para efectos del silencio administrativo po­
sitivo en relación con este especial procedi­
miento de las empresas prestadoras de servi­
cios pt1blicos se deberA atender a la modali• 
dad particular de notificación que señala en 
forma también especial la ley 142 de 1994, 
para lo cual deberá entenderse que cuando 
la norma índica que la empresa responderá 
dentro de determinado lapso, no puede in­
cluirse dentro del mismo el relativo a las diít­
gencias de notificación, pues, ... , su trámite 
puede, en ocasiones, superar el plazo para 
dar respuesta a la petición. 

( ... ) • 

..... si bien es óerto la ley en ocasiones señala 
plazos perentorios a la administración para 
responder una petióón o un recurso so pena 
de que su silenáo se tome como acto ficto o 
presunto de carácter positivo, no lo es menos 
que también dicho periodo para responder 
debe ser el necesario en términos normales, 
es decir, sin que haya que cumplir trámites 
adicionales, pues de lo contrario se estarla 
obligando a la administración a dar respuesta 
sin pruebas o sin un previo estudio concienzu­
do, a riesgo de incumplir la norma y de que se 
configure un silencio positivo. 

( ... ) 
•E) término o acepción RESPONDER, enton­
ces, deberá entenderse como el hecho de 
definir o de decidir, que no implica necesaria­
mente, además, la notificación de dicha deci­
sión o respuesta. 

( ... ) 

"Acorde con lo conduido por lo Sola, en el 
coso presente no era posible responder y co­
municar fo decisión dentro del término de 
quince dios, ... por cuanto la ley 142 no hoce 
esa exigencia al consograr lo figura del silen­
do administrativo, cuando no hablo de notifi. 
cor dentro del térmíno indicado lo decisión en 
respuesta a la pctidón del usuario, entendien­
do lo Solo que si o/ dio síguíente de la dedsí6n 
se comienzan o reo/izar los diligencias ten­
dientes a dar cumplimiento al prindpio de pu­
bliddod, no puede endilgarse entonces incum­
plimiento de los normas aludidas de la fey de 
servicios públicos y por consiguiente, no pu~ 
de predicarse la configuradón de silenáo ad­
ministrativo positivo ... n 

Es de anotar, que aun cuando el fallo citado tuvo 
en cuenta el articulo 159 de la Ley 142 de 1994 
antes de la reforma introducida al mismo por el 
articulo 20 de la Ley 689 de 2001, resulta indiscu• 
tibie la vigencia de la tesis que allf se expone, por 
cuanto se encuentra acorde con la regulaáón ac­
tual sobre esta materia. 

En efecto, recuérdese como en razón a la remi­
sión que actualmente existe en materia de notifi­
caciones a lo dispuesto en el Código Contencioso 
Administrativo, debe darse aplícación a su articu• 
lo 44, en el cual se señala expresamente que el 
envio de la comunicaáón de citaáón para notifi­
cación se efectuará dentro de los cinco (5) dfas 
siguientes a la producción del acto. 

Asf las cosas, la empresa debe expedir la respues­
ta a la petición, queja o recurso que le presente el 
usuario dentro de los 15 dlas siguientes contabili­
zados desde el mismo dla en que tal solicitud se 
presente; una vez produáda la respuesta, cuenta 
con un plazo de 5 dlas para enviar la comunica­
ción mediante la cual cite al usuario para notifi­
carte la decisión; en este caso la empresa deberá 
tener en cuenta la previsión contenida en el arti-

2 Tnlltaw Adminl$lnlivo de Omdinamarca. Sección Pnmm. SulMa:ion A Sfflcnc11 del 20 dr tna)'O dt ~llOl, l,:,¡pedlCftlt 'No 19% - 7832. 
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rulo 45 del Ce.A. segun el cual si ~e~tro d~ los 
cínro dfas siguientes al envio de la ataaón el inte­
resado no se presenta a notificarse personalmen• 
te. deberá fi¡arse un edicto en ~ugar pú~lico de la 
entidad por el térmíno de 10 d1as, venado el cual 
se entenderá surtida la notificación. > 

Lo anterior, sin petjuicio de que la empresa deci· 
da utilizar un mecanismo más expedito para lo--
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grar tal cometido, tal como lo dispone el articulo 
44 del e.e.A . 

De alll que, el silencio administrativo positivo se 
configura cuando la empresa no emite la respues• 
ta dentro del plazo de los 15 df as o, cuando dicta la 
respuesta en ese plazo pero no inicia el tr~míte de 
notificación al usuario dentro de los 5 dlas siguien­
tes. 

CONCEPTO SSPD 2003 OJ - 068 

TEMA: VOCALES DE CONTROL - Representación de usuarios para presentar derechos de 
petición 

Se basa fa consulta objeto de estudio en determi­
nar si los Vocales de Control requieren poder o 
mandato para representar a los usuarios del Co­
mité de Desarrollo y Control Social en la presenta· 
ción de peticiones, quejas, reclamos y recursos 
antes las Empresas Prestadoras de Servíáos Pú­
blicos Domiciliarios. 

Como bien es sabido los Comités de Desarrollo y 
Control Social de que trata la Ley 142 de 1994, 
cuyo funcionamiento fue reglamentado por el 
Decreto 1429 de 1995, pueden elegir un Vocal de 
Control. 

• 

Ahora, sí bien es áerto que dentro de las funóo. 
nes atribuidas a los Vocales de Control se encuen· 
tra la de dar atención oportuna a todas las consu~ 
tas y tramitar las quejas y denuncias que le fonn1r 
len al Comité (literal d) articulo 12 del Decreto 
1429 de 1995), se debe tener en cuenta que el 
sentido de la norma no es f acuitar de manera ge­
neral al Vocal de Control para defender a sus miem­
bros en sede de la empresa. 

En efecto, los mecanismos de defensa del usuario 
en sede de la empresa que han sido previstos por 
los artfculos 152 y 154 de la Ley 142 de 1994 tienen 
como fundamento el contrato de senlicios públi­
cos domiciliarios; de allf que en virtud del efecto 
ínter portes del mismo, la legitimación para pre­
sentar peticiones, quejas y recursos relativos a cfi-­
cho contrato se encuentra radicada en el susaiptor 
o usuario del selVicio. 

Sin embargo fa misma ley f acuita al usuario para 
autorizar a un tercero el ejercicio de estos mee~ 
nismos, no siendo necesario que ese representan• 
te ostente la calidad de abogado. 

De este modo resulta claro que quien sin ser parte 
en el contrato ejercite estos medios de defensa 

ante la empresa debe acreditar que ha sido 
facultado de manera expresa por el usuario o 
suscriptor. 

Por manera que para que el Vocal de Control pre­
sente en nombre de un usuario peticiones, quejas 
y recursos que se deriven del contrato de presta­
ción de selViáos públicos domiciliarios que éste 
haya suscrito con una empresa determinada, debe 
haber recibido el mandato respectivo, toda vez 
que el Vocal de Control no es parte en dicho con­
trato. 

Cuestión distinta se plantea en cuanto correspon­
de a la soliótud de modificación o reforma de las 
decisiones que se adopten en materia de estratifi• 
caóón, toda vez que el Decreto 1429 de 1995 se­
ñala que es funáón de los Comités de Desarrollo y 
Control Soáal presentar estas solicitudes, pudien­
do delegar tal funáón al Vocal de Control. De allí 
que basta con que exista una disposición del Co-­
mité en tal sentido para que el Vocal de Control 
adquiera la legitimación necesaria para tal fin. 

En los demás casos se debe dar estricta explica­
ción a lo dispuesto en los artículos 152 y 154 de la 
ley 142 de 1994, en el sentido ya indicado. 
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aRCULAR EmRNA SSPD 00:S DE 2003 

( 28 de febrero de 2003 ) 

PARA: PRESTADORES DE SERVIOOS PÚBUCOS DOMIOLIARIOS. 

DE: SUPERINTENDENlt DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS. 

ASUNTO: Contenido de las Facturas de servicios públicos domiciliarlos. 

Con base en lo áispuesto por los artf culos 146, 148 
y 14.9 de la ley 142 de 1994 esta Superintendencia 
de Servícios Públicos Domiciliarios a trav~s de su 
oficina jurídica ha señalado que el contenido de la 
factura esta delimitado a la causa de la obligación 
alll expresada, de manera que sólo podr~ cobrar­
se el valor del consumo de los seNicios públicos 
domióliarios y de los servicios inherentes a estos. 
(Concepto SSPD 200113000000S). 

Asimismo, esta entidad ha interpratado que la fac­
lura de servícios públicos domiciliarios es el me­
dio idóneo para cobrar los tributos que graven el 
servício que se presta cuando éste haya sido defi­
nido como hecho generador.( Concepto SSPD 
200213000000002) 
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Finalmente, este criterio restrictivo no es óbice 
para que en forma separada, como por ejemplo a 
manera de desprendible, se cobren otros concep­
tos siempre y cuando se pueda materialmente se­
parar del contenido de las facturas aquellos ltems 
que sean ajenos a ellas, de manera que el usuario 
final tenga en daro cu~les conceptos se despren­
den de la prestación del servicio y cu~les no, para 
que no haya duda alguna sobre la aplicación del 
régimen de los servicios públicos domiáliarios ex­
dusivamente para los primeros eventos. 

EVAMARIA URIBE TOBÓN 
Superintendente de Servicios Públicos 

-------------------- ~,td,~PllJlo'.~~ 

ORCULAR EXTERNA SSPD 006 
( 14 de mayo de 2003 ) 

PARA: ALCALDES Y PRESTADORES DEL SERVICIO PÚBUCO DE ENERGfA 

DE: SUPERINTENDENTE DE SERVIOOS PÚBLICOS DOMIOLIARJOS 

ASUNTO: D Impuesto de Alumbrado Público en las facturas de servicios pllblicos domiciliarios 

Es procedente el cobro del impuesto del alumbra­
do público a través de las facturas del servicio pú­
blico de energla que expiden las empresas 
prestadoras de tal servicio, sin que sea necesario 
hacerlo en cupón separado, por tratarse el 
alumbrado público de un servido inherente al de 
energla. 

El arttrulo 130 de la ley 142 de 1994, modíficado 
por la ley 689 de 2001, artfrulo 18º, dispone: 

"Las deudas derivadas de la prestación de los 
servicios públicos podrán ser cobradas 
ejecutivamente ante la jurisdicción ordinaria 
o bien ejerciendo la jurisdicción coactiva por 
las empresas industriales y comerciales del 
Estado prestadoras de servicios públicos. La 
factura expedida por la empresa y debidamen­
te firmada por el representante legal de la 
entidad prestará mérito ejecutívo de acuerdo 
con las nonnas del Derecho Ovil y Comeróal. 
Lo prescrito en est~ inciso se a.plica a las factu: 
ras del servicio de energla elktrica con desti:: 
no aJ alumbrado público. El no pago del servi­
cio mencionado acarrea para los responsables 
la aplicación del artículo que trata sobre los 
"deberes especiales de los usuarios del sector 
oficial". (Subrayas fuera de texto) • 

la Corte Constitucional en Sentencia C • 035 del 
30 de enero de 2003 dedaró exequible el aparte 
subrayado de la disposición transcrita, advirtíen­
do que entre el alumbrado público y el servicio de 
energla eléctrica existe una especial relación de 
conexidad, en tanto es consubstancial a este ser­
vicio, en los siguientes ténninos: 

•s¡ bien el alumbrado público no es de carác­
ter do mici líario, la Corte encuentra que ta 
gi,ng~idad que lo liga al ,iervíc10 públi,{o domi­
ciliario de ,nergía eléctrica es evíd~ toda 
vez que las actividades complementarias de 
éste son inescindíbles de aquél, de suerte tal 
que varía simplemente la destinación de la 
energfa. En efecto, mientras que en el servióo 
público de energfa eléctrica ésta llega al do­
micilio, en el alumbrado público tiene como 
destino final las vfas y espacio~ públicos del 
muniópio. Sin embargo, para que ambos efec­
tos se produzcan no sólo son igualmente nece­
sarias sino que se ejecutan y comparten las 
mismas actividades de generación, transmi• 
sión, interconexión y dístribuóón de energía. 

En este sentido es de observar cómo, en la ven­
ta de energfa que hace la empresa 
cfistribuidora o comeróalízadora al municipio, 
a fin de prestar el servicio de alumbrado públi­
co, esta implícita la actividad complementaria 
de distribución y comercialización de energfa 
eléctrica. ( ... ) (Subrayas fuera de texto) 

( ... ) 

De este modo, es daro que el alumbrado pú­
blico constituye un servido consubstonáol al 
servido público domiciliario de energía eléc­
trico. convirtiéndose as/ en eu,ecíe de este ú/. 
film, No en vano se denomina servido de ener­
gía eléctrica con destino al alumbrado publi: 
m sin perjuido de las marcadas diferencias 
entre uno y otro, especialmente en relación 
con los usuarios y fas figuras contractuales a 
través de las cuales se prestan ambos servicios 

l9 



• 
púbfKOS. • a mós de la ~estinaci6n de los m,s• 
mos, como se vio antenormente. 

Asimismo, un punto de convergencia entre el 
. • d enerm!II eléctrica y el de alumbra-seMOO e li... . . 

do público consiste en la unidad existente e~ 
relaáón con el cobro Y pago de ambo~ s~M­
~ Al respecto, la corte comparte el s1g~11en-
1e planteamiento expuesto por el Conse¡o de 
Estado: 

"Encuentra la Sala que confonne al artfru­
lo l" de la Resolución 089 de 1996 de la 
Comisión de Regulación de Energía Y Gas 
(CREG): 

'La actividad de comercialización de elec­
tricidad para alumbrado publico esij suje­
ta a las normas que rigen la comercia­
lización de electricidad.' 

"Conforme a lo anterior, es daro que el cobro 
y el pago del servicio de alumbrado público 
quedo sujeto a lo previsto en lo Ley 141 de 1994, 
en relación con lo fodurocM.n y el pago del 
servicio de energlo; n.or esta rozón se c9n®t? 
que tampoco puede la empre~..<u.e.cibir ef paOQ 
delservido de alumbrodo.público independiea: 
~mente del pago del servicio de ener­
gfg_.( ... ).1" (Subrayas fuera de texto). 

EVAMAIÚA URIBE TOBÓN 
Superintendente de Servicios Públicos 

1 
El dt rnergi& t~ C$ 1111 contt:oto dt ~·1cí01 ¡,ublitos •untfonnr. rM•rnruol, ~ v,rtuf (kf t•tta/ uM ,.,,,p=o ~ s~n'iei<>s públlCIIJ /,os pn11d 

o .,,, ..,_,. o r..,.b;., ,i> •• p,ttl di -'~ ' ·hM jUIIOrl,U llll • 0 "" ,,__ ,... acumlo a Ntípuloclonn qu~ lui11 •ido dtfir./Jas por ello paro qfrcrrr,a.• a ''111' 

""""''IWfli-, a, ltnn""" dtl .nitulo 128 dt la Ley 1~2 dt 1994. Por su p.1llc, el de illumbr:ulo público es un contnilo donde pm!omina la lil>efU'I 

6< cond1(l1JlltS li¡adas el, tnaner3 COll)LlllD. Cl\lrt lol:! pa,tes 

2 
C'on~¡o de Esudo, ~delo Cmtmc:u,so Adm,nt,~11~0, ~o/Jn Tercera. Sentmcí~ del 20 de mayo de 2002. E~p. 1319, C P. Alitt F,duanto 

Htf1W>(Jez Enri,¡ut~ 
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LEY 812 DE 2003' 
•por la cual se aprueba el Plan Nacional de Desarrollo 2003-2006, hacia un Estado comunitario: 

4. Desarrollo en zonas deprimidas y de con­
ftldo (".) 

• También se adelantarán acciones que bus­
quen desarrollar la infraestructura flsica y social 
en estas zonas. En particular se fortalecerá el pro­
grama Colombia Profunda y se concluirán pro­
yectos viales, aeroportuarios y fluviales cuya eje­
cución se haya iniciado o estén en curso. Igual­
mente, se desarrollarán programas de expansión 
eléctrica en las zonas no interconectadas. esp~ 
cialmente con proyectos de pequeftas centrales 
hidroeléctricas, y/o construcción de nuevas redes, 
normalización del servicio en las zonas no 
interconectadas e interconectadas, telef onfa co­
munitaria y de temologfas de información. Se es­
pera contar con 3.000 puntos de telefonfa rural y 
500 telecentros al finalizar el cuatrienio. 

( ... ) 
1. Impulso a la vivienda y la construcción 

( ... ) 

• El Gobierno Nacional trabajará por la calidad 
de vida urbana asegurando la integración de vi­
vienda con los elementos estructurantes del espa­
cio público y los servicios públicos domiciliarios. 
De la misma fonna impulsará la diversíficación de 
las actuaciones en materia de expansión con én­
fasis en las ciudades intennedias, renovación ur­
bana, consolidación y mejoramiento integral; asl 
como reasentamiento de población en zonas de 
riesgo ambiental no mitigable y por proceso de 
renovación urbana. 

4. Servicios pilblicos domiciliarios 

• Se continuará con la promoción de la partió­
pación del sector privado, los trabajadores y el 
sector solidario en los servicios públicos domicilia­
rios y se desarrollarán programas para fomentar 
la participación de los usuarios en el capital de las 
empresas a lraYés de fondos de capítalízación soáa1 

• Se impulsará la consolidaóón de los marcos 
regulalorios y el desarrollo de procesos de 
privatizaciones y concesiones en la construcción, 
operación v mantenimiento de infraestructura. 

• En energfa elécb'ica, se propenderá por man­
tener la oferta energética y se fortalecerá el mer­
cado. Se establecerán medidas para aminorar la 
crisis del sector distribuidor y comercíalizador. 
Entre estas medidas se destacan el programa de 
normalización de redes en barrios subnormales 
junto con el fortalecimiento del marco reglamen­
tario. 

• Se constituirán esquemas instituáonales para 
garantizar la viabilidad en la prestacíón del servi­
óo en las zonas no interconectadas a través del 
uso de energfa renovable y alternativa, entre otras 
fuentes. Se promoverá la integraáón energética 
regional para energla eléctrica y gas natural, y 
GLP, donde esta sea posible y/o la construcáón de 
pequeñas centrales de gas domiciliario, en las ciu­
dad es capitales de los departamentos no 
interconectados. También se definirá una polltica 
sectorial para dar solución a las empresas en ai­
sis con miras a garantizar el servicio y minimizar 
las contingenáas fiscales. 

• En cuanto a la actividad de generación, se 
fortalecerán las condiciones de competencia pro­
curando la confonnación de un nuevo agente ge­
nerador estatal y se continuará la integración de 

1 Diario or~ .. S.2J l i\Jtk\tlos re1&11,1'11 11 loma dt ..,.,~ioo pubhcos dum.:,liano. 
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las redes de transmisión elédrica con Venezuela, 
Panamá y Ecuador para los intercambios comer-

óales de energta. 

• Se promoverán condiciones de largo plazo 
para la entrada de inversionistas en el desarrollo 
del Sistema de Transmisión Naáonal. 

• En cuanto a las telecomunicaciones en zonas 
rurales y urbanas de bajos ingresos, se buscará 
masificar el uso de las tecnologfas de la informa• 
áón e impulsar el desarrollo de mercados de co­
municaciones competitivos. Con este fin, el Go­
bierno fortalecerá y de5arrollará programas co­
munitarios dentro de las políticas de acceso y ser­
vioo universal, continuará el desarrollo de los pro­
gramas de la Agenda de Conectividad coordina­
do por el Ministerio de Comunicaáones y forta­
lecerá el marco regulatorio e institucional del sector. 

• Se recuperará la red de transmisión naóonal 
de televisión pública y se trabajará en la 
reestructuración institucional del sector público de 
radio y televisión. 

• En ruanto al agua potable y saneamiento bá· 
sico, se establecerán medidas que permitan au­
mentar la eficiencia y calidad del servicio, se ajus­
tará el esquema tamaño y de subsidios para que 
incentive la inversión, se permita la recuperación 
de los costos, se evite el traslado de ineficiencias a 
los usuarios y se generen incentivos para la inver­
sión en esquemas regionales. 

• Se incentivar~ el buen uso de los recursos 
loca~es ~ se apoyará el desarrollo de los planes de 
gestión integral Y disposición final de residuos sóli­
dos Y masificación de acueductos y alcantanllados. 

• Con el propós~o de mejorar la prestación de 
l~s servícios públicos Y mantener la equidad del 
sistema e,o_nómico, todo pago correspondiente 
al cargo vanable en el serviáo de energía acue­
ducto,_ recolección de basuras y telefonía, ¡e hará 
~clu~wamente con base en el consumo del usua­
no, siempre que sea téOlicamente medible de esta 
'º':"1ª· En el caso de la telefonfa, se utilizará cual­
quiera de !os métodos de tasación recomendados 
por la Unión Internacional de Telecomunicacio-
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nes (Ull), organismo internacional del cual hace 
parte el Estado en virtud de la Ley 252 de 1995. 

• los cargos por consumo en telefonf a móvil se 
tarificarán entre otros, por unidades de tiempo de 
segundos o por el sistema de minuto o lracción de 
minuto. 

( ... ) 
8. Sostenibilidad ambiental 

( ... ) 
• Se pondrá en marcha una estrategia de asis­

tencia y apoyo financiero a •mercados verdes•, 
con actores públicos y privados. Se desarrollarán 
nuevos productos derivados del aprovechamien­
to sostenible de la biodiversidad, se apoyará la 
organización empresarial y el desarrollo de un sis­
tema de inteligencia de mercados. En ese contex­
to, se promoverá la comercialización de produc­
tos originados en zonas amortiguadoras de par­
ques nacionales, se promoverán pequeñas y me­
dianas empresas y organizaciones de base comu­
nitaria y se impulsarán cadenas productivas para 
exportación. Se fomentará el mercado de empre­
sas dedicadas al aprovechamiento de residuos 
sólidos, energlas limpias y minerf a sostenible, asf 
como el cuidado de bosques y otros recursos na­
turales por personas que participen en progra• 
mas de sustitución de cultivos ilf citos. Se promove­
rá el desarrollo de un proyecto nacional de captu­
ra de gases de efecto de invernadero y proyectos 
de ecoturismo en áreas protegidas, con participa· 
ción privada y comunitaria. 

• La Nación -Ministerio de Ambiente, Vivienda 
y Desarrollo Territorial• las entidades territoriales 
y las empresas de servicios públicos, dentro de sus 
competencias, podrán apoyar la creación de em· 
presas regionales que permitan esfuerzos conjun­
tos para adelantar programas de agua potable Y 
saneamiento básico en sus territorios, los cuales 
contarán para su finanáamiento con recursos ~el 
Sistema General de Participaciones •Propósito 
General• y los recursos de regalías. El Gobíern~ 
Nacional podrá cofinancíar los proyectos que di· 
chas empresas desarrollen. 

( ... ) 

-------------------- ¼>t,,,.,,.u~St!wm~DomcMm 

3. Impulso a la economfa solidaria 
( ... ) 
• Se promoverá la vinculaáón de las empresas 

de la economfa solidaria en los procesos de capi­
talizaáón social de las empresas de servicios pú­
blicos y se establecerán los mecanismos de apoyo 
financiero y operativo para que dichas polfticas 
puedan ser efectivamente aplicadas. 

( ... ) 

S. Capitalismo social en servicios públicos 
• Con el fin de superar situaciones de crisis fi­

nancieras de empresas públicas prestadoras de 
servicios públicos domiciliaríos, y previa suscrip­
ción de estrictos programas de ajuste, el Gobier­
no podrá impulsar, cuando a su juicio sea viable, 
esquemas de participación de usuarios, trabaja­
dores, acreedores, inversionistas y otros grupos 
ciudadanos (capitalismo socia~ como parte de una 
estrategia integral para recuperar su viabilidad 
operativa y financiera. Para tal efecto se podrá 
promover la constitución de fondos que podrán 
adquirir la propiedad accionaria de estas empre­
sas como parte del sector solidario, cuando ello 
sea posible, o desarrollar esquemas de 
financiamiento condicionados a su participación 
en su administración. 

• Para la protección del patrimonio público y 
soáal y la continuidad en la prestación del servi­
cio, se podrá dotar a la Superintendencia de Ser­
vicios Públicos Domiciliarios de recursos y meca­
nismos que le pennítan abordar los procesos de 
toma de posesión y liquidación de Empresas de 
Servicios Públicos Domiciliarios en forma m~ efi­
ciente. 

• Se instrumentarán herramientas para que los 
agentes liquidadores puedan celebrar los actos y 
contratos que se requieran, dentro del proceso de 
liquidación, para que otra empresa asuma la pres­
tación del respectivo servicio en un tiempo razo­
nable y, de esa forma, se asegure la continua pres­
tación del mismo. 

7. Calidad de vida urbana 
Con el fin de lograr el desarrollo sosteníble de 

las ciudades, el Gobierno implementará los si­
guientes programas: 

• Desarrollo de la política habitaáonal en los 
contextos del ordenamiento territorial por tanto 
la vivienda se integrará con los planes de gestión 
urbana y con los elementos estructurantes del te­
rritorio como el espacio público, la movilidad y el 
transporte y los servicios públicos domiciliarios. 

( ... ) 

9. Fortalecimiento de los grupos étnicos 
( ... ) 

• En los departamentos con población indíge­
na. la ejecución de los recursos de los proyectos 
regionales por sectorizar que les haya correspon­
dido, se considerará como uno de los criterios para 
la definición de los proyectos, el peso poblaáonal 
indígena en dichos departamentos, en corres­
pondencia con sus planes de vida. Del cupo regio­
nal asignado al departamento en programas de 
salud, educación, y saneamiento básico se tendrán 
en cuenta proyectos de etnosalud, etnoeducaóón y 
saneamiento básico de las comunidades indigenas. 

( ... ) 

Articulo 13. Fondos de Copitolizoá6n Social Po­
drán constituirse Fondos de Capitalización Social 
como mecanismos de recuperación, estabílizaóón 
y capitalización de las Empresas de Servicios Pú· 
blicos Domiciliarios existentes o que se constitu­
yan. que permitan f acílitar el desarrollo de solu­
ciones empresariales con objeto de garantizar la 
viabilidad y la continuidad en la prestación del ser­
vido. A través de estos Fondos se podrán canali­
zar hacia las empresas de servicios públícos las 
inversiones efectuadas en aquellos por toda clase 
de personas incluyendo, entre otros, usuarios, tr~ 
bajadores de tales empresas, acreedores. 
inversionistas privados, la Nación, cuando esta lo 
estíme conveniente, y otras entidades públicas. 
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f Iº i::,.05 Fondos se podrán constituir Parágra o , g\ . . d 
tn·monios autónomos adm1n1stra os por 

como pa f 
tidades fiduciarias. contratadas en la orma que 

:Uerden los aportantes y regidos por la~ ~onnas 
de derecho privado. En el comité fiduoano par­
ticiparán representantes de los aportantes al Fondo. 

Paragrafo 2•. Estos Fondo~ podran ~:r co~s~­
lUidos por la Superintendenaa de SeMoos Publ!· 
cos Oomicilíarios ruando se trate de Empresas Pu­
blícas de Serviáos Públicos Domiciliarios objeto 
de toma de posesión, o por la misma empresa, 
según las disposióones legales que regulan los 
contratos de fiducia mercantil. En los eventos de 
empresas intervenidas, el contrato respectivo Y 
sus reformas sólo podrán celebrarse previa apro­
baó6n por parte de la Superintendencia de Servi­
cios Públicos Domiciliarios. 

Parágrafo 1•. En el caso de Fondos orientados 
a la reestructuración, recuperación o estabiliza­
óón de las Empresas de Serviáos Públicos Domi­
álíarios, la Nación y sus entidades descentraliza­
das. sólo podrán efectuar el aporte que conside­
ren conveniente, previa susoipci6n de convenios 
de ajuste financiero, operativo y laboral. 

Articulo 14. Autorizaáón para partiápar en los 
Fondos de Capítalizadón Soáal. Se autoñza a la 
Nación y a las entidades descentralizadas del or­
den nacional, cuando lo estimen conveniente a . . , 
1nverbr todo o parte de sus acreencias con Em-
presas de Serviáos Públicos Domiciliarios oficia­
les O mixtas en el Fondo de Capitalización Social. 

la Nación Y sus entidades descentralizadas 
previo cumplimiento de los requisitos estableci: 
dos en el inciso anterior, también podrán rees­
tructurar sus acreencias en las empresas referi­
das. El mcumplimíento del convenio de ajuste fi. 
na~~ero, operativo y laboral dará lugar a la apli­
caaon de la dáusula aceleratoria. 

Parágrafo •. En el caso de Fondos orientados a la 
reestructuraa • b·1· 
1 

on, esta i ización o recuperación de 
as Empresas de Se • • . . 
la Nación ~aos Pubhcos Domiciliarios, 
nAArán f y sus entidades descentralizadas sólo 
"u11 e ectuar el apo,t . ' e que consideren conve-
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niente, previa suscripción de convenios de ajuste 
financiero, operativo y laboral. 

Artfculo 15. Reestructuración de la prestaci6n 
del senticio. la Superintendencia de Servicios Pú­
blicos Domiciliarios podrá ordenar la escisión de 
las Empresas de Servicios Públicos Domiciliarios 
bajo toma de posesión para administrar o liqui­
dar, en unidades o empresas independientes, au­
tónomas y separadas. 

Articulo 16. Autorización a FEN. Para asegurar 
la continuidad en la prestación de los serviáos pú· 
blicos domiciliarios, se autoriza a la Financiera 
Energética Nacional, FEN, o la entidad que haga 
sus veces, para crear mecanismos de apoyo a la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domicilia­
rios en los procesos de toma de posesión con fines 
de liquidación de Empresas Públicas de Servicios 
Públicos Domiciliarios. 

(-) 

SECCION CINCO 
Sector de Minas y Energfa 

Articulo 59. Intercambios comeráa/es intema­
donales de gas natural los productores de gas 
natural podrán disponer libremente de las reser• 
vas de este recurso energético para el intercam­
bio comercial internacional y podrán libremente 

• 
ejecutar la infraestructura de transporte requen-
da. El Gobierno Nacional establecerá los umaes o 
instrumentos que garanticen el abastecimiento na­
cional de este combustible, respetando los con­
tratos existentes. 

Articulo 60. Coberturas financieros de riesgos 
de Econetrol. Con el propósito de salvaguardar 

y • • te-
las transferencias de Ecopetrol a la Naaon, Y 
niendo en cuenta las fluctuaciones del precio del 

. • es de 
Petróleo Ecopetrol podrá realizar operaaon 

r mer· 
cobertura financiera sobre el petróleo que co . 
cializa tales como opciones de venta (put), opado-' • es e 
nes de compra (call), swaps, o combinac,on d 
estos instrumentos, como el collar Y el put sprea ' 
entre otros. 

. . 1 con el visto La Junta 01rect1va de Ec~petro, . Públi-
bueno del Ministerio de Hacienda Y Crédito 

-------------------- ~~Serwosl'l.tikm~ 

co, establecerá la poHtica de cobertura, definirá 
qué tipo de operaciones se pueden realizar v hará 
el seguimiento al programa de cubrimiento de ri& 

gos de los preóos del petróleo. 

Artlculo 61. Cadena de dístribud6n de combus­
tibles flquidos derivados del pelr6leo. B artf culo 
2° de la ley 39 de 1987 quedará asf: 

•Artlculo 2°. los agentes de la cadena de distri• 
bución de combustibles llquidos derivados del pe­
tróleo, con la excepción del gas licuado de petró­
leo, solamente ser~n el Refinador, el Importador, 
el Almacenador, el Distribuidor Mayorista, el trans­
portador, el Distribuidor Minorista y el Gran Con­
sumidor. • 

Articulo 62. Subsidios en los Zonas Na 
Interconectados. Los subsidios destinados a las 
Zonas no Interconectadas (ZNI) podrán ser utili­
zados tanto para inversión como para cubrir los 
costos del combustible requerido por las plantas 
de generación eléctrica en estas zonas. El Gobier­
no Naaonal establecerá una metodología de asig­
nación de dichos rerursos que concertará las ini­
áativas de la empresa beneficiada. 

Parágrafo. Una vez un municipio sea 
interconectado al sistema Eléctrico Nacional o In­
ternacional, el cincuenta por ciento (50%} del sub­
sidio que le correspondía pasará de manera auto­
mática a la municipalidad no interconectada del 
mismo departamento que le siga en población en 
su cabecera municipal, y que a su vez preste el 
servicio de energla eléctrica con plantas o 
electrógenos alimentados por combustible. El go­
bierno hará la reglamentación de esta materia a 
más tardar dentro de los tres (3) meses siguientes 
a la expedición de la presente ley. 

Articulo 63. Programa de normalización de re­
des eléctricas. El Gobierno Nacional desarrollará 
un programa de normalización de redes eléctri­
cas cuyos objetivos serán la legalización de usua­
rios, la optimización del servicio y la reducción de 
pérdidas no técnicas en barrios subnormales. si• 
tuados en los municipios del Sistema 
Interconectado Nacional. 

El programa será financiado con recursos del 
Fondo de Apoyo Financiero para la Energízación 
de las Zonas Rurales Interconectadas, aeado por 
la Ley 788 de 2002, en un porcentaje de su recau­
do hasta un veinte por ciento (20%). 

las empresas distribuidoras y comercia• 
lizadoras de energía eléctrica participar~n en los 
programas de nonnalízacíón con recursos econó­
micos, elaborando los diseños y proyectos respec­
tivos y brindando asístenáa témica pennanenle y 
suministrando mano de obra. El término para la 
ejecución del programa de normalización de re­
des eléctricas en ningún caso podrá ser superior a 
la vígenóa de la presente ley. 

Parágrafo. La Comisión de Regulaáón de Ener· 
gfa y Gas adoptará los cambios necesarios en la 
regulacíón a partir de la vigencía de la presente 
ley, para que la contribución de que trata el artf­
rulo IOS de la Ley 788 de 2002, sea incorporada a 
los cargos por uso del sistema de transmisión na­
áonal. 

Artículo 64. Esquemas diferendales de presta. 
ci6n de los servicios públicos domiciliarios. De 
acuerdo con e I principio de neutralidad estableci­
do en el artículo 87 de la Ley 142 de 1994, las 
Comisiones de Regulación desarrollarán, en un 
término de seis (6) meses a partir de la vigencia 
de esta ley, la regulación necesaria para incluir 
esquemas diferenciales de prestación del servicio 
en generaóón, distribución, comercialización, ca­
lidad, continuidad y atención del servicio en las 
zonas no interconectadas, territorios insulares, 
barrios subnormales, áreas rurales de menor de­
sarrollo, y comunidades de dificil gestión. Se po­
drán desarrollar esquemas de medición y factu­
ración comunítaria, utilizar proyecciones de con­
sumos para facturación, esquemas de pagos anti· 
ópados del servíóo, y periodos flexíbles de f actu­
racíón. 

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional, en un pla­
zo de nueve (9) meses a partir de la vigenc~ de 
esta ley, definirá bamos subnonnales, áreas rura• 
les de menor desarrollo y comunidades de dificil 
gestión. 
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~U1ÓOI' ____________ ___ 

º ndo la situación del mercad? 
Parcigrafo 2 • Cua I biemo podrá auton-

lo haga recomen_~ble~: :: pago anticipado 0 

zar el uso de sis _e~ úblicos domiciliarios los 
prepagado ~e ~edlVl~OSn: disminuáón en el costo 
cuales podran in uir u t C. de la ener-

• 1• • ón componen e 
de comeraa izaci ' - Las comisiones 

da a cada usuario. 
gla factura ectivas procederán a reglamen-
Regulador~ resp n plazo no superior de seis (6) 
lar la mate~ endeu la fecha de vigencia de la pre­meses a pa, ur 

sente ley. 

Artíwlo 65. Comercialización de energlo eléc­
trico gas natural y aseo. La~ empresas 

, • l; .... doras de energi'a elécbíca, gas com-comeraa LUi • 

1 
d 

bustJble y aseo que a,enden usuanos regu a os 
residenciales y/o no residenóales, y aquellas que 
lo hagan en el futuro, deberán incorporar a _su 
base de dientes un número minimo de usu_anos 
de estratos socioeconómicos 1, 2 y 3. El Gobierno 
Nacional reglamentará el cumplimiento de lo pre­
visto en el presente articulo para que los 
comercializadores puedan prestar el servicio. 

Parágrafo. El Gobierno Nacional en un plazo 
de seis (6) meses a partir de la vigencia de esta 
ley, reglamentará lo dispuesto en este articulo en 
aras de proteger el mercado y asegurar la presta­
ción del serviáo. 

Articulo 66. Saneamiento Fínanáero de Empre­
sas Prestadoras de Servidos Públicos. Con el fin 
de proveer el saneamiento económico y financie­
ro de empresas estatales prestadoras de servicios 
públicos domiáliarios de energía eléctrica, que a 
la fecha de expedición de la presente ley tengan 
obligaciones resultantes de garantias otorgadas 
por la Fínanciera Energética Nacional, FEN y que 
se hayan derivado de proyectos de generación de 
energía, dichas obligaciones podrán contar en su 
totalidad con la contragarantía de la Nación, siem­
pre Y cuando se suscriba un convenio de desem­
peño que garantice la viabilidad finanáera de la 
empresa, Y el Minist~rio de Minas y Energia y el 
~onfis ~ay~n determ1~ado que existen razones de 
i onven1~n~1a económica y financiera para ello. El 
ncumpl1m1ento del convenio dará lugar a la apli-
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cación de la cláusula aceleratoria en el crédito 
original. 

ta entidad estatal beneficiaria de esta opera­
ción entregará a cambio a la Nación • Ministerio 
de Hacienda y úédito Público, activos de su pro­
piedad y/o acciones de la empresa. 

SECCION SEIS 
Sedor de Comercio, lndustña, Exportaciones 
y Turismo 

Articulo 67. Zonas Económicas Especiales de Ex­
portación (ZEEE). El Gobierno Nacional podr~ 
participar con los municipios en la cofinanciación 
de obras de infraestructura que habiliten el fun­
cionamiento de las Zonas Económicas Especiales 
de Exportación. Asf mismo, promoverci la vincula­
ción del capital privado a través de la constitución 
de empresas de economía mixta en proyectos ta­
les como prestación de servicios públicos, term~ 
nales de transporte y carga, puertos secos, etc. 

( ... ) 

Articulo 91. Recursos de transferencias. Los re­
cursos de transferencias del Sistema General de 
Participaciones asignados al sector de Agu~ Pot~­
ble y Saneamiento Básico, sólo podrán ser 1nverti· 
dos de acuerdo con la priorización de proyectos 
contenida en el Reglamento Técnico del Sector 
de Agua Potable y Saneamiento Básico, sie~pre Y 
cuando hagan parte de los programas de i~v~r­
sión de las entidades prestadoras de los servicios 
legalmente constituidas, estén previstas en los res· 

Pectivos planes de desarrollo municipales 0 

• ··1das distritales y se encuentren registradas Y Vlgl ª . 
por la Superintendencia de Servicios Público~, sin 
perjuicio de la porción que los municipios asignen 
para los subsidios a fa tarifa de los estratos_ de 

• • saneam1en· menores recursos, a las 1nvers1ones en 
1 to básico rural con soluciones individuales Y ª ª
1 • • abastecen e conservación de m1crocuencas que 

sistema de acueducto. 
• ·st • de Medio .Am· Parágrafo. La Nación • M1n1 eno 

• • 1 • y las Cor­
biente, Vivienda y Desarrollo !erritona arán la 
poraciones Autónomas Regionales apoy ·t n 

• 1 ue perm1 a creación de empresas reg1ona es q 

-------------------- ~deSen,,,oosNMa.Dtifld1ra 

esfuenos conjuntos para adelantar programas de 
agua potable y saneamiento básico en sus tenito­
rios, los cuales contarán para su financiamiento 
con recursos del Sistema General de Participacio­
nes •Propósito General•, los recursos provenien­
tes de regalf as y las respectivas Corporaciones 
Autónomas. El Gobierno Nacional podrá 
cofinanciar los proyectos que dichas empresas 
desarrollen. 

Articulo 92. Recursos lnsfopol administrados por 
Fíndeter. Findeter transferirá anualmente a la 
Nación el producto del recaudo de la deuda de 
municipios y empresas de servicios públicos con 
lnsfopal, realizadas según la Ley 57 de 1989, re­
cursos que se destinarán en su totalidad, a la fi. 
nanciación del Programa de Modernización Em­
presarial que ejecuta el Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial, y a la 
estructuración de proyectos de modernización 
empresarial, incluyendo el pago de los pasivos que 
aseguran la viabilidad integral de los mismos. Di­
chos gastos se entenderán como inversión social. 

Articulo 93. Ventanilla única. El Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial será el 
único responsable de la recepción de todos los 
proyectos del sector de agua potable y sanea­
miento Wsico que soliciten apoyo finanóero de la 
Nación. E1 Ministerio evaluará la viabilidad témi­
ca, financiera, legal, soáoeconómica y ambiental 
de los proyectos, elegirá aquellos que cumplan los 
requisitos y estructurará el esquema de 
financiamiento de los mismos, coordinando los 
aportes de recursos con las distintas entidades que 
f os administran. 

( ... } 
Articulo 99. Prohibid6n de invertir recursos pú­

blicos en invasiones, loteos y edificadones ilega­
les. Queda absolutamente prohibida la inversión 
de recursos públicos en asentamientos originados 
en invasiones o loteos ilegales realizados con pos­
terioridad a la vigencia de la presente ley. De la 
misma manera, las entidades prestadoras de ser­
vicios públicos se abstendrán de suministrarlos a 
fas edñcaóones que se e¡eaten er, estas roncióones. 

( ... ) 

Artículo 116. Subsidios paro estratos 1, 2 y J. La 
aplicaáón de subsidios al costo de prestación de 
los servicios públicos domiciliarios de los estratos 
socioeconómicos I y 2 a partir de la vigencia de 
esta ley y para los años 2004, 2005 y 2006, deberá 
hacerse de tal forma que el incremento tarif ario a 
estos usuarios en relación con sus consumos bási­
cos o de subsistencia corresponda en cada mes a 
la variación del Indice de Precios al Consumidor. 

las Comisiones de Regulación ajustarán la re­
gulación para incorporar lo dispuesto en este a,U. 
culo. Este subsidio podrá ser cubierto por recursos 
de los Fondos de Solidaridad, aportes de la Nación 
y de las Entidades Territoriales. 

Parágrafo 1°. Para los servicios de acueducto, 
alcantarillado y aseo, los subsidios se aplicarán de 
acuerdo con la disponibilidad de recursos de los 
entes que los otorguen, de tal forma que en nin­
gú n caso será superior al cuarenta por ciento 
(40%) del costo medio del suministro para el es­
trato 2, ni superior al setenta por ciento (70%) 
para el estratu 1. 

Parágrafo 2°. En todos los servicios públicos do­
miciliarios, se mantendrá el régimen establecido 
en las Leyes 142 y 143 de 1994 para la aplicación 
del subsidio en el estrato 3. 

( ... ) 

Articulo 118. Energía social El Ministerio de 
Minas y Energla creara, en un plazo de tres (3) 
meses, contados a partir de la vigencia de la pr~ 
sente ley, un Fondo de Energía Social como un 
sistema de cuenta especial, con el objeto de cu­
brir hasta cuarenta pesos ($40) por kilovatio hora 
del valor de la energía eléctrica destinada al con­
sumo de los usuarios ubicados en zonas de dificil 
gestión, áreas rurales de menor desarrollo, inclui­
das sus cabeceras municipales, y en zonas 
subnormales urbanas todas las cuales definirá el 
Gobierno Nacional. 

A este fondo ingresarán los recursos para cu­
brir hasta el valor señalado los cuales provendrán 
del ochenta por ciento (80%) de las rentas de con­
gestión calculadas por el ASIC como producto de 
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las exportaciones de energfa eléctrica a los pafses 
vecinos dentro de los Convenios de la Comunidad 
Andina de Naciones. 

El Ministeño de Minas y Energfa reglamentará 
el manejo y la administración de estos recursos, 
asf como la periocidad de los desembolsos a las 
empresas comercializadoras que atienden a los 
usuarios definidos en este articulo. 

Parágrafo 1 º. El valor cubierto se reajustará 
anualmente con el Indice de Precios al Consumí• 
dor certificado por el DANE. 

Parágrafo 2º. Los comercializadores reflejarán 
el menor valor de la energf a en la factura de ca. 
bro correspondiente al periodo siguiente a aquel 
en que reciban efectivamente las sumas giradas 
por el Fondo de Energfa Social y en proporción a 
las mismas. 

Parágrafo 3°. La cantidad de demanda de ener­
gía total cubierta por este fondo será como máxi­
mo un ocho por ciento (8%) del total de la deman­
da de energf a en el sistema interconectado nado· 
nal. Este porcentaje dependerá de I a cantidad de 
recursos disponibles. 

Parágrafo 4°. La vigencia de este fondo expirará 
mando ocurra el pñmero de los siguientes eventos. 

1. El agotamiento de las rentas de congestión. 

2. El cumplimiento del término de ocho (8) años, 
contados a partir de la vigencia de la presente ley. 

Parágrafo Sº. Para todos los efectos los recur­
sos del fondo de energfa social se consideran in• 
versión soáal en los términos definidos en la Cons­
titución Política y en la presente ley. 

El Gobierno reglamentará lo dispuesto a este 
artículo. 

( ... ) 
Articulo 130. En el evento en que se llegare a 

liquidar Empresas Municipales de ~li, Emcali EICE 
ESP se autoriza la creación en la ciudad de San­
tiag~ de Cali de una nueva Empresa l~dustrial Y 
Comercial del Estado para la prestación de los 
servicios públicos domiciliarios de telecomunica-
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ciones, acueducto y alcantarillado y energfa eléc­
trica de que trata la Ley 142 de 1994 y dem~s 
normas concordantes. 

Artículo 131. El artículo 151 de la Ley 142 de 
1994 quedará asf: En el contrato de Condiciones 
Uniformes se podrá establecer que una parte del 
pago de los servicios públicos confieran al 
suscriptor o al usuario el derecho a adquirir accio­
nes o partes de interés social en las empresas ofi­
ciales, mixtas o privadas. Asf mismo, en dichos con­
tratos se podrá establecer que una parte del pago 
de los servidos públicos otorgue a los suscriptores 
o usuarios el derecho a participar en los Fondos 
de capitalización Social que se constituyan, para 
la prestación de los servicios publicas de los cuales 
son beneficiarios. 

Artfculo 132. Fortalecimiento del ejercicio de 
las funciones de la Superintendendo de Servíáos 
Públicos Domiciliarios. Con el objeto de garanti­
zar la viabilidad y la continuidad en la prestación 
del servicio, la Superintendencia de Servicios Pú­
blicos Domiciliarios podrá constituir un fondo em­
presarial, como patrimonio autónomo administra· 
do por la FEN, o por la entidad que haga sus veces, 
o por una entidad fiduciaria. Este fondo podrá 
apoyar, de conformidad con sus disponibilidades, 
a las empresas que contribuyen al Fondo, en los 
procesos de f iquidación ordenados por la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domicilia­
rios, mediante la financiación de los pagos para fa 
satisfacción de los derechos de los trabajadores 
que se acojan a los planes de retiro voluntario y, 
en general, de aquellos a los cuales se les termi· 
nen los contratos de trabajo. El fondo también 
podrá financiar las actividades profe~ional~s ~~ 
queridas para prestar apoyo económico, tecn1co 
y logf stico a la Superintendencia para analizar y 
desarrollar los procesos de toma de posesión con 
fines de liquidación. 

A este fondo ingresarán los recursos exceden­
tes de que trata el numeral 85.3 del articulo 85 de 
la Ley 142 de 1994, tal como queda modificado 
mediante el parágrafo de la presente disposición 
y contará con un comité fiduciario en el cual par-

ticipará, un representante de las Empresas de Ser­
vidos Públicos Privadas, uno de las Empresas ~e 
Servicios Públicos Oficiales Y Mixtas Y_ ~1. S~penn· 
tendente de Servícíos Públicos Dom1c1har1os; el 
ordenador de los gastos será el Superintendente 
de Servicios Públicos Domiálíarios.< o:p> 

Cuando el Fondo proporcione recursos a una 
empresa, en exceso de las contribuciones hechas 
por ella, el Fondo se convertirá en a~reedor de_ la 
empresa. En ningún caso se convertirá en acao­
nista de la misma. 

Parágrafo. El numeral 85.3 del artfculo 85 de la 
Ley 142 de 1994 quedará asl: •Si en algún me. 
mento las Comisiones de Regulación o la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domicilia­
rios tuvieren excedentes, deberán transferirtos al 
Fondo Empresarial de que trata ~I presente artf. 
culo.• 

Articulo 133. üquídaci6n de Empresas de Ser• 
vicios Públicos Domiciliarías. Para garantizar la 
continuidad en la prestación del servióo público 
domiciliario, en los procesos de toma de posesión 
para liquidar las empresas prestadoras, se segui­
rán las siguientes reglas espeóales: 

a) La liquidación se iniciará a partir del mo­
mento en que se notifique el acto administrativo 
de toma de posesión con fines de liquidación. 

La intervenida mantendrá la capacidad legal 
para celebrar y ejecutar todos los actos y contra­
tos tendientes a la prestación del servicio, hasta 
tanto otra u otras empresas asuman la prestación 
del mismo. Para tal fin la contrataáón de las em­
presas que se harán cargo de la prestación del 
servicio público domiáliario deberá realizarse en 
un plazo no superior a un (1} año; 

b) La continuidad de la prestación de los servi­
dos públicos domiciliarios que prestaba la empr~ 
sa objeto del proceso de liquidación será respon­
sa b i l i dad, en primer lugar del liquidador y 
subsidiariamente de las autoridades responsables 
de la prestación del servicio. Para tal efecto, el 
liquidador podrá celebrar todos los actos y con• 
tratos requeridos, sin necesidad de obtener apra. 

baciones previas de las autoridades o de los pro. 
pietarios de la intervenida; 

c) Los pasivos que adquiera la intervenida con 
posterioridad a la toma de posesión _q~e sean n: 
cesarios para fa prestación del seMc10 s~ co_ns_. 
derarán gastos de administración de la hqu1da­
ción; 

d) El liquidador de la intervenida no requerirá 
pennisos o autorizaóones de terce~os ~ara la su· 
presión de cargos, ni para la term1naaón de los 
contratos de trabajo; 

e) En los procesos de toma de posesión para 
liquidar, el Superintendente de Serviáos Püblicos 
Domiciliarios o su Delegado tendrá las funciones 
que ordinariamente le corresponden a la Junta 
Asesora por las normas aplicables. 

( ... ) 

Articulo 135. Subsidios a distritos de riego. De 
conformidad con los artículos 64, 65 y 66 de la 
Constitución Política la Nación podrá asignar del 
Presupuesto del año 2003, un monto suficiente de 
recursos destinados a cubrir el valor correspon. 
diente al cincuenta por dento (50%) del Costo de 
la Energía Eléctrica debidamente comprobadas 
por las electrificadoras de cada región, de los usua­
rios de los distritos y de los distritos de riego por el 
Estado, o por las Asociaciones de Usuarios debí• 
damente reconocidas por el Ministerio de Agrj. 
cultura y Desarrollo Rural, siempre y cuando d~ 
muestren estar a paz y salvo con las 
eledrificadoras respectivas y con el INAT. 

Parágrafo 1 º. Para el caso de los usuarios de los 
disb itos de riego cuya facturación sea individual, 
este benefiáo se otorgará solo para aquellos que 
posean hasta cincuenta (50) hectáreas. 

( ... ) 

Artf culo 137, Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación y deroga el 
artículo 8º de la Ley 160 de 1994, el articulo 14 de 
la Ley 373 de 1997 y todas las disposióones que le 
sean contrarias. 
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LEY 820 DE 200J1 

tjulio 10) 
• la al se omide el régimen de arrendamiento de vivienda urbana 
por ai _, d' . . ,, y se dictan otras 1spos1aones. 

(Extracto servicios públicos) 

e Congreso de Colombia 
DECRETA: 
CAPll\JLOI 

Disposiciones Generales 

Artíailo 1°.0bjeto. La presente ley tiene como 
objeto fijar los cñteños que deben servir de base 
para regular los contratos de arrendamiento delos 
inmuebles url>anos destinados a vivienda, en de­
sarrollo delos derechos de los colombianos a una 
vivienda digna y a la propiedad con funáón social. 

Articulo 2° .De.iniáón El contrato de arrenda­
miento de vivienda urbana es aquel por el cual 
dos partes se obligan reclprocamente, la una a 
conceder el goce de un inmueble urbano destina. 
do a vivienda, total o parcialmente, y la otra a 
pagar por este goce un precio determinado. 

a) Servicios, cosas o usos conexos. Se entien­
den como servicios, cosas o usos conexos, los ser­
vicios públicos domiciliarios y todos los demás in­
herentes al goce del inmueble y a la satisfacción 
de las necesidades propias de la habitación en el 

• mismo; 

b) SelVicios, cosas o usos adicionales. Se en­
tienden como servidos, cosas o usos adicionales 
los suministrados eventualmente por el arrenda­
dor no inherentes al goce del inmueble. En el con· 
trato de arrendamiento de vivienda urbana, las 
~artes podrán pactar la inclusión o no de servi­
oos, cosas o usos adicionales. 

~ ~ingún caso, el preáo del arrendamiento de 
seMa~, cosas o usos adicionales podrá exceder 
de un on~enta por ciento (50% ) del precio del 
arrendamiento del respectivo inmueble. 
( ... ) 

CAPrTUlOIII 
Obligaciones de las partes 

Articulo 7°. Solidaridad. los derechos y las obl~ 
gaciones derivadas del contrato de arrendamien­
to son solidarias, tanto entre arrendadores como 
entre arrendatarios. En consecuencia, la restitu• 
ción del inmueble y las obligaciones económicas 
derivadas del contrato, pueden ser exigidas o cum­
plidas por todos o cualquiera de los arrendadores 
a todos o cualquiera de los arrendatarios, o vice­
versa. 

los arrendadores que no hayan demandado y 
los arrendatarios que no hayan sido demandados, 
podrán ser tenidos en cuenta como intervinientes 
litisconsoráales, en los términos del inciso tercero 
del articulo 52 del Código de Procedimiento Civil. 

( ... ) 

Articulo 14. Exigibilidad. Las obligaciones de pa­
gar sumas en dinero a cargo de cualquiera de las 
partes serán exigibles ejecutivamente con base 
en el contrato de arrendamiento y de conf ormi• 
dad con lo dispuesto en los Códigos Civil y de ~ 
cedimiento Civil. En cuanto a las deudas a cargo 
del arrendatario por concepto de servicios públi· 
cos domiciliarios o expensas comunes dejadas de 
pagar, el arrendador podrá repetir lo pagado con· 
tra el arrendatario por la vía ejecutiva mediante 
la presentación de las facturas, comprobantes ? 
recibos de las correspondientes empresas deb•· 
damente canceladas y la manifestación que haga 
el demandante bajo la gravedad del juramento 
de que dichas facturas fueron canceladas por él, 
la cual se entenderá prestada con la presentación 
de la demanda. 

1 l)IAklO Of ICIAL 4~.:A-4 Nllcuio! 
• re!Q,,- al ltml dt srn,c~ plibhros dom1cihllrlM 
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~~~lo_ 15. Regios sobre los servidos públicos 
dom1dl1or1os y otros. Cuando un ínmueble sea en­
tregado en arriendo, a través de contrato verbal o 
escrito, y el pago de los serviáos públicos corres• 
ponda al arrendatario, se deberá proceder de la 
• • s1gu1ente manera, con la finalidad de que el in-

mueble entregado a titulo de arrendamiento no 
quede afecto al pago de los servíáos públicos do­
miciliarios: 

1. Al momento de la celebraóón del contrato, 
el arrendador podrá exigir al arrendatario la pres­
taáón de garantfas o fianzas con el fin de garanti­
zar a cada empresa prestadora de servicios públi­
cos domiciliarios el pago de las facturas corres­
pondientes. 

La garanUa o depósito, en níngíln caso, podrá 
exceder el valor de los servicios públicos corres­
pondientes al cargo fijo, al cargo por aportes de 
conexión V al cargo por unidad de consumo, co­
rrespondiente a dos (2) periodos consecutivos de 
facturación, de conformidad con lo establecido en 
el articulo 18de la Ley 689 de 2001. 

8 cargo fijo por unidad de consumo se estable­
cerá por el promedio de los tres (3) últimos perio­
dos de facturación, aumentado en un cincuenta 
por ciento (50%), 

2. Prestadas las garantías o depósitos a favor 
de la respectiva empresa de servicios públicos do­
miciliarios, el arrendador denunóará ante la res­
pectiva empresa, la existencia del contrato de 
arrendamiento y remitirá las garantias o depósi­
tos constituidos. 

El arrendador no será responsable y su inmue­
ble dejará de estar afecto al pago de los servicios 
públicos, a partir del vencimiento del periodo de 
facturación correspondiente a aquél en el que se 
efectúa la denunóa del contrato y se remitan las 
garantf as o depósitos constituidos. 

3. El arrendador podré\ abstenerse de cumplir 
las obligaciones derivadas del contrato de arren­
damiento hasta tanto el arrendatario no le haga 
entrega de las garantías o fianzas constituidas. El 
arrendador podrá dar por terminado de pleno 

dere~o el contrato de arrendamiento, si el arren­
datano no cumple con esta obligación dentro de 
un plazo de quince (1S) días hábiles contados a 
partir de la fecha de celebración del contrato. 

4. Una vez notificada la empresa y acaeódo el 
ven~~miento del periodo de f acturadón, la respon­
sab1hdad sobre el pago de los servicios públicos 
recaerá única y exclusivamente en el arrendata­
rio. En caso de no pago, la empresa de servidos 
públicos domiciliarios podrá hacer exigibles las 
garantías o depósitos constituidos, y sí éstas no 
fueren sufícientes, podrá ejercer las acáones a 
que hubiere lugar contra el arrendatario. 

5. En cualquier momento de ejecución del con­
trato de arrendamiento o a la terminación del mis-­
mo, el arrendador, propietario, arrendatario o 
poseedor del inmueble podrá solícitar a la empre­
sa de servicios públicos domiciliarios, la reconexión 
de los servicios en el evento en que hayan sido 
suspendidos. A partir de este momento, quien lo 
solicite asumirá la obligación de pagar el servicio 
y el inmueble quedará afecto para tales fines, en 
el caso que lo solicite el arrendador o propietario. 

La existenáa de facturas no canceladas por la 
prestación deservicios públicos durante el térmi­
no de denuncio del contrato de arrendamiento, 
no podrán, en ningtin caso, ser motivo para que la 
empresa se niegue a la reconexión, cuando dicha 
reconexión sea solicitada en los términos del inci­
so anterior. 

6. Cuando las empresas de servicios públicos 
domiciliarios instalen un nuevo servicio a un in­
mueble, el valor del mismo será responsabilidad 
exdusiva de quién solicite el servicio. Para garan­
tizar su pago, la empresa de servicios públicos po­
drá exigir directamente las garantlas previstas en 
este articulo, a menos que el solicitante sea el mis­
mo propietarío o poseedor del inmueble. evento 
en el cual el inmueble quedará afecto al pago. En 
este caso, la empresa de servicios püblicos deter­
minará la cuantfa y la forma de dichas garantías o 
depósitos de conformidad con la regtamentación 
expedida en los términos del parágrafo 1° de este 
articulo. 
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( ) es si arrendatario podrá optar por asumir el costo del 
' f Iº Dentro de los tres l mes - . . d 1 . . d 

.Parogra ~ ~mulgaáón de la presente ley, el restableom1ento e seMc10 y escontarlo de los 
g¡ne~ ª ~ al re~amentara lo relacionado pagos que le corresponda hacer como arrendata-

~:::: para la denuncia del arriendo Y rio. 

term'·naa·ón la prestaáón de garantias o depó- ( ... ) su • . las 
sitos el procedimiento correspondiente y . san-
~ por el incumplimiento de lo estableado en 
este articulo. 

Parágrafo lº. La superintendenóa de S~~óos 
Púbflcos Domiciliarios velará por el cumpl1m1ento 
de lo anterior. 

• • • 
Parágrafo 3o. Les reglas sobre los seMaos pu-

blícos establecidas en este articulo entrarán en 
vigenóa en el ténnino de un (1) año, contado a 
partir de la promulgaáón de la presente ley, con 
el fin de que las empresas prestadoras de los ser­
vidos públicos domiáliarios realicen tos ajustes de 
carácter témico y las inversiones a que hubiere 
lugar. 

(.~) 

Artfrulo 22.Terminación por parte del º"endo­
dot. Son causales para que el arrendador pueda 
pedir unilateralmente la terminación del contra­
to, las siguientes: 

1. la no cancelación por parte del arrendatario 
de las rentas y reajustes dentro del término esti­
pulado en el contrato. 

2. La no cancelación de los servicios públicos, 
que cause la desconexión o pérdida del servicio, o 
el pa~o de las expensas comunes cuando su pago 
estuviere a cargo del arrendatario. 

( ... ) 

~culo 24• Terminación por parte del arren­
datano. Son causales para que el arrendatario 
pueda pedir unilateralmente la terminación del 
contrato, las siguientes: 

ó 1. ~ s_uspens~ón de la prestación de los servi­
d os publicos al inmueble, por acción premedita-
ª del arrendador o porque incurra en mora en 

pagos que estuvieren a su cargo. En estos casos el 
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Artfculo 37.Pago de servicios, cosas o usos 
conexos y adicionales. Cualquiera que fu ere la 
causal invocada, el demandado deberá presentar 
la prueba de que se encuentra al dfa en el pago de 
los servicios cosas o usos conexos y adicionales, 
siempre que, en virtud del contrato haya asumido 
la obligación de pagarlos. En este caso, para po­
der ser of do, deberá presentarlos documentos co­
rrespondientes que acrediten su pago, dentro del 
término de treinta (30) df as calendario contado a 
partir de la fecha en que éste debla efectuarse 
oportunamente. 

--------------------- 5cc)emlmlemi~Stn«osNikos~ 

com COhSIRlJCIONAL- SENTENCIA T-019/2002 
OBLIGAOÓN SOLIDARIA' 

DERECHO A LOS SERVICIOS PUBUCOS DOMS. 
ClllARIOS-Condiciones que deben darse/PRIN­
OPIO DE UNIVERSALIDAD DE SERVICIOS PU­
BLICOS DOMICILIARIOS-Alcance 

En el morco del contrato de condidones unifor­
mes el principio de universalidad del servicio toma 
cuerpo inicialmente en reloáón con las personas 
que ostenten capaddad negocial esto es, tonto 
de goce como de ejercicio. Poro lo cual basto con 
que el interesado hobíte o utilice a cualquier tftufo 
y de manera permanente un inmueble. A su tur­
no también pueden acceder al servicio los pe~ 
nos que habitual u ocasionalmente hobíten, utili­
cen u ocupen el inmueble ya cobijado por el con­
trato de condídones uniformes. Por donde el de­
recho que o todos los personas les asiste poro ac­
ceder a los servidos públicos domiciliarios depen­
de en primer término de lo configuraáón del con­
trato de servicios públicos, y por tanto, de lo con­
junción: empresa - persono con capacidad 
negodol. Ahora bíen, a más de los condiciones 
jurfdicas que el suscriptor potendal debe solisf o­
cer, el inmueble correspondiente debe cumplir con 
los requisitos y calidades tonto físicos como técni­
cos que o/ respecto determinen los empresas con 
arreglo a los c6nones legales y reglamentarios. 

PRINCIPIO DE SOLIDARIDAD EN CONTRATO 
DE SERVIOOS PUBLICOS-Propietaño y arrenda­
tario 

La solidaridad plasmado en la ley de serviáos en 
modo alguno convalidado, y mucho menos hoy, la 
inercia de las empresas de servidos públicos do­
miciliarios en tomo a lo focturod6n, continuidad Y 
cobro de los serviáos prestados al moroso. Con­
viene también advertir que actualmente lo solida-

ridad opera bojo un condidonamiento temporal 
de dos periodos consecutivos de foduroción, esto 
es, la empresa que no le suspenda el servicio al 
arrendotorio que ha incumplido su ob/;gación de 
pagar durante dos periodos consecutivos de fac­
turoáón, de oh/ en adelante perderá todo opci6n 
de cobrar in sólidum, o lo que es igual únicamen­
te podrá recaer sobre el receptor diredo del ser~ 
viáo: el consumidor. Siendo doro que en tal hipó­
tesis lo solídaridad se limito o los dos periodos con­
secutivos de facturaáón no pagados. Empero, los 
regios previstas a partir de la ley 689 de 2001 no 
podrfon aplicarse al coso de autos por los rozones 
históricas ya registrados: pues, senálfomente, la 
ley no puede aplicarse con sentido retroactivo. 

LINEAS TELEFONICAS-lnstalación puede solid~ 
tarf a el arrendatario 

Resulta potente que el arrendatario bien podio 
StJlídtor lo instalación de los lineas telefónicos que 
ameritara su octívídod económica, pues en con~ 
sonana'o con el ortlculo JJJ de la Corta Política lo 
libertad de empresa implica el acopio de herra­
mientas y medíos que lo hagan viable, dentro de 
los cuales se erige el servido de telefonlo tanto 
local como de larga distancio. A lo cual se agrega 
que en modo alguno lo ley 142 de 1994 ha esto• 
blecído restricdones sobre el parliculor, y mucho 
menos ha llegado a exigir outorizadones del arren­
dador que habiliten al ª"endatorio paro acceder 
a los mentados servidos públicos. Sin perder de 
visto, doro es, que el principio de universalidad 
frente o los servicios públicos domiciliarios debe 
conaetarse dentro de los precisos marcos nor­
mativos que jom6s le hocen concesiones al abuso 
del derecho. 

1 ., _.._ ¡ l' t SSPO •oo 113,....-..,• 1 l l;.n S.lJPl 11.l'óTE."ll>f'-l.11' DE SERVICIO'! Pl/llLICOS ()(>.'fl<..ILL\klU:!1, 'loc1' 1~1m """"'~ m"mo lallO \'Cf .OfKcp o • uuvvu, • • 
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PRINOPIO DE SOLIDARIDAD EN CONTRATO DE 
PRESTACION DE SERVIOOS PUBUCOS-Solo e~ 
bija pago de IJes periodos facturados y no paga-­
dos por arrendataño 

Coso distínta ocu"e con el fador temporal de la 
SD!ídaridad ínsaita en fa ley de servidos públicos 
para la época de los hechos, donde. según lo ha 
destacado esta Corporad6n, el propietario sólo 
estaba cobyodo por la solidaridad hasta el monto 
resultante de lo sumatoria de los tres primeros 
periodos de f octuradón no pagados por el a,ren­
datono. Sin pequido de que una vez satisfecha la 
deuda total ante una nueva morosidad del arren­
datario se reeditara la solidaridad por el mismo 
lapso. 

DEBIDO PROCESO-Facturación de lineas telefó­
nicas a propietario por cuanto arrendatario no 
pagó 

Ciertamente hubo un trato arbitrario contra el 
petiáonorio, a quien la empresa le quiere end11-
ga1 los electos de su propio incuria, a tiempo que 
re ioló el procedimiento indicado en la ley 142 de 
1994 para el evento de lo mora. Teniendo en cuen­
ta que para el caso de autos existe un meá,o de 
defensa juátáal pero advirtiendo a la vez la nece­
sidad de evitar un perjuido i"emedíable, bajo los 
anteriores lineamientos se le tutelarán al solici­
tante de man~ra transitorio los derechos a la igual• 
dad Y al debido proceso, debiendo a su tumo ha­
cer valer sus derechos en ef respectivo proceso de 
co~ ~ llegado el caso al tenor de la acción de 
repe~aon. Por lo mismo se dispondrá que, a ins­
tanaas de esta acdón de tutela el demandante 
sólo está obligado a pagar los cantidades corres­
po~d1entes a los tres primeros periodos de f aálJ­
ración que la ª"endatoria no pagó, Tal y como lo 
pregonaban las reglas sobre solidaridad en la éprr 
ca de los hechos bojo examen. 

Refl!fetlcía: expediente T- 514466 
Acoón de Mela incoada Por 1 
ton~a EPM-BOGOTA SA E.;: Manuel Osorio Acevedo 
Ma~o Ponente: 
Dr. JAIME ARAÜJO RENTERlA 
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Bogoti, D.C.. veintitrés (23) enero de dos mil dos 
(2002). 

La Sala Primera de Revisión de la Corte Constitu­
cional, en ejercicio de sus alribucíones constitu­
cionales y legales, especlficamente las previstas 
en los artículos 86 y 241, numeral 9, de la Consti­
tución Polltica y en el Decreto 2591 de 1991, ha 
proferido la siguiente 

SENTENCIA 

dentro del proceso de revisión de los fallos dicta­
dos en el asunto de la referencia por la Sala Civil 
del Tribunal Superior de Bogo~ y por la Sala de 
(.asaáón Civil de la Corte Suprema de Justicia. 

l. ANTECEDENTES ( ... ) 
l. Stnttnclas objeto de revisi6n 

La Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judi­
cial de Bogotá, mediante sentencia del 11 de julio 
de 2001 negó la solicitud de tutela formulada por 
el demandante fundándose en que resulta impro­
cedente su instauraáón de cara al tema plantea· 
do. Al efecto señaló: el propósito del actor se 
halla encaminado hacia la definición de un asunto 
de naturaleza patrimonial, concretamente de li­
naje contractual, y por tanto de competencia del 
juez ordinario, de suerte tal que el peticionario 
deberá discutir lo pertinente en el marco del pro­
ceso judicial que llegue a promover la empresa. 
Por consiguiente: 

"Se advierte osl que la so/idtud de amparo 
resulta improcedente, pues poro tal efedo es 
necesario que exista uno fesíón o amenazo de 
un derecho fundamento/ de rango constituáo­
nal de tal envergadura que de no conceders~ 
el amparo provisional, mientras el juez ord1· 
noria decide lo pertinente, el daño serlo irre­
parable, condiciones que no concurren en el 
presente asunto, pues en él no existe ninguna 
transgresión o amenazo de lo Indo/e anota­
da'~ (fl.108). 

la configuración de la violación o amenaza de 
derechos requiere que el acto de la Administra­
ción sea producto de su arbitrariedad o capricho, 
lo cual no se da en el jub júdice por cuanto el co­
bro del servicio que hace la EPM obedece a la 
falta de pago, proceder que a su tumo encuentra 
respaldo en la ley 142 de 1994. 

De la impugnación conoció la Sala de Casación 
Civil de la Corte Suprema de Justicia, quien me­
diante sentencia del 2l de agosto de 2001 revocó 
el fallo de primer grado, tutelando en su lugar el 
derecho al debido proceso. En tal sentido la Corte 
Suprema reivindicó la viabilidad de la tutela en 
tomo a los semáos públicos domiálíarios cuando 
quiera que las empresas de servicios püblicos 
amenacen o quebranten un derecho fundamen­
tal de manera ilegítima o arbitraria, con el subsi­
guiente riesgo de un dai'to irreparable en cabeza 
del afectado, a cuyo interés procederá dicha ac­
ción como mecanismo transitorio. Asimismo se 
remitió y transcribió lo ya sostenido por la sala de 
casación civil de esa corporación en sentencia del 
8 de junio de 2000. expediente de tutela No. 10562. 
Sentencia en la que se hizo referencia a varios 
dispositivos normativos, comenzando por el de­
creto 1842 de 1991 en lo que hate relaáón a los 
destinatarios de los servicios públicos domicilia­
rios. Seguidamente aludió al artfculo 130 de la ley 
142 de 1994, poniendo de relieve la solídaridad 
que media entre el usuario, el susaiptor y el pro­
pietario del inmueble. Luego se refirió al articulo 
42 del deaeto 266 de 2000, destacando la moá1-
ficación que a su tenor experimentó el artf culo 
130 de la ley de servicios bajo el siguiente texto: 

•e propietario o poseedor a cualquier titulo, 
el suscriptor y los usuarios, serán solidarios en 
sus obligadones y derechos en el contrato de 
servicios públicos, ~f1Jl're y ruando el prQPie­
toriQ. o_~s.eecfor hoya dado e.xpresa autoriza: 
ci6n para que sus arrendatarios soliciten los 
servidos, (sic). No operará lo solidaridad en­
tre el propietario o poseedor del inmueble y el 
suscriptor o usuario en caso de que la empre­
sa omito el cumplimiento de este requisito'". 

A renglón seguido la Corte Suprema de Justíáa 
recordó que la norma transcríta tuvo su antece­
dente en el artfculo 82 del decreto 1122 de 1999, 
decreto que fue declarado inconstitucional como 
consecuencia de la inexequibilidad del articulo 120 
de la ley 489 de 1998, según sentencia C-923 de 
1999. Conduyendo ba10 estas aprecíadones que 
el articulo 42 del decreto 266 de 2000 tuvo una 
finalidad interpretativa, más que modífícatoria, del 
articulo 130 de la ley 142 de 1994. Resultando por 
ende ilegal e injusto el que sin existir vínculo con­
tractual ni mandato legal que asl lo permíta, se 
imponga por la demandada los efectos de una 
sofidaridad inexistente entre suscriptor y actor -
propietario del inmueble-, considerando que éste 
no fue parte en el contrato de condiciones unifor­
mes ni dio su autorizaóón ante la empresa. De lo 
cual se sigue una dara violación del articulo 42 
del decreto 266 de 2000, con la subsiguiente con­
figuración de una via de hecho administrativa. lo 
cual se relieva en la actitud de la empresa al man­
tenerse en su posición de requerir el pago de quien 
no está obligado a hacerlo; posióón por demás 
arbitraria y censurable, que a su vez hace necesa­
rio destacar el imperio de la legalidad, esto es, la 
norma aplicable al caso especifico, la competen­
óa y los procedimientos. 

11. CONSIDERACIONES DE lA CORTE 
CONSllnJQONAL Y FUNDAMENTOS DE LA 

DECISION 

1. Competencia. 

la Corte Constitucional es competente para revi­
sar el fallo de instancia proferido en el trámite de 
este proceso, en virtud de los artículos 86 y 241 de 
la Carta Política; corresponde a la Sala Primera 
de Revisión de Tutelas adoptar la decisión respec• 
tiva, según el reglamento interno y el auto de la 
Sala de Selección Numero 10 del 30 de octubre 
de 2001. 

2. El problema Jurfdico planteado 

Corresponde a la Sala determinar si en el presen­
te caso se wlneró el debido proceso, a cuyos fines 
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resuha indispensable establecer primeramente si 
la empresa demandada aplicó de manera c~rre~• 
ta O incorrecta la preceptiva rectora de_ la s~hdan· 
dad que puede mediar entre el prop1etano ! ~1 
arrendatario de un inmueble frente al serv,ao 
público domiáliarío de telefonla. 

J. Del deredlo a los semáos públicos domi­
ciliarios 

B articulo 134 de la ley 142 de 1994 prevé: 

"Cualquier persona capaz de contratar que ha-­
bite o utilice de modo permanente un inmue­
ble a cualquier título, tendrá derecho a reci­
birlos servidos públicos domidliarios al hacer­
se porte de un contrato de seMdos públicos". 

Es decir, en el marco del contrato de condiciones 
uniformes el prinápío de unive~lidad del servi• 
cio (an. 365 C.P.) toma cuerpo inicialmente en 
relación con las personas que ostenten capacidad 
negocia!, esto e.s, tanto de goce como de ejercicio. 
Para lo cual basta con que el interesado hab~e o 
utilice a cualquier litulo y de manera permanente 
un inmueble. A su tumo también pueden acceder 
al servício las personas que habitual u ocasional• 
me~_te hab~en, utilicen u ocupen el inmueble ya 
cob1Jado por el contrato de condiciones unifonnes. 
Por donde el derecho que a todas las p~nas les 
a~~ para acceder a los seivícios públicos domi• 
ahanos depende en primer término de la confi­
guraáón del contrato de serviáos públicos, y Por 
tanto, de la conjunción: empresa . persona con 
capacidad negocia!. 

Ahora b!en, ª más de las condiciones jurldicas que 
el suscnptor P~tencial debe satisfacer, el in mue-­
ble correspondiente d~be cumplir con los requisi­
tos y calidades tanto físicos como técnicos que al 
resp~cto determinen las empresas con arreglo a 
los e.anones l~ales y reglamentarios. De tal suer • 
: ~ue, por. e¡emplo, no Podría celebrar el contra-

e ~erviaos pú~licos una pe~ona que pese a su 
capacidad negoc1al habite o utilice de manera 
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permanente un inmueble que amenaza ruina 0 
presenta inestabilidades que atentan gravemen­
te conlra su integridad flsica. (arts. 129 y 139,2, 
ley 142 de 1994). En esta perspectiva las empre­
sas podrán negar las solicitudes de servicios por 
razones de carácter técnico y/o por no encontrar­
se dentro del programa de inversiones de la em­
presa, a menos que en este último evento el ínte. 
resado asuma los costos que adicionalmente se 
causen. (art 3 decreto 1842 de 1991; an. 9.3 ley 
142 de 1994). En todo caso debe observarse que 
el derecho a la prestación del servicio estA condi• 
clonado al pago de las tarifas de conexión a que 
haya lugar y a la posibilidad técnica de la presta­
ción del mismo. (art 4 decreto 1842 de 1991 ). Sien• 
do oportuno registrar también que la prueba de 
la habitación puede realizarse mediante cuales­
quiera de los medios previstos en el articulo 175 
del Código de Procedimiento Civil. 

4. Partes del contrato de condiciones unifor• 
mes y solidaridad 

El articulo 130 de la ley 142 de 1994 estableció 
que son partes del contrato la empresa de servi­
cios públicos y los usuarios. Posteriormente, a tra• 
vés del articulo 18 de la ley 689 de 2001 se adicio­
nó este dispositivo estipulando que son partes del 
contrato la empresa de servicios públicos, el 
suscñptor y el usuario. Corrigiendo asf la incon­
sistencia normativa que entrañaba el texto primi· 
genio, en el sentido de que contra toda lógica con· 
tractual el suscriptor no hacf a parte del contrato 
de condiciones uniformes. 

En lo tocante a la solidaridad dispuso el articulo 
130 en su inciso segundo: 

"El propietario del inmueble, el susaiptor Y los 
usuarios del servicio son solidarios en sus obf¡. 
gaáones y derechos en el contrato de servi­
dos públicosn. 

En tomo a la solidaridad expresó en sentencia C· 
493 de 1997 esta Corporación: 

--------------------- ~dt,oidf!.IM'.~1'1.t,iolll~ 

•Las reladones entre los usuarios de los sefVi. 
cios públicos domidfíorios y las empresas que 
de ellos se encargan tienen por base un contra­
to que, en términos de la ley 142 de 1994, es 
uniforme y consensual, 'en virtud del cual una 
empresa de servidos públicos los presto a un 
usuario o cambio de un precio en dinero, de 
acuerdo o estipulaciones que han sido defini­
dos por ella poro ofrecerlas o muchos usuarios 
no determinados"'. 

"Debe precísorse. sin embargo, que en mal~ 
ria de servidos públicos domiciliarios, de acuer• 
do con lo regulado por el legislador y con el 
propio contenido de lo Conrlitud6n Político, a/. 
gunos de cuyos aspectos más relevantes se han 
destacado, lo naturaleza de la relad6n jurfdka 
entre la empresa que los presta. y el usuario no 
es solamente contractual sino también 
estatutaria, "debido a que su prestación 
involucra derechos constituáonoles • salud, 
educodón, seguridad soda/, etc. • y su regla­
mentación administrativo obedece a intereses 
públicos determinados, quedando resetvada su 
gestión, control y vigilando a los organismos 
del Estado".1 

"(..) 

"Cabe destacar que tanto de la noción que del 
contrato de servicios públicos da le ley, como 
del régimen constitucional de los mismos. se 
desprende uno caraderlstíco importante y es 
el carácter oneroso de esos set'licios. Ya lo Cor• 
te ha hecho énfasis en que pese a quedar w. 
pérstite en pocos servidos: actualmente la idea 
de gratuidad ha sido abandonada, siendo los 
servicios públicos. por regla general onerosos y 
'surgiendo la obligadón poro las personas y los 
dudodanos de contribuir al finondamiento de 
los gastos e inversiones del fstodo, dentro de 
conceptos de justida y equidad (numeral 9° 
articulo 95 y articulo 368 ibfdem)'".' 

tffn efecto, de conformidad con el artículo 128 
de la ley 142 de 1994, la empresa presta los 
servidos públicos o/ usuario, "a cambio de un 
precio" y, de otro parte. la mismo Constitución, 
lratdndose de los servidos públicos dom,d/io• 
ríos, alude o un régimen taríforio que ha de 
tomar en cuenta criterios de costos, solidari­
dad soda/ y redístríbuci6n de ingresos. De igual 
manera, lo Carta fundamental dispone que oto­
ñe a lo ley la determinación de los autoridades 
competentes poro fijar los tarifas (ort. J67) y 
autoriza a lo Naáón, a los Departamentos, o 
los Distritos, o los municipíos y o las entídades 
descentralizados poro que, en sus respectivos 
presupuestos, concedan subsídíos a las perso­
nas de menores íngresos o ñn de que 'puedan 
pagar los torif as de los servidos públicos domí-­
cil,orios que cubran sus necesidades básicas 
(art J68 CP.). 
"(. .. ) 

•Dos consideraciones ad,donales se encuen• 
tran vinculadas con los anteriores argumentos.. 
La primero de ellas tiene que ver con la justm­
caáón de la previsí6n legal que hace al propie­
tario solidario en el cumplimiento de las obliga· 
dones propios del contrato de servidos públ~ 
cos, pues en la medida en que lo prestadón de 
los mismos reporta en su favor benefídos tan-­
g;/>/es fa dísposidón no sólo está justificada síno 
que es también razonable y, por ende, ajusta• 
do o la Corto. En este orden de ideas, puede 
pensarse. entonces, que, dados esos benefidos, 
lo arbitrario no es vincular al propietario a la 
satisfacción de las obligaciones pertinentes sino 
liberarlo de todas ellas. 

•la segundo consideración se refiere a la natu­
raleza "'domiáliaria" de los servidos públicos 
que se comentan. Lo domiciliaría es, según el 
Diccionario de lo Real Academia Española. lo 
'perteneciente al domicilio' o lo que 'se ejecuto 
y se cumple en el domicilio del interesado: acep-

2 (.'f c·oncrm.,111uc10NI S<IUcn..-..a No T-S40dt 1'19~. MP Dr. EJ!latdo<.,r..:nlt'I Mu&,,. 

l C'f (.'Mf' Const1tut1onol. S.I• Plnui. S..Ucnc:ie So. ('. <~o d• l'IO~ M P llr f abio Moron l>l&t 

57 



. estos que sin perjuicio de la finalidad de aanes . , 
50 los servidos públicos. domiáfianos que es ,a • 

tisfacáón conaeto de necesidades personales, 
'"uanan una vinculación de los mentados ser-

~- "b vicios con el inmueble, aspecto que contri uye 

0 explicar por qué el propietario puede ser lla­
mado a responder aún cuando no seo consu­
midor directo y por qué existe también una ser 
fídoridad en los derechos, por cuya virtud los 
consumidores directos, asl no sean propieta­
rios, están habilitados para exigir que el servi­
cio les sea prestado efidentemente o que lo 
empresa prestadora repare un daño que se hayo 
presentado. 

«En este sentido, aun cuando tienen sus t11rac­
teristícas propias, bien vale la pena recordar lo 
existenda de fas llamadas obligaciones 'propter 
rem: denomínodos también obfigaáones rea­
les por oposíd6n a las obligaciones comunes 
que tienen vigenáa en el Derecho Civil y que 
implican uno cargo que se impone al que tiene 
el derecho de propiedad u otros deJechos rea­
les prindpales sobre una cosa, de donde le vie­
ne fa denomínaáón de obligaciones 'propter 
rem~ 

«De otra porte, cabe anotar que una regula­
ción pormenorizada que tuviera en cuenta la 
mayurla de los negocios jurldicos que una per­
sona estarla en condiáones de realizar con un 
bien inmueble de su prop;edad, para asignar 
e~ cada evento una consecuenda jurldica dis­
tinta en reladón con el cumplimiento de las 
obligaciones anejas al conúato de servidos 
públicos, fuera de no ser exigible al legislador, 
en caso de resultar posible lo haría incurrí, en 
un casuismo que, además de afectar la autono­
mía personal inádírfa en forma negativa so­
bre las condiaones de operaáón de unas em­
presas que necesitan recuperar los costos en 
los qu~ han incurrido y que están abocadas a 
garanlizar a los usuarios una prestoáón e1: • . 
1,,, .: , • 11aen 
,.,_ conunua e ,n,ntemimpida de los servidos a 
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su cargo, sin tomar en considerodón que los 
dificultades para obtener el pago de servidos 
ya prestados son enormes y que o/ hacerlas to­
davfa mas díffdles, sustrayendo al propietario 
de sus obligaciones, se surtirla un efecto con­
tTario o las finalidades sociales que lo Constitu­
ción y fa ley, en consonando con ella, le asig­
nana los servidos públicos, piénsese, por ejem­
plo, en el aiterio de redístribudón de ingresos. 

<rLos inconvenientes que se derivorfan de supri­
mirles o las empresas públicas lo posibilidad de 
obtener el pago de personas que, como los pra. 
pietorios, mantienen con el bien uno relod6n 
más durable, permanente y de mayor entidad 
que lo simple tenendo, serian más graves que 
los que eventualmente tendrfan que soportar 
los titulares del derecho de dominio, quienes 
en el coso de ser compelidos o efectuar el pago, 
por obro de lo solidaridad se subrogan en los 
acciones del aaeedor, al poso que evitan el 
corte del servicio y el pago de los derechos de 
reconexi6n que les resultorlon más gravosos"'. 

Cierto es que mediante los decretos 1122 de 1999 
y 266 de 2000 se quiso modificar el segundo inciso 
del articulo 130 de la ley 142 de 1994, pero tam­
bién lo es que tales decretos fu e ron declarados 
inexequibles en sentencias C-923 de 1999 y C-1316 
de 2000, manteniéndose en un ser la primera ver­
sión del mencionado texto legal. Sin embargo, en 
lo atinente a la presente demanda de tutela dicho 
texto fue desatendido por la Sala de casación Ci­
vil de la Corte Suprema de Justicia en su fallo de 
segundo grado, pese a ser posterior a las 
prenotadas sentencias de inexequibilidad. En efec­
to, obsérvese cómo la sala civil de casación en su 
proveído de instancia -del 23 de agosto de 2001· 
reivindicó el contenido de una preceptiva inexis­
tente, esto es, el articulo 43 del decreto 266 de 
2000 que en tomo a la solidaridad expresaba: 

"El propietario o poseedor o cualquier títUlo, 
el susaiptor y los usuarios, serón solidarios en 

--------------------- ~....,IClo!lu1~~P\.t,l,(o¡llofntlln6 

sus obligadones y derechos en el contrato de 
servicios públicos, siempre y cuando el propi~ 
torio o poseedor hoya dado expreso autorizo­
cí6n para que sus arrendatarios soliciten los 
serviáos. No operord la solidaridad enlle el 
propietario o poseedor del inmueble y el 
susaíptor o usuario en caso de que la empre­
sa omito el cumplimiento de este requisito-. 

Queda, pues, sufióentemente daro, que en punto 
a la solidaridad el segundo inciso del artículo 130 
de la ley 142 de 1994 no previó excepciones. 

Podrlan argumentar algunos que por virtud del 
articulo 18 de la ley 689 de 2001 el artículo 130 de 
la ley 142 experimentó modificaciones favorables 
a los intereses de los propietarios y poseedores de 
inmuebles en lo concerniente a la solidaridad.~ 
Con todo, debe hacerse notar que el mandato so­
bre ruptura de la solidaridad que predica la nueva 
versión del articulo 130 sólo comenzó a regir a 
partir del 28 de octubre de 2001, en contraste con 
la demanda de tutela que fue presentada el 14 de 
junio de 2001, de suyo ligada a hechos pretéritos, 
por fuerza no subsumibles en la actual preceptiva 
sobre solidaridad en servicios públicos domicilia-
• nos. 

Por otra parte debe recordarse que la solidaridad 
contemplada en la ley 142 de 1994, antes de la ley 
689 de 2001 se restringía a los tres primeros pe­
riodos de facturación insolutos, tal como lo venlan 
poniendo de presente la Corte Suprema de Justt­
cia, el Consejo de Estado y la Corte Constitucional 
(arl 140 ley 142 de 1994). Por lo mismo, se imper 
ne destacar que la solidaridad plasmada en la ley 
de servicios en modo alguno convalidada, y mu­
cho menos hoy, la inercia de las empresas de ser­
vicios públicos domiciliarios en tomo a la factura-

ción, continuidad y cobro de los servicios presta­
dos al moroso. Conviene también advertir que 
actualmente la solidaridad opera bajo un 
condicionamiento temporal de dos periodos con­
secutívos de facturación, esto es, la empresa que 
no le suspenda el servicio al arrendatario que ha 
incumplído su obligación de pagar durante dos 
periodos consecutivos de facturación, de ahi en 
adelante perderá toda opción de cobrar in sóli­
dum, o lo que es igual únicamente podrá recaer 
sobre el receptor directo del seNicío: el consumi­
dor (art. 14.Jl ley 142 de 1994). Sít>ndo daro que 
en tal hipótesis la solidaridad se limita a los dos 
periodos consecutivos de f acturaáón no pagados. 
Empero, las reglas previstas a partir de la ley 689 
de 2001 no podrían aplicarse al caso de autos por 
las razones históricas ya registradas: pues, senci­
llamente, la ley no puede aplicarse con sentido 
retroactivo. 

5. D caso <onaeto y los deredtos fundamen­
tales 

Antes de entrar en el examen de los hechos acae­
ódos conviene reiterar lo ya sostenido por esta 
Corporación en lo tocante a la relaóón que puede 
mediar entre los servicios públicos domiciliarios y 
los derechos fundamentales, tal como quedó ex­
presado en sentencia T·ll4 de 2001: 

--i. Esta corporoá6n ha expuesto que la cali­
dad de derechos fundamenta/es no les asiste 
únicamente o los relacionados por el Constitu­
-yente en el Capitulo I del Título JI de la Carta 
Política ya que existen derechos que si bien con­
siderados por si solos no tienen la calidad de 
fundamentales si la adquieren por encontrarse 
inescind,blemente vinculados a otros que la 
poseen pero que desaparecerían si aquellos no 
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son adecuadamente protegidos'. EnlTe ~tos 

h 'en'do los derechos del consum;dor se on re,1 . ~ . 'fii 
ando se trata de servidos púb/,cos uonna 1~ :S en los cosos de establecimientos educati­

W5, hospitalarios y carcelarios y ';11 razón d~ ~ 
conexidad con el derecho a vivrr en cond1a": 
nes dignas, a la edUCJ1óón, la vida y lo segun­
dad persona1.1 

•0e esta manero, se advierte que si bien la 
Corte ha reconocido lo viabilidad de la acción 
fh tutela para proteger los derechos de los 
usuarios de los servicios públicos domidliarios. 
t.SO protecáón se ha supeditado a lo conexidad 
entre toles derechos y derechos fundamenta­
les pues de lo contrario se estarla extenárendo 
eJ amparo a sítuaáones que no implican vulne­
ración de derechos de tal fndole y se estorfan 
desconociendo los mecanismos legales y admi­
nistrativos previstos paro protegerlos. 
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"J. En el Capítulo 111 del Título VIII de lo Ley 142 
de 1994 se regula el cumplímíento y la presta­
d6n del servido del contrato de servíáos pdbli­
ros y, entre otras cosas. lo suspensión por in­
cumplimiento. En ese sentido, en el articulo 
140 se indica que el ínwmplimiento del contra­
to por parte del suscriptor o usuario da lugar a 
la suspensi6n del servíáo en los eventos seña­
lados en las condiciones uniformes del contra­
to de servicios y en todo caso por la falta de 
pago por ef térmíno que fije la entidad 
prestadora sin exceder en todo caso de tres 
periodos de faaurad6n y por el fraude a los 
conexiones, acometidas, medidores o lineas. 

i' el articulo 141 prevé que el incumplimiento 
del contrato en fo11T1a repetida y en el caso de 
acometidos fraudulentas /a empresa puede t~ 
ner por resuelto el contrato Y proceder o/ corte 
del servicio. lo norma precisa que en este últi­
mo evento Y tratándose del serwdo de energía 

el«tnco, se entiende que ésta es un bien mue­
ble y que la obtención del servicio mediante 
acometida fraudulento constituye, para todos 
los efectos, un hurto. 

.,4. Pues bien, como puede advertirse, en el 
coso sometido a revisión de la Corte, el ordena­
miento íurldico habilitaba a la empresa de ener­
gfa eléctrico a suspender el servicio, a dedaror 
resuelto el contrato de suministro del servicio 
de energfo eléctrica, o proceder al corte del 
sentido y o promover contra el usuario fraudu­
lento lo acción penal correspondiente al delito 
de hurto. La suspensión del serviáo procedla a 
partir del tercer mes de incumplimiento del 
contrato, su resoludón ante la reincidenda en 
el incumplimiento, el corte del servicio como 
una consecuenda de lo resolución del contrato 
y la aa:i6n penal procedfa por lo naturaleza de 
hurto que la ley le atribuye a la obtendón del 
servido de energlo mediante acometidos frau­
dulentos. Este y no otro ero el tratamiento que 
debfa dársele al usuario Jesl1s Antonio Ramos 
Valenda. 

1 No obstante, como lo resolt6 eJ a quo, la Em­
presa de Energía de Boyacá se limitó a suspen­
der la prestación del servicio y a hacerlo de 
manera sucesiva pese a tener conodmiento de 
las reconexiones fraudulentas o que ocudlo el 
arrendatario. Nótese que, sin que se haya he­
cho efectivo el pago de un solo mes de servido, 
fas suspensiones se hicieron, como consecuen­
da de los sucesivos reconexiones, en tres opor­
tunidades en 1998, en dos en 1999 y en dos m6s 
en el 2000. 

.,Entonces, lo actitud que debió asumir lo Em­
presa de Energía de Boyocó no fue lo de con­
templar lo secuenáo de reconexiones fraudu­
lentas a que acudió el usuario paro acceder ol 
servido de energía elédrico sin pagar su costo 
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pues debi6 resolver el contrato y proceder al 
corte del servicio y al retiro de la acometida. 
Esta era su obligación pues su respansabílídad 
también se halla ligada o evitar el incremento 
desmesurado de una cuenta por prestad6n de 
servicios cuando él se propida en drwnstan­
das completamente Íllegulores. Además, tra­
tdndose de un presunto hecho puníbfe perdb~ 
do con ocasión del servido, debió ponerse ese 
hecho en conocimiento de las autoridades co­
"espondíentes paro que se investigue lo even­
tual responsabilidad penal del arrendatario Je­
sús Antonia Ram()S Va/enáa. 

-s. El trotomíento dado o la adora fue comple­
tamente diferente. A ello se le exig;ó el pago 
de lo elevada suma de dinero adeudada por el 
ª"endatario del inmueble y si bien no se discu­
te que el propietario, el usuario y el tenedor del 
inmueble son solidariamente responsables por 
virtud de la ley, tampoco debe desconocerse 
que el desbordado inaemento de lo oblígaci6n 
que el arrendatario tenla pendiente con la 
empresa prestadora del servido obedeció o lo 
incuria de ésta y no a otra coso. Ante ello, sí su 
negligenáa se halla vinculada al inaemento 
de Jo obligodón insoluta, lo adora no tiene por 
qué sobrellevar consecuencias jurfdicos que 
trasuntan un troto disaiminotorio en re/adán 
con el que se le dio al arrendatario durante el 
tiempo que VM6 en el inmueble. 

•En un coso similar al que aquí se considera la 
Corte expuso: 

« .. . las empresas demandados toleraron a . .. . . . 
aenaa y poaenao un compartomrento que 
puede constituir un delito continuado contra 
el patrimonio. y se limitaron a facturar men­
sualmente el costo del bien mueble sustroi­
do por medio de una acometida fraudulen­
ta; en consecuencia, incumplieron durante 
todo ese lapso su deber de actuar de acuer­
do con la ley vigente paro poner término o 

tal ~~á6n íffegular, y poro procvrar que 
.se ex,grera lo responsabilidad correspondien­
te al autor de lo conducto irregular detecta­
da, asl como se abstuvieron de reclamar de 
~~~pago collespondiente al daño y los per• 
JUICIOS que ocasionó. Es indudable, en conse­
cuenáo, que los empresas accionados ínc~ 
rrieron de esa manera en una vía de hecho , 
y con ello vulneraron los derechos fundamen­
to/es de lo adoro al debido proceso y a Jo 
igualdad•.• 

i1nte esta situaá6n, si bíen no hoy Jugar o vuf.. 
nerocídn de derechos fundamento/es por 
conexidad dado que la adora por su haber pa­
trimonial y el de su familia se encuentra en ca­
paddad de cumplir el pago requerido, si es da­
ro lo vulneraá6n de los derechos a la íguoldad 
y al debído proceso pues ella ha sido victimo de 
un tratamiento discriminatorio injustificado y 
por ende procede lo tutela solicitada". 

Consta en autos que mediante esaito del 26 de 
septiembre de 2000 el actor presentó ante EPM 
Bogotá un reclamo relativo a la instalación 
incon§ulta de varias lineas telefónicas en el inmu~ 
ble que él le habla anendado a INVESCOT LTOA a 
través de la Inmobiliaria Andes de Colombia. 
Enfatizando al respecto que dicha instalación no 
contó con su previo consentimiento, habida consi­
deración de su condición de copropietario del bien 
dado en arrendamiento. Igualmente afirmó que 
por no existir ninguna autorización expresa de su 
parte, no se da el requisito para que se configure 
la solidaridad con los arrendatarios, con el subsi­
guiente marginamíento legal de los propietaríos 
frente a las obligaciones derivadas de tales líneas. 

La demandada le respondió al peticionario con 
escrito desestimatorio de 10 de octubre de 2000, 
apoyándose al efecto en el articulo 3 del decreto 
1842 de 1991, en el artlrulo 134 de la ley 142 de 
1994 y en la solidaridad prevísta en el artículo 130 
de esta misma ley. En tal sentido adujo que no 
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. . . isito excepcional para solicitar 
existe n1n~n ;equn servicio público domiciliario, 
la. prestaa, 6n rse o~ sea capaz Y acredite la habi· 
mientras a pe d los 
tación o utilización del inmueble por uno . e 

ecfos probatorios estipulados en el Código de 
m ed

1
• • to r;.~1 Que por lo mismo la empre-Proc 1m1en \.I" • • 

sa no puede ignorar la solidaridad que. existe en-
tre el propietario del inmueble, _el susmptor Y los 

uarios según ténninos del articulo 130 de_ la ley 
: servicios públicos, sin perjuicio de la acaón de 
repetición que asiste al propietario que ha paga­
do por el arrendatario. Consecuentemente la 
empresa expresó su imposibilidad de exonera_r al 
solicitante del pago de las facturas correspondien­
tes a las lineas GOOnlS/16/17/18/19/20. Agregan­
do que en caso de continuar con las líneas ~el~fó­
nicas la empresa lo invitaba a una refinanc1aaón 
de la deuda o a un acuerdo de pago. 

Contra esta decisión el peticionario interpuso los 
recursos de reposición y apelaáón, los cuales fue­
ron dirimidos negativamente mediante acto del 
29 de noviembre de 2000 de EPM Bogotá, y a 
través de resolución 04953 del 12 de julio de 2001 
de la Superintendencia de Serviáos Públicos Oo­
micil íarí os. Sobre e I pa rti e ula r destacó la 
Superintendenáa el prinápio de universalidad que 
rige la prestaóón de los servicios públicos domici­
fiarios, a tiempo que resaltó el artículo 134 de la 
ley 142 de 1994 manifestando: 

'"'Como se señala, no puede exigirse un titulo 
especial al habitante de un inmueble sin impor­
tar si éste fue quien suscribió el contrato de 
ª"endamiento o no, para que fe sean presta­
dos los servidos públicos domíá/iarios y en ge­
neral en lo época de ocurrenda de los hechos, 
no se requería exigir documentaáón alguno y 
por_lo tanto la ~e!ebrodón del conúoto de pres­
toaon del serv,ao público de TPBC se encuen­
~~ dentro de los parámetros legales y la aduo­
adon de la empresa es válida-. (fl.8, cuaderno 
e segunda instanáa). 

~abe observar también que en el P'tned' te . lita r . .....,. 1en mi-
una so iatud de quince (15) lineas telefónicas 
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hecha por INVESCOT LTDA (fl.51), la cual fue aco­
gida favorablemente por EPM Bogotá, según se 
corrobora en la respuesta dada por ésta a la tute-­
la. Empero, tanto en la decisión de la reposición 
como de la apelación sólo se hace alusión a seis 
(6) llneas. 

Ahora bien, de acuerdo con todo lo expuesto re­
sulta patente que INVESCOT LTOA bien podfa soli­
citar la instalación de las lineas telefónicas que 
ameritara su actividad económica, pues en con­
sonancia con el articulo 333 de la Carta Política la 
libertad de empresa implica el acopio de herra­
mientas y medios que la hagan viable, dentro de 
los cuales se erige el servicio de telef onfa tanto 
local como de larga distancia. A lo cual se agrega 
que en modo alguno la ley 142 de 1994 ha esta­
blecido restricciones sobre el particular, y mucho 
menos ha llegado a exigir autorizaciones del arren­
dador que habiliten al arrendatario para acceder 
a los mentados servicios públicos. Sin perder de 
vista, claro es, que el principio de universalidad 
frente a los seivicios públicos domiciliarios debe 
concretarse dentro de los precisos marcos nor­
mativos que jamás le hacen concesiones al abuso 
del derecho. 

Cosa distinta ocurre con el factor temporal de la 
solidaridad inscrita en la ley de servicios públicos 
para la época de los hechos, donde, según lo ha 
destacado esta Corporación, el propietario sólo 
estaba cobijado por la solidaridad hasta el monto 
resultante de la sumatoria de los tres primeros 
períodos de facturación no pagados por el arren­
datario. Sin perjuicio de que una vez satisfecha la 
deuda total, ante una nueva morosidad del arren· 
datario se reeditara la solidaridad por el mismo 
lapso. 

En cuanto a la mora se refiere afinnó el actor que 
INVESCOT LTDA no pagó los cargos de instalación 
ni los primeros meses del servicio, frente a lo cual 
la empresa no cumplió con la suspensión que la 
ley dispone (fl.76). Por su parte la dernandada no 
refutó estos cargos, ni allegó pruebas sobre la sus­
pensión del servicio, y mucho menos sobre la ter-
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minación del contrato y el corte del serviáo, todo 
lo cual era procedente a partir del tercer periodo 
de facturación (plazo máximo) según fueran ocu­
rriendo los hechos. Es decir, la empresa no satisfi­
zo fa carga de la prueba que pudiera darle la ra­
zón frente a las medidas que debla tomar en el 
caso debatido. MAs aún, bajo la misma cuerda 
resulta evidente que ante el incremento de la deu­
da EPM BogotA ni siquiera suspendió el servicio, 
en contraste con el tratamiento de cobro que le 
dio al actor, traduciéndose esta s~uaáón en una 
wlneración del derecho a la igualdad y al debido 
proceso. Ciertamente hubo un trato arbitrario 
contra el peticionario, a quien la empresa le quie­
re endilgar los et ectos de su propia incuria, a tiem­
po que se violó el procedimiento indicado en la ley 
142 de 1994 para el evento de la mora. 

• 

Pues bien, teniendo en cuenta que para el caso de 
autos existe un medio de defensa judicial, pero 
advirtiendo a la vez la necesidad de evitar un per­
juicio irremediable, bajo los anteriores 
lineamientos se le tutelarán al solicitante de ma­
nera transitoria los derechos a la igualdad y al 
debido proceso, debiendo a su rumo hacer valer 
sus derechos en el respectivo proceso de cobro, y 
llegado el caso al tenor de la acción de repetición. 
Por lo mismo se dispondrá que, a instancias de 
esta acción de tutela el demandante sólo ~ obli­
gado a pagar las cantidades correspondientes a 
los tres primeros perf o dos de facturación que la 
arrendataria no pagó. Tal y como lo pregonaban 
las reglas sobre solidaridad en la época de los he­
chos bajo examen. 

Consecuentemente se revocará el fallo de pñme­
ra instancia y se confirmara -aunque por razones 
jurídicas distintas- paráalmente el del ad quem, 
resolviendo en su lugar lo pertinente. 

DECISION 

Con base en las expuestas consideraáones la Sala 
Primera de Revisión de la Corte Constitucional, 
administrando justicia en nombre del pueblo y por 
mandato de la Constitución, 

RESUELVE: 

Primero.• Por las razones expuestas en este pro­
vef do, confinnar pardal mente la sentencia del 
23 de agosto de 2001 de la Sala de Casaáón CIVil 
de ~ Corte Suprema de Justicia, esto es, en lo con­
cerniente al amparo del derecho al debido proce­
so, dentro de la acción de Mela promovida por el 
señor JUAN MANUEL OSORIO ACEVEOO contra 
EPM Bogotá, SA E.S.P. 

Segundo.- Protegerle al actor el derecho a la 
igualdad. 

Tercero.- ordenar a EPM Bogotá, SA E.S.P. no 
cobrarle al actor más de las sumas correspondien­
tes a los tres (3) primeros periodos de facturación 
no pagados por la empresa INVESCOT LTO,\ 

cuarto.- Por Secretaría, líbrese la comunícaóón 
de que trata el articulo 36 del Decreto 2591 de 
1991. 

JAIME ARAÚJO RENTERIA. Magistrado Ponente; 
AlFREDO BELTRAN SIERRA. Magistrado. MANUEL 
JOS~ CEPEDA ESPINOSA, Magistrado. MARTHA 
VICTORIA sACHICA MENOEZ, Secretaria General. 

63 



SAIA DE LO CONTINCIOSO ADMINISTRATIVO 
CONSEJO DE ESTADO • SECCIÓN CUARTA 

AlfS ENTRE EMPRESAS NO PUEDEN AFEOAR A LOS USUA· 
INCUMPUMIENTOS coNIRACRJ RIOS 

CONSEJERO PONENTE: DOCTOR CiERMAN AVALA MANTILLA 

Ref.: Ol Actor FUNDACIÓN COMUNITARIA MOMIL EN MARCHA V OTROS ~io=l~~=~::~~NAL Cl~NAGA GRANDE SA V OTROS. Acción Popular. 

FAU.O. 

Bogotá, o.e., tres (l) de julio de dos mil tres (2003) 

CONSIDERACIONES 

La Constituáón Política de 1991 al reconocer los 
derechos y garantias de los áudadanos, estable­
ció que corresponde al Estado la protección de 
una serie de derechos colectivos. 

Como mecanismo de protección y aplicación de 
los derechos, estableció en su artículo 88, la ac­
ción popular para la protección de los derechos e 
intereses colectivos, relaóonados con el patrimo­
nio, el espacio, la seguridad y la salubñdad públi­
cos, la moral administrativa, el goce de un am­
biente sano, la libre competencia económica y 
otros de similar naturaleza que se definan en la 
ley. 

Con base en el anterior marco constituáonaL fue 
expedida la ley 472 de agosto 5 de 1998 cuya 
finalidad es la protección de los derechos e intere­
ses colectivos, cuando éstos resulten amenazados 
por la acción u omisión de las autoridades públi­
cas o de los particulares. 

Esta ley reguló las acciones populares, sobre las 
cuales cabe señalar que tienen un caráder 
preventivo, como quiera que se ejercen para 
~r el daño contingente, hacer cesar el pe­
ligro, la amenaza, la vulneración o agravio 
so_bre los derechos e intereses colectivos, 0 resti­
tuir las cosas a su estado anterior cuando fuere 
posible. (articulo 2º). 
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Esta dase de acción procede, como ya se anotó, 
contra toda acción u omisión de las autoridades 
públicas y de los particulares, que hayan violado o 
amenacen violar los derechos e intereses colecti­
vos, sin que se requiera interponer previamente 
los recursos administrativos como requisito para 
su procedíbilidad, lo que indica que la acción pro­
cede, sin perjuiáo de las demás acciones o recur­
sos que tengan a su favor los ciudadanos. 

En su trám~e, el juez deber~ observar los princi­
pios constituáonales, en especial el de prevatenda 
del derecho sustancial, publicidad, economf a, efi­
cacia y celeridad. Igualmente deberá velar por el 
cumplimiento del debido proceso y deberá adop­
tar las medidas conducentes para adecuar la peti­
ción a la acción que corresponda. 

la parte actora centra su controversia en solicitar 
que se ordene a la sociedad Electrocosta S.A. res­
tablecer el servicio público de energf a eléctrica 
en las distintas estaciones de bombeo de E.R.CA 
S.A., para que dicha empresa pueda suministrar 
el servicio de agua potable a los Municipios de 
Purísima, Momil, Chimá, San Andrés y San Antero; 
sin perjuicio de que Electro costa S. A. haga ef ec­
tivo el cobro de sus facturas y llegar a un acuerdo 
con ERCA para que se instalen unos medidores, 
que determinen el consumo real y se cobre el pe­
riodo adecuado, estableciendo unos costos y unos 
periodos de tiempo que les permitan cumplir con 
dicha deuda. 

En efecto, en el caso que ocupa la atención de la 
Sala, y después de estudiar los elementos proba­
torios allegados en el expediente establece la Sala 
que la empresa ERCA S.A. es quien se encarga de 
la administración, producción y comercialización 
del agua potable a los Municipios de Momil, San 
Andr~ de Sotavento, Chimá, Purfsima y anterior­
mente también del Municipio de San Antero, el 
agua es vendida en bloque a estos Municipios y 
son éstos últimos los que facturan a los usuarios el 
cobro del servido. 

La empresa ERCA S. A., compra la energfa elédfi. 
ca para su funcionamiento a ELECTROCOSTA S. A. 
adeudándole parte del valor de la energía sumi­
nistrada desde 1998 pero a su vez los Municipios 
le adeudan a ERCA SA el valor del servióo de 
agua suministrado. . 

Señala el Tribunal que ELECTROCOSTA S.A. ha 
facturado todo el tiempo la energfa sobre carga 
censada o promediada, sin tener en cuenta el re­
sultado de los medidores de las dependencias don­
de los hubiere, resultando de ello una facturaáón 
que no responde al consumo real de energia por 
parte de los usuarios. Por otra parte, EJectrocosta 
SA suspendió el serviáo a ERCA S. A. en varias 
oportunidades, aduciendo la falta de pago dando 
como resultado la suspensión del servicio de acue­
ducto a dichos Municipios. 

La falta de suministro de agua potable ha obflga­
do a los ciudadanos de los Municipios de San An­
drés de Sotavento, San Antero, Purisima, Momil y 
Chimá a tomar el agua de las ci~nagas, pozos y 
charcos, las cuales no reúnen las condiciones téc­
nicas exigidas por el Decreto 475 de 1998, lo que 
incide negativamente en la salud pública y en las 
condiciones de vida, produciéndose en consecuen­
cia un daño grave a la comunidad de dichos Muni­
cipios, ya que dicha agua, no es apta para el con­
sumo humano como lo demostró el informe pre­
sentado por la Fundación Grito de la Tierra (As 1-
29 cuaderno 2), 

De lo anteriormente e)(puesto concluye la Sala 
que con la pr~ción írregular del servicio de agu~ 
potable que vienen recibiendo los habitantes de 
los Municipios de Momíl, San Andrés de Sotaven­
to, Chimá, v Purfsima se están wlnerando los 
derechos colectivos a una prestación eficiente y 
oportuna de los servicios públicos, a la salubridad 
pública y al acceso a una infraestructura de sefVi­
cios que garantice la salubñdad pública, enuncia­
dos en el artfculo 4º de la Ley 472 de 1998 y su 
protección garantizada por el articulo 88 de la 
Constituáón Política. 

Para la Sala es daro que los Municipios de confor­
midad con el articulo Sº de la ley 142 de 1994, 
están en la obligación de asegurar la prestación 
de los servicios pl'.lblicos domiáliaños en sus terri­
torios. 

No obstante que ERCA SA y ELECJROCOSTA SA 
prestan los servicios públicos de agua potable y 
energía a los habitantes de los Municipios, tales 
servicios no pueden afectarse por el incumplimien­
to en el pago que sea imputable al Municipio. 

En relación con las condiciones de pago de la deu­
da por parte de los municipios a ERCA SA y de 
ésta a ELECTROCOSTA SA se observa que tal 
situación resulta ajena al fin perseguido con la in­
terposición de la presente acción. No obstante 
resulta necesario reiterar a las accionadas que el 
incumplimiento contractual no puede afectar los 
derechos de los usuaños de los servicios públicos 
que se prestan y que tales díferencias deben ser 
solucionadas a través de los mecanismos legal­
mente establecidos, se precisa que en el acuerdo 
suscrito se determinaron las sumas pendientes de 
cancelar ELECTROCOSTA por parte de los Munici­
pios y ERCA SA y la forma de pago Y_ sus ~lazos 
por lo cual con el pertinente titulo e1ecutlvo es 
viable el indicado cobro. 

Asimismo, se observa que como !ª se instalaron 
medidores en todas las dependenoas de ERCA SA 

ELECTROCOSTA. queda obligada a facturar sólo , 
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ocnnndiente al consumo que re­
los valores corr ""''7 
gistreri dichos medidores. 

• • • 
. de la apelación del Mun1op10 

Ahora bien r~pecto dvierte que se 
d és de Sotavento se a 

de San An r la denas contenidas en la sen­
fundamenta en 5 con • anónimo 

• del tnbunal, por ruanto es soao 
tenca I le podla vinrular y condenar en el por lo rua no se tita 

roceso al hacerlo la sentencia fue extrap_e. . • 
P Y fue demostrado que el Mun1ap10 Agrega que no 
tenga deudas con ERCA SA Y que ~n ~so ~e te­
nerlas el proceso a seguir era un eJecutiVo singu­
lar, amen de que no se tuvo en cu~nta 1~ pru~ba 
trssladada que demuestra la cuan~osa inversión 
que hizo el Municipio para garantíZar la ~resta­
óón del seiviáo de agua potable y la aeaaón de 
su propio acueducto. 

Al respecto la Sala advierte que la condición de 
socio que se alega no ha sido demostrada, que 
efectivamente no fue parte demandada en el pro­
ceso y por tanto no se le podla condenar, . s_~a­
ción que igualmente sucede con los mun1ap1os 
citados en el numeral 1 y s del fallo, por lo cual se 
revocaran estos numerales en cuanto a los entes 
territoriales se refiere. Esta revocatoria no exo­
nera a los citados municipios de realizar las ges­
tiones presupuestales y financieras necesarias 
tendientes a pagar las deudas con las empresas 
de servíóos públicos si la hubiere. Esta decisión 
releva a la Sala de estudiar los otros argumentos 
de la apelación. 

En cuanto a los argumentos manifestados por 
ELECTROCOSTA en el recurso de apelaáón en el 
sentido de impugnar la liquidación hecha por el 
Tnbunal, la Sala encuentra que dicha obligación 
se encuentra plasmada en el acta que se elaboró 
bajo la supervisión del Delegado de la 
Supeñntendenóa de Servicios Públicos (As. 547 y 
548), cuya liquidación se efectuó en cumplimien. 
lo de las reglas previstas para la prestación del 
servicio, por tanto le asiste razón en este punto a 
la Empresa de Energia ELECTROCOSTA. Si em-
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bargo se precisa que dicha sociedad prestadora 
de servicios deberá restablecer el servicio de ener­
gía a fin de que no se perjudique la prestación del 
servicio de acueducto, tal como se dijo anterior• 
mente, toda vez que con su conducta se af ectarfa 
gravemente la prestación del servicio de agua 
potable, con perjuiáo de la comunidad. 

Sobre el incentivo, la ley 472 de 1998 prevé que 
cuando en un juicio, inióado en ejerócio de la ac­
ción popular, se ordene la protección de intereses 
0 derechos colectivos el demandante tendrá de­
recho a recibir un incentivo el cual el juzgador lo 
fijará entre diez y hasta ciento cincuenta salarios 
mfnimos mensuales (arts. 34 y 39). 

En cuanto a la apelación de FUCOMAR para que 
se le conceda el incentivo la Sala accederá a su 
pretensión por cuanto como accionante tiene 
derecho al mismo en igualdad de condiciones con 
los demás actores. 

A1 respecto la Corte Constitucional, en la senten­
áa C-215 proferida el 14 de abril de 1999 sobre 
unas demandas de inconstitucionalidad de la ley 
4n de t998, indicó: 

"La carenáa de contenido subjetivo de las ac-
• • • óones populares implica que en pnnap10 no 

se puede perseguir un resarcimiento de 
tipo pecuniario a favor de quien promue­
ve el reclamo judiáal de un interés colec­
tivo. Solamente, en algunos casos, el legisla­
dor ha previsto el reconocimiento de los gas­
tos en que incurra la persona que actúa en 
defensa del interés público o de una recom• 
pensa, que de todas maneras no puede con· 
vertirse en el único incentivo que debe tener 
en mira quien debe obrar más por motivaci~n 
de carácter altruista y solidario, en beneficio 

rt "1 de la comunidad de la que forma pa e • 

Cuando el juzgador deba fijar la recompens~ 0 

incentivo no debe hacerlo caprichosamente, sino 

de manera razonada - arbitrio judicial razonado ~ 
, para lo cual debe tener en cuenta la gestión del 
demandante y la siruacíón económica de la per­
sona o personas demandadas, precisamente, para 
que su decisión sea adecuada a la realidad. 

En consecuencia, teniendo en cuenta la calidad 
de la gestíón de los actores y la realidad económi­
ca de los Municipios y de las empresas demanda­
das, se modificar~ la suma establecida por el Tri­
bunal, en el sentido de fijar como recompensa a 
favor de los primeros y a cargo de los segundos 
nombrados , cincuenta (50) salarios mlnimos le­
gales mensuales, los cuales serán repartidos en­
tre los actores populares por partes iguales. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Cuarta, administrando justicia en nombre de la 
República y por autoridad de la ley, 

FALLA: 

AMPARANSE los derechos colectivos a la seguri­
dad y salubridad pública, a favor de los actores, y 
en consecuencia se dispone: 

l. REVÓCANSE los numerales 1, 2, y 5 de la 
sentencia impugnada 
2. CONFÍRMANSE los numerales 3,4,6, 7 y 8. 
3. ADIOCIÓNASE a lo anterior lo siguiente: 
las sociedades ERCA SA y ELECTROCOSTA 
SA procederán a restablecer los serviáos de 
energía y el suministro dentro las 24 horas s~ 
guientes a la notificación de ésta decisión. 
4. CONDÉNASE a las sociedades 
ELECTROCOSTA S.A. y ERCA SA a pagar el 
incentivo a favor de las asociaciones 
'~OTRAMON", CLUB DEPORTIVO DE SOFBOL 
BARRIO VENEZUELA", "JUNVIVI", "ASOCIACIÓN 
DE HOGARES COMUNITARIOS DEL BIENESTAR 
DEL BARRIO El MAMON", JUNTA DE ACCIÓN 
COMUNAL DEL BARRIO LAS LAMAS", 

·ruN.DEGRAM", Y la Fundación Comunitaria 
~omll en marca "FUCOMAR" el equivalente a 
ancuenta (SO) salarios mlnimos legales men­
sual~, dicho incentivo será distribuido por par­
tes iguales entre estas asociaciones. 
5. CONFÓRMESE el Comité de Verificación 
para el cumplimiento de esta sentenóa el rual 
quedará así: Dos (2) personas seleccionadas 
por las entidades demandantes, una (1) perso­
na integrante de la empresa ERCA SA, una (1) 
persona integrante la empresa ELECTROCOSTA 
SA, las dos últimas serán seleccionadas por 
cada entidad respectivamente, el Defensor del 
Pueblo o su delegado en Córdoba, el quienes 
deberán rendir infonne de su gestión al Tribu­
nal Administrativo de Córdoba. 

Cópiese, notiffquese, pubUquese, comunlquese, 
devuélvase el expediente al Tribunal de origen y 
cúmplase. 

La anterior providenóa fue considerada y apro• 
bada en la sesión de la fecha. 

UGIA LÓPEZ DfAz 
Presidente de la Secáón 

GERMAN AYPJA MANTILLA 

MARIA INB ORTIZ BARBOSA 

JUAN ANGEL PALACIOS HINCAPIE 

MERCEDES TOVAR DE HERRAN 
Secretaria General 
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.-.kflkOI _______________ _ 

SENffNCIA 1"'90/0l 
CORTE CONS1 ,ruaoNAL • SOLIDARIDAD 

Referencia: expediente ~-7oo57~nso Lozano Lozano contra la Electrificadora del Tolima SA, E.S.P. 
A«ión de tutela promovida por 
Magistrada Ponente: .. , ... EZ 
Dra. aARA INÉS VARGAS HERl'W'D 

B "" D e seis (6) de junio de dos mil tres ogo'lll, . ,, 
(2003). 

CONSIDERAOONES Y FUNDAMENTOS 

Competenda. 

1.· La Corte Constitucional es competente para 
revisar el fallo proferido en el asunto de la refe­
rencia, de conformidad con lo previsto en los artf. 
culos S6 y 241-9 de la Constituóón Polltica, el De­
creto 2591 de 1991 y las demás disposióones per-

6nentes. 

Asunto objeto de revisión y existenáa de pre­
cedentes aplicables al caso 

2.· El actor considera que para la reconexi6n del 
selVicio de energía la Empresa Electrificadota del 
Tolima solamente puede exigir el pago de tres pri­
meros períodos vencidos, pues incumplió con el 
deber de suspender el suministro cuando su arren­
datario incurrid en mora. Por su parte, la entidad 
rechaza la acusación y estima que el propietario 
del bien no puede trasladarle las consecuencias 
de sus vlnculos contractuales, por cuanto él es 
deudor solidario frente a las obligaciones deriva­
das del suministro de energia. y porque no existe 
amenaza a algún derecho fundamental que haga 
procedente la tutela para dirimir esta clase de con• 
troversias. 

Como primera medida la Corte advierte que en 
oportunidades anteriores ha estudiado casos que 
guardan un alto grado de similitud con el que aho--
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ra ocupa la atención de la Sala, razón por la cual 
las consideraciones allf expuestas habrán de ser 
tenidas en cuenta para adoptar la decisión a que 
hubiere lugar. De ellas se destacan las sentencias 
T-927/99, T-1016/99, T-1432/00, T-334/01, T-1225/ 
01, T-798/02, T-953/02 y T-011/03, proferidas por 
diferentes Salas de Revisión de esta Corporación 
y que constibJyen precedentes en la materia. 

El deber de suspensión oportuna del sel'\lido 
a cargo de empresas de servidos públicos do­
miáliarios. Reiterad6n de jurisprudenáa 

3.- Et artfrulo 140 de la Ley 142 de 1994 (modifica­
do por el articulo 19 de la Ley 689 de 2001) consa­
gra el deber de las empresas de servidos pl)blicos 
de suspender el servicio ante la mora en el pago 
de las facturas, "sin exceder en todo coso de dos 
(2) periodos de facturadón en el evento en que 
ésto sea bimestral y de tres (3) periodos cuando 
sea mensual (. .. )n. 

Significa ello que ruando no se cancela oportuna­
mente la prestación de un servicio público domici­
liario, las empresas prestadoras tienen la oblíga­
áón de suspender, máximo al vencimiento del ter­
cer periodo de facturación, et suministro del servi­
cio por ellas ofrecido. Y como ha sido explicado 
por la Corte1 , esa exigencia no sólo constituye una 
garantía para la empresa, quien ejerce un meca· 
nismo legítimo de coacción que de alguna mane­
ra le permite asegurar el pago de un crédito, sino 
que constituye también una garantf a para los pro­
pietarios de los inmuebles, en el evento en que sus 
arrendatarios incurran en mora en el pago de sus 
obligaciones, pues con ello se evita que la deu~a 
incremente en el tiempo sin ninguna conseruenoa. 

4.- Sin embargo, lo anterior debe interpretarse 
sistemáticamente con el articulo 130 del mismo 
estatuto (modificado por el articulo 18 de la Ley 
678 de 2001 ), según el cual el poseedor o el pro­
pietario del inmueble, el suscriptor y el usuario, 
son responsables solidarios en sus obligaciones con 
la empresa, salvo cuando la entidad se abstiene 
de suspender oportunamente el servicio. Al res-­
pecto, la norma seftala lo siguiente: 

Parágrafo.- Si el usuario o suscriptor incumple 
su obligación de pagar oportunamente los ser­
vicios facturados dentro del término previsto 
en el contrato, el cual no excederá de dos pe­
riodos consecutivos de f acturaáón, la empresa 
de servicios públicos estará en la obligación de 
suspender el contrato. Si Ja empresa 
incumRle la obli1ación de la suspensión 
del servicio. se rom¡,erá la solidaridad pre: 
!ista en esta ru,nna." (Subrayado fuera de 
texto) 

En consecuencia, si la empresa omite un deber 
que le impone la ley, no puede luego trasladar los 
efectos de su incorrecto proceder a terceras per­
sonas, pues con ello abusa de su posición domi-, 
nante frente a los usuarios o suscriptores del ser­
vicio2 • 

5.- De la misma forma y siguiendo los parámetros 
sentados por la jurisprudencia constitucional, en 
el evento en que los usuarios procedan a 
reconectar de manera fraudulenta el servicio las 
empresas prestadoras deben adoptar las medi­
das necesarias para evitar situaciones de esta na­
turaleza, pues no se justifica que teniendo a su 

alcance diferentes ~erramientas técnicas y iurkft­
cas asuman una actitud pasiva lim:.tndos 

• , 110 e a con-
tinuar_ facturando un servicio ilegalmente presta-
do. S1 ello no orurre, las empresas habrán vulne­
rado los derechos al debido proceso y a la igual­
dad, Y la tutela será procedente para corregir ta­
les yerros. 

Sobre el P~~cular, en la sentencia T-927/99 MP. 
Carlos Gavina Dlaz. la Corte analizó un caso simi­
lar ~I q~e ahora orupa la atenáón de la Sala y dijo 
lo s1gu1entet : 

•en estos ténninos, las empresas demandadas 
to!eraron a ciencia y paciencia un comporta­
miento que puede constituir un del~o continua­
do contra el patrimonio, y se limitaron a factu­
rar mensualmente el costo del bien mueble 
sus1rafdo por medio de una acometida fraudu­
lenta; en consecuenáa, inrumplieron durante 
todo ese lapso su deber de actuar de acuerdo 
con la ley vigente para poner ténnino a tal si­
tuación irregular, y para procurar que se exi­
giera la responsabilidad correspondiente al 
autor de la conducta irregular detectada, asl 
como se abstuvieron de redamar de él el pago 
correspondiente al daño y los perjuicios que 
ocasionó. Es indudable, en consecuenáa, que 
las empresas accionadas incurrieron de esa 
manera en una via de hecho, y con ella vulne­
raron los derechos fundamentales de la adora 
al debido proceso y a la igualdad.· 

6.- la responsabilidad solidaria entre el propieta­
rio de un inmueble (generalmente el suscriptor) y 
su arrendatario (usuario) se quebranta ante la 

1 <:fr. ~nien.:1• T-1 ~2S de 1tlU 1 :\1P. Al~do Bcllrin Siena u l'l'rk llltck\ "-"' d,:rc,:t..>< sl ,kt,1,!,, pru.:no )' s ~ ,gwildo.-1111\ ,-.;:id,,-, p<>t I• r,1,r,ct:11U 

de WI llllllutble, luq:u de CURiiJcra que ELEl ·TRoc OSTA S.A. lubu in.."lmlpliJo su,,"""'ª' 14>- .al 11<.' ll3her suspendido OpMIIIWllfflle el :iocn1cm 

de cner¡~ anic I• mom por pan.: de 1,,. 11m:ndalari<>t.. 

2 Cfr Scntffl<"i1 T·\l27 d• IW/ 1"1~ ("arios Ganria D..u. La <:onc analizó 1"'.11' rnmma ,cz el 1cma ~ b sohd>ndad c,, el pago Je .cn.ici<'l publ,.:..--.s 

entre 101 l'l\'1'1CW11~ )º lús ~~W\ot ~ llll mmuclilc, a.1 -,,n,o las ~oru.c,:ucn.;1-.s, &n,~ .S.:I ,....-:umphmu:nl<' Je 1 .. ~ m1i,~• de ,ci,,,.,.,. 
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negligencia de la empresa para suspender el ser­
vicio o adoptar las medidas pertinentes en caso 
de reconexiones fraudulentas. A partir de ese 
momento, "la entidad está voluntariamente su­
ministrando el servicio y por lo tanto no puede 
responsabi/kor de lo carga económica que de ello 
resulte al propietario del inmueble"•. 

7.- la Corte también ha explicado cu.iles son las 
consecuencias que se derivan del incumplimiento 
de las obligaciones a cargo de la empresa. Asf, en 
la sentencia T· 1412 de 2000. preósó que los pro­
pietaños de un inmueble tienen derecho a obte­
ner la reconexión del servicio, previo el pago úni­
camente de las tres facturaciones iniciales, más 
los gastos de reinstalación y reconexión, as( como 
los recargos por dichos conceptos: 

"La empresa, en el evento del no pago de los 
servicios durante el indicado lapso esta 
facultada no sólo para suspender1o, sino para 
exigir el pago del mismo. Su omisión le impide 
ejercer estas atribuciones frente al propietario 
deudor solidario, quien tiene el derecho de ob­
tener la reinstalación y prestación de los servi­
cios, mediante el pago de la oblígación conte­
nida durante las .3 facturaciones iniciales, más 
los correspondientes gastos de reinstalación y 
reconexión y los recargos durante dicho perio­
do. Por lo tanto, desconoce, además, la empre­
sa el derecho al debido proceso, cuando de­
biendo interrumpir el servicio por el no pago 
no lo hizo, y abusando de su posesión dominan­
te le exige el pago de lo facturado en &ceso a 
los mencionados 3 meses y suspende el servi­
cio el propietario del inmueble. 

En consecuencia, la propietaria del inmueble 
tiene derecho a que se le reinstale el senñcio 
de energla suspendido, porque la entidad ac­
cionada debió proceder a la suspensión del ser­
vicio, en el momento en que el arrendatario 
incumplió con el pago de tres períodos de fac­
turación, para asegurar no sólo la protección 

de sus propios intereses, sino los derechos del 
propietario del inmueble. 

Si bien la empresa suspendió el servido en for­
ma tordfa, (11 meses después), alegando como 
causal la falta de pago, no puede ahora exigir, 
para la reinstalad6n del selVÍdo, el pago de lo 
focturod6n completo que se adeudo, por cau­
sas s6/o o ello imputables. No es admisible que 
lo negligencia para cumplir con las obligado­
nes a su cargo pueda repercutir en la ofecta­
dón de los derechos del propietario del inmue­
ble, quien si estuvo atento a la situación de in­
cumplimiento, y dio aviso oportuno de la mora 
en que se encontraba el ª"endotario. " 

8.- En todo caso, la protecáón de los derechos al 
debido proceso y a la igualdad no depende de que 
el propietario o poseedor haya informado a la 
empresa sobre sus vfnculos contractuales (exis­
tencia de un contrato de arrendamiento), ni es 
necesario que medie una solicitud de suspensión 
del senñáo por parte de aquellos, pues las obliga­
ciones de la empresa son autónomas y se derivan 
directamente de la ley, según lo ha explicado la 
jurisprudencia de ésta Corporación. Así, en la sen­
tencia T-334/01 MP. Jaime Córdoba Trivifto, al co­
nocer de una acción de tutela presentada contra 
la Empresa Energía de Boyacá, la Corte indicó: 

uPor una parte, no es cierto que la tutela de 
derechos fundamentales como los de igualdad 
y debido proceso se halle condicionada a la in­
formación que cada arrendador deba dar a las 
empresas de servicios públicos sobre quiénes 
ejercen el derecho de tenencia sobre los 
inmuebles. Tampoco es cierto que la suspen­
sión v el corte del servicio de energfa se condi­
cionen a la soliátud que en ese sentido haga el 
interesado pues quien verifica el incumplimiento 
de las condiciones contractuales es la entidad 
prestadora del servicio y a ella es que habilita 
la ley para suspender el servicio o para cortarlo 
en caso de incumplimiento reiterado o de aco­
metidas fraudulentas." 

4 Sm1m<1• T-011 dt ~ºº~ MP. ~1..noJcl l~ l,¡,cd.1 a rort. ~,\eró los COlMOS onpua10, CII I• '>cnlell<t1 T-l22) de 2001 
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9.- Todo lo anterior permite concluir que las em­
presas de servicios públicos tienen la obligación 
de suspender el servicio a más tardar al tercer 
periodo de mora en el pago; que en caso de no 
hacerlo deben asumir directamente la responsa­
bilidad por su negligencia; y que en estos eventos, 
para la reconexión del servicio solamente pueden 
exigir el pago de los tres periodos iniciales, asl como 
los gastos de reconexión, reinstalación y los rec.ar­
gos en mora. 

Entra pues la Corte a estudiar la situación del se­
nor Alfonso Lozano lozano. 

Caso <onueto 

10.- Como pasa a explicarlo, la Sala considera que 
en esta oportunidad se reúnen los.supuestos para 
conceder el amparo de los derechos a la igualdad 
y al debido proceso del señor Alfonso lozano ~ 
zano. 

En efecto, la empresa demandada reconoce que 
el peticionario es suscriptor del servido de ener­
gfa de un inmueble a su nombre, quien para la 
fecha de presentación de la tutela registraba un 
total de 69 periodos vencidos. De igual forma, 
reconoce que la suspensión del servicio solamen­
te tuvo lugar el 16 de octubre de 2000, es decir, 
cuando ya hablan pasado más de tres periodos de 
mora en el pago de las facturas del servicio, lo 
cual supone el incumplimiento de los deberes im­
puestos en la Ley 142 de 1994. 

De otra parte, la Corte observa algunas 
inconsistencias en las afirmaciones del represen­
tante de la entidad, pues no se explica cómo pudo 
haberse ordenado la suspensión del servicio en 
mayo 9 de 2001 y julio 23 de 2002, sí desde octu­
bre del año 2000 no se registró ninguna variación 
en el consumo, según fue efectivamente acredi­
tado por la propia empresa durante el trámite de 
la tutela. En todo caso, y como ha ocurrido en 
otras oportunidades, la Corte considera que si la 
entidad tuvo conocimiento de reconexiones frau-

dulentas debió adoptar medidas al respecto y no 
limitarse a continuar facturando el servicio, pues 
incumplió con ello expresos deberes impuestos por 
la ley. 

Ahora bien, asf como para el empresa es irrele­
vante si el inmueble estaba o no arrendado, para 
el suscriptor también son irrelevantes las razones 
por las cuales la empresa se abstuvo de suspen­
der el servicio oportunamente. es deár, llegado el 
tercer periodo de mora. Y asf como el peticiona­
rio no puede trasladar a la empresa los efectos de 
sus vfnculos contractuales, tampoco puede aque­
Ua trasladar al suscriptor los efectos de su neglj.. 
gencía. particularmente para fa suspensión del 
servicio de energía cuando debió hacerlo. 

No obstante, según fue explicado anteriormente 
(ver fundamento No. 8), no era necesario acredi­
tar la e.xistencia del contrato de arrendamiento y 
ni siquiera debió mediar la solicitud de suspen­
sión, aún cuando efectivamente ella se presentó 
según lo informa el peticíonario y se desprende 
de la respuesta suministrada por la accionada el 
10 de octubre de 2000. 

Lo anterior demuestra entonces cómo la Empre­
sa Elecbili1.ctdora del Tolima incumplió con la obli­
gación de suspender oportunamente el servicio 
de energla en el inmueble referido, pues debió 
hacerlo máximo al vencimiento del tercer perio­
do de mora en el pago y no hasta octubre del año 
2000, cuando ya hablan transcurrido varios me­
ses adicionales. As{ mismo es claro que la exigen­
cia del pago de toda la deuda, como condición 
para la reconexión del servicio, supone trasladar 
al accionante las consecuencias de la conducta 
negligente asumida por la entidad, lo cual contra­
dice los mandatos señalados en la ley y desarro­
llados por la jurisprudencia. 

Esas circunstancias suponen entonces la violación 
de los derechos a la igualdad y al debido proceso, 
por lo cual se revocarán las decisiones de instan­
áa y en su lugar se concederá el amparo. En con-
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secuencia, la Sala ordenará a la Empresa 
Electrificadora del Tolima que proceda a la 
reconexión del servicio de energía en el inmueble 
referido, para lo cual el actor solamente deberá 
cancelar el valor de los tres primeros períodos 
vencidos, además de los gastos propios de 
reconexión y los recargos durante dicho periodo. 

11.- Finalmente, la Corte advierte que si bien es 
posible dirimir las controversias entre las empre­
sas de servicios públicos domiciliarios y los usua­
rios o suscriptores acudiendo ante las instancias 
judiciales ordinarias, lo cierto es que, como lo ha 
señalado de manera recurrente esta Corporación, 
la acción de tutela resulta procedente en aquellos 
eventos en los cuales las empresas prestadoras 
de servicios públicos discriminan a los ciudadanos 
excluyéndolos de la prestación del servicio sin nin­
guna razón justificadas y en la medida en que la 
prestación de los servicios públicos guarda una 
relación de conexidad con algún derecho funda­
mental como el debido proceso o la igualdad6

, 

como efectivamente ocurre en esta oportunidad. 

DECISION 

En mérito de lo expuesto, la Sala Novena de Revi­
sión de Tutelas de la Corte Constitucional, admi­
nistrando justicia en nombre del pueblo y por 
mandato de la Constitución Política , 

RESUELVE 

Primero.- REVOCAR la sentencia proferida por 
el J~zgado Primero Penal del Circuito del Espinal 
(Tol1ma) en el proceso de la referencia. En su 

lugar, CONCEDER la tutela de los derechos al de­
recho al debido proceso y a la igualdad del señor 
Alfonso Lozano Lozano. 

Segundo.- ORDENAR a la Electrificadora del 
Tolima S.A., que si aún no lo ha hecho proceda a 
reinstalar el servicio de energía eléctrica al inmue­
ble del suscriptor Alfonso Lozano Lozano, identifi­
cado con el código de cuenta No. 120686-9 y me­
didor No. 20115836, localizado en el municipio de 
Saldaña (Tolima), para lo cual el suscriptor sola­
mente deberá cancelar el costo de la energía co­
rrespondiente a los tres primeros periodos de 
mora, además de los gastos propios de reconexión 
y los recargos durante dicho periodo. 

Tercero.- Por Secretaría General de la Corte, ú­
BRESE la comunicación de que trata el artículo 36 
del Decreto 2591 de 1991, para los efectos allf con­
templados. 

Cópiese, notiffquese, comuníquese, cúmplase e 
insértese en la Gaceta de la Corte Cohstituáonal. 

CLARA INÉS VARGAS HERNANDEZ 
Magistrada Ponente 

JAIME ARAÚJO RENTERlA 
Magistrado 

ALFREDO BELTRAN SIERRA 
Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA MENDEZ 
Secretaria General 
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